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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 8 de marzo de 1996. 


La COMISIÓN PERMANENTE se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, el próximo miércoles 13, a la hora 10, a fin de 
recibir a la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social 
doctora Ana Lía Piñeyrúa, quien informará sobre medidas 
relacionadas con el fortalecimiento del área de seguridad la- 
boral en la industria de la construcción. 


Martín García Nin, Mario Farachio. Secretarios”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Reinaldo Gargano, Wil- 
son Sanabria y Nicolás Storace, y los señores Representan- 
tes Daniel Arena, Carlos Baráibar, José Bayardi, Dimar 
Larroque, Felipe Michelini, Gustavo Penadés y Juan Car- 
los Raffo. 


FALTA: con aviso, el señor Representante Julio Lara. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 10 y 9 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da del siguiente:) 


“El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que 
solicita el acuerdo necesario para acreditar en calidad 
de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante la República Libanesa al señor Manuel 
Solsona Flores”. 


4) URGENCIA 
SEÑOR PENADES. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR PENADES. - Señor Presidente: la solicitud de 
acuerdo para la designación como Embajador del señor Ma- 
nuel Solsona Flores es de mero trámite, puesto que él ya 
tiene a su cargo la representación diplomática de nuestro país 
en el Líbano desde hace mucho tiempo como Encargado de 
Negocios y del despacho del Embajador. 


La República Libanesa ha insistido en cuanto a tener una 
política de fraternidad con Uruguay y, en ese sentido, tiene 
un Embajador en nuestro país. En este momento estamos 
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frente a una mera formalidad a fin de presentar ante el Go 
bierno de la República Libanesa al señor Solsona Flores como 
Embajador. 


Por lo tanto, solicito que se declare urgente y se considere 
de inmediato la solicitud de acuerdo formulada por el Poder 
Ejecutivo para acreditar como Embajador al diplomático an- 
tes referido, a fin de que rápidamente presente sus cartas 
credenciales ante la República Libanesa y de ese modo se 
subsane una omisión que el Uruguay ha tenido con dicho 
país. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de 
urgencia. 


(Se vota:) 
-7 en 8. Afirmativa. 
SEÑOR BAYARDI. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BAYARDI. - Señor Presidente: más allá de los 
fundamentos expuestos por el señor Legislador Penadés, he 
votado negativamente porque, a mi juicio y en mi corta ex- 
periencia en la Comisión Permanente, creo que enterarnos en 
la misma sesión de qué venias se van a votar no es el mejor 
modo de proceder, tal vez podría admitirlo en cierto grado si 
fuera un viejo Legislador y conociera a todo el cuerpo diplo- 
mático, pues entonces sí estaría en condiciones de actuar 
rápidamente. 


A su vez, estamos a dos días de que finalice el receso y 
de la posibilidad de que la Cámara de Senadores considere 
este asunto. 


Por lo tanto, no estamos haciendo ningún juicio de valor 
sobre la idoneidad y características de la persona a la que se 
refiere la solicitud de acuerdo, sino que nuestro voto negati- 
vu se debe a que no estamos en condiciones de votar. 


5) MENSAJE DEL PODER EJECUTIVO SOELICITAN- 
DO ACUERDO PARA ACREDITAR COMO EM- 
BAJADOR EXTRAORDINARIO Y PLENIPOTEN- 
CIARIO DE LA REPUBLICA ANTE LA REPUBLI- 
CA LIBANESA AL SEÑOR MANUEL SOLSONA 
FLORES 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con lo resuelto por 
el Cuerpo, corresponde pasar a sesión secreta para considerar 
el Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita acuerdo 
para acreditar como Embajador Extraordinario y Plenipoten- 
ciario de la República ante la República Libunesa al señor 
Manuel Solsona Flores. 


Se pasa a sesión secreta. 
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(Es la hora 10 y 12 minutos) 
-Continúa la sesión pública. 
(Es la hora 10 y 17 minutos) 
-Dése cuenta de lo resuelto en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio). - La Co- 
misión Permanente, actuando en sesión secreta, concedió el 
acuerdo solicitado por el Poder Ejecutivo para acreditar como 
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la República 
ante la República Libanesa al señor Manuel Solsona Flores. 


6) SESION EXTRAORDINARIA A FIN DE RECIBIR 
A LA SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGU- 
RIDAD SOCIAL, QUIEN INFORMARA SOBRE ME- 
DIDAS RELACIONADAS CON EL FORTALECI- 
MIENTO DEL AREA DE SEGURIDAD LABORAL 
EN LA INDUSTRIA DE LA CONSTRUCCION 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Cuerpo pasa a considerar el 
asunto motivo de la convocatoria, o sea, la solicitud de la 
señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social en cuanto a 
ser escuchada en régimen de Comisión General con el fin de 
brindar un informe sobre medidas relacionadas con el fortale- 
cimiento del área de seguridad laboral en la industria de la 
construcción. 


Se va a votar si se pasa a sesionar en régimen de Comi- 
sión General. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se invita a la señora Ministra de Trabajo y Seguridad 
Social y al señor Subsecretario a ingresar a Sala. 


(Ingresan a Sala la señora Ministra de Trabajo y Seguri- 
dad Social, el señor Subsecretario y la señora Directora Ge- 
neral del Ministerio) 


-Tiene la palabra la señora Ministra de Trabajo y Seguri- 
dad Social. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - En primer lugar, quiero agradeces a la Comisión 
Permanente la posibilidad de tomar contacto con el Parla- 
mento para explicar las medidas que el Ministerio -a través 
de la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social- 
está tomando en materia de prevención de accidentes. Este 
primer contacto con el Parlamento para analizar este tema se 
vincula con la legítima inquietud que se ha suscitado por la 
sucesión de accidentes fatales en la industria de la construc- 
ción. Se trata de una situación que ha conmovido a la socie- 
dad en su conjunto, al Parlamento, al Poder Ejecutivo en 
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general y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en 
particular, dado que tenemos una sensibilidad profunda por 
este tema. 


Me parece que no podemos circunscribirnos a hablar ex- 
clusivamente del plan de emergencia que se instrumentó con 
motivo de los accidentes en la construcción y que debemos, 
en cambio, encarar esta exposición con un carácter más gene- 
ral, explicando cuáles son las políticas que esta Secretaría, a 
través de su Inspección, se ha trazado desde el comienzo de 
nuestra gestión a su frente. 


Cuando asumimos el cargo nos planteamos tres objetivos 
inmediatos. En primer lugar, fortalecer el tripartismo, y a 
esos efectos, en una primera instancia, creamos dos mesas 
tripartitas, una de agenda abierta y otra que procura arribar a 
un consenso en torno a un Proyecto de Ley sobre convenios 
colectivos. 


En segundo término, pretendemos abordar en profundidad 
el tema del empleo, desarrollando políticas dentro de lo que 
constituye nuestra área de competencia en la materia, utili- 
zando como elementos prioritarios a la Dirección Nacional 
de Empleo y a la Junta Nacional de Empleo. A estos efectos, 
fue necesario reformular el marco legal que las regula, rees- 
tructurarlas y dinamizarlas, de forma de poder cumplir con 
nuestro objetivo primario. 


En tercer lugar, también nos trazamos como objetivo deli- 
near una política en materia de salud ocupacional y de segu- 
ridad en el trabajo. La protección efectiva de la salud de los 
trabajadores requiere una política de esta naturaleza, que im- 
plica la definición de objetivos e instrumentos, a lo que nos 
hemos abocado en este primer año de Gobierno. Esta tarea 
comprendió la identificación de los problemas más importan- 
tes, la determinación de los objetivos prioritarios, la selec- 
ción de los instrumentos más adecuados para el mejoramien- 
to de las condiciones y, por último, la realización de un 
seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos. 


Es de destacar que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social efectuó una solicitud de apoyo a la Organización In- 
ternacional del Trabajo focalizada hacia la Inspección Gene- 
ral del Trabajo, especialmente en materia de seguridad, y 
orientada hacia la capacitación, elemento indispensable de la 
prevención. 


Con motivo de esa solicitud, a mediados del año pasado, 
viajó a Montevideo el doctor Carlos Aníbal Rodríguez, con- 
sultor de la OFT, conocedor de nuestra Inspección, para reali- 
zar un diagnóstico de las necesidades y definir un plan de 
acción a corto y mediano plazo. Fruto del apoyo brindado por 
la OIT se realizó entre el 4 y el 15 de setiembre de 1995 un 
curso sobre “Higiene y Seguridad en la Construcción” para 
inspectores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
Banco de Seguros del Estado y delegados sindicales. El mis- 
mo fue dictado por la arquitecta Ana Lía Gorini. Sus objeti- 
vos fueron colaborar en la capacitación y actualización de 
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inspectores y delegados sindicales en la detección de los ries- 
gos en la construcción y en las medidas que deben adoptarse 
para reducirlos y/o eliminarlos. El curso incluyó actividades 
prácticas consistentes en visitas a obras a fin de detectar 
riesgos. Fruto también de esa solicitud de apoyo a la OIT es 
que contamos hoy con un plan de capacitación a mediano 
plazo sobre el que abundaremos más adelante, 


En la Legislatura pasada, y también como consecuencia 
de la alta siniestralidad registrada en la industria de la cons- 
trucción, la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cá- 
mara de Representantes realizó varias sesiones para dedicarse 
al tema de la seguridad laboral en la industria de la construc- 
ción. Fueron convocados técnicos que deliberaron durante 
varias sesiones y emitieron su opinión, pero también partici- 
paron responsables de la seguridad e higiene en el trabajo, 
fundamentalmente referidos a la industria de la construcción. 
De la lectura de la nómina de convocados a esa Comisión, así 
como de sus manifestaciones, surge claramente la dispersión 
que existe a nivel público y privado de responsabilidades 
fundamentalmente en la prevención de accidentes. 


De esas jornadas de trabajo surgieron conclusiones que 
van más allá de la consideración puntual de la industria de la 
construcción. El doctor Mantero, que asistió en representa- 
ción del Instituto de Derecho Laboral, se refería a la partici- 
pación de los trabajadores en la función de prevención, de 
capacitación y de enseñanza que propendiera a la prevención 
de los accidentes de trabajo. El 26 de mayo de 1994 decía: 
“El esquema de Derecho actual es muy sencillo. El Derecho 
crea el principio de que el empleador es un deudor de seguri- 
dad y le atribuye, fundamentalmente a través de los organis- 
mos de policía, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
el contralor del cumplimiento de esa obligación por parte del 
empleador. Sin perjuicio de que ello sea así, hay que poner 
en evidencia la posibilidad de que el contralor de esas obliga- 
ciones sea también ejercido por los propios trabajadores. Esta 
es una solución que hasta ahora ha sido poco utilizada entre 
nosotros. Queremos señalar que es imprescindible la colabo- 
ración de empleadores y trabajadores en este ámbito, concre- 
tamente, en materia de prevención de accidentes de trabajo. 
Señalo” -decía- “que lo que estamos subrayando es un ele- 
mento que aparece en el Derecho comparado y en los textos 
de la OIT desde hace sesenta años. Tal vez” -añadía- “exista 
algo más importante, que es la función de capacitación de los 
trabajadores sobre las medidas de seguridad, porque éstas 
serían más eficientes si fueran cumplidas por ellos mismos. 
Aquel que haya trabajado en régimen de subordinación sabe 
que todo lo que venga del patrón es una orden; en cambio, lo 
que viene de un compañero es un consejo”. 


El 29 de setiembre de 1994 el señor Ramada, pertenecien- 
te a la Comisión de Legislación Laboral del PIT-CNT, se 
refería a tres principios básicos en materia de salud laboral: 
la prevención como base del sistema; la participación de los 
actores sociales y la educación y formación de los trabajado- 
res y empresarios en el conocimiento de los riesgos. “La 
unión de estos elementos” -dijo- “quizás conduzca a una pla- 
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nificación de las actividades que permita prevenir la multi- 
plicación de accidentes y enfermedades de trabajo”. 


El 26 de mayo de 1994 el licenciado Pommerenck, Coor- 
dinador en Medicina Laboral de la Facultad de Medicina, 
destacaba que la doctrina actual de la salud ocupacional sig- 
nifica la participación del trabajador, que calificó como ele- 
mento esencial en la prevención de accidentes y enfermeda- 
des profesionales. Dijo: “Se descarta, por probado, que pueda 
realizarse prevención sin la colaboración de la población u 
quien ella va destinada, y se afirma, por probado, que los 
mejores niveles de salud se obtienen cuando dicha población 
asume el papel protagónico en la prevención. La coparticipa- 
ción en las gestiones de salud en las empresas es aceptada en 
el mundo industrializado y buena parte de los países subdesa- 
rrollados; que en algunos ámbitos se les califique de intro- 
ducción cogestionada es, por lo menos, un abuso de lenguaje. 
Parece difícil que se entienda como tal la sola participación 
de los trabajadores en la defensa de su salud. Es imposi- 
ble” -dijo- “la creación de ningún organismo fiscalizador o 
de inspección policial que pueda realizar la tarea de control 
de los accidentes de trabajo sobre la población trabajadora 
del país”. Citó a un técnico prestigioso que participó en un 
encuentro iberoamericano sobre riesgo y trabajo realizado en 
el año 1991 en la Universidad de Salamanca, quien señaló: 
“Quien apuesta a la fiscalización, pierde. Dudo que alguna 
vez se cuente con las condiciones objetivas y subjetivas que 
permitan tutelar y promover la salud y seguridad de los tra- 
bajadores. Por otra parte, es menester aceptar que no se pue- 
de concebir un país donde la mitad de la población controle a 
la otra mitad. Destacaba la necesidad de crear canales aptos 
para una mayor participación de trabajadores, y de la socie- 
dad en general”. 


Como sugerencia de carácter general, no referida exclusi- 
vamente a la industria de la construcción, de la lectura de la 
versión taquigráfica de la Comisión de Legislación del Tru- 
bajo de la Cámara de Representantes surge la necesidad de 
crear un organismo que coordine las acciones relativas a la 
salud ocupacional e higiene en el trabajo. De la lectura de 
esa versión taquigráfica, que evidencia una labor profunda 
realizada por la Comisión de Legislación del Trabajo, surgen 
con claridad varias conclusiones, más allá de medidas pun- 
tuales sugeridas por los intervinientes en el debate. 


Las actividades deben centrarse en la prevención, seña- 
lándose como componente primordial en esta labor, la fot- 
mación de trabajadores y empresarios, de los profesionales 
universitarios afines a los procesos industriales o a desarro- 
llarse dentro del sector productivo y de la construcción, de 
quienes egresen de las carreras técnicas cursadas en UFU. a 
nivel de enseñanza escolar y secundaria, y de los cuadros 
inspectivos involucrados. 


Por otra parte, se señala como conclusión la participación 
de los actores sociales en las tareas de prevención de acci- 
dentes y enfermedades profesionales. 
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El Convenio Internacional del Trabajo N” 155, sobre se- 
guridad y salud de los trabajadores y medio ambiente de 
trabajo, ratificado por la Ley N” 15,965, de 28 de junio de 
1988, compromete a] Estado uruguayo a formular, poner en 
práctica y reexaminar periódicamente una política nacional 
coherente en materia de seguridad y salud de los trabajadores. 


Luego de un detenido análisis, y recogiendo las inquietu- 
des del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en anterio- 
res Administraciones y del Parlamento, planteadas y plasma- 
das en Proyectos de Ley que no obtuvieron sanción, esta 
Secretaría de Estado, por un reciente decreto del 7 de marzo 
de 1996, ha creado un Consejo Nacional de Seguridad y 
Salud en el Trabajo, integrado por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, el Ministerio de Salud Pública, el Banco de 
Previsión Social, el Banco de Seguros del Estado y, además, 
por representantes del sector empresarial y trabajador. 


Justamente, lo que se pretende con la creación de este 
Consejo es coordinar la actuación de los organismos del Es- 
tado con injerencia en el tema y de los interlocutores socia- 
les, a efectos de elaborar esa política nacional a que nos 
referíamos al principio. Quiero manifestar que la voluntad 
del Poder Ejecutivo es que este Consejo funcione en forma 
efectiva y eficiente. En lo que al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social concierne, centraremos todos nuestros es- 
fuerzos en que este objetivo se concrete. 


Por otra parte, existe ya un rico material para comenzar el 
trabajo, proveniente del grupo coordinador en materia de con- 
diciones y medio ambiente que lo precedió y que fuera crea- 
do por el Decreto 357 de 1992, entre otras cosas, las veinti- 
séis tareas extraídas del documento de Acuerdos y Recomen- 
daciones elaborado por ese mismo grupo coordinador. En ese 
ámbito, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social presenta- 
rá en primera instancia propuestas relacionadas con los si- 
guientes temas: delimitación de competencias de los organis- 
mos públicos en materia de salud ocupacional; establecimiento 
de derechos y obligaciones de las partes; reglamentación de 
servicios de seguridad e higiene en el trabajo; reglamentación 
de servicios de salud; reglamentación de la participación de 
los trabajadores en la prevención; análisis para mejorar y 
actualizar la reglamentación en materia de riesgos específi- 
cos de trabajo; reglamentación de otros sectores de actividad, 
como ser el rural, la pesca, etcétera. 


Ej espíritu de estas propuestas es actualizar y complemen- 
tar la normativa vigente en materia de salud ocupacional, que 
sin duda coadyuvará -tenemos la convicción- a delinear una 
política nacional de salud e higiene en el trabajo. 


La siniestralidad en la industria de la construcción es alta 
y lo ha sido históricamente; existen estadísticas que elabora 
el Banco de Seguros del Estado. En esta materia no nos 
manejamos con números, que no interesan, porque para el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social basta con que un 
trabajador muera en el desarrollo de su jornada laboral para 
que eso nos sensibilice e impulse a adoptar medidas concre- 
tas y específicas para prevenir ese tipo de accidentes. Más 
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preocupados estamos aún por esta serie de accidentes fatales 
sucedidos a comienzos de este año. 


El doctor Barbagelata, en la Comisión de Legislación del 
Trabajo de la Cámara de Representantes, expresaba: “Lamen- 
tablemente, este problema de la seguridad en la construcción 
es real y cierto en todas partes del mundo. En el documento 
de la Organización Internacional del Trabajo que preparó el 
Convenio de la 75a. Reunión sobre Seguridad y Salud en la 
Construcción se proporcionan datos de varios países. Cito a 
Alemania, donde la tasa de accidentes en 1983 era de 131,4 
por mil y en Francia de 137 por mil. Estas cifras son real- 
mente impresionantes, porque se trata de países donde hay 
mejores medios y mayores posibilidades que en Uruguay. En 
ese informe se señala también que en Japón los accidentes en 
la construcción representan el 40% del total. Tomo a Japón 
porque si bien se da cuenta de la existencia de una cifra muy 
elevada de fallecimientos por accidentes en la industria, se 
señala que en 1983 las cifras se han reducido a la mitad con 
respecto a 1973. Este es un elemento que brinda cierto opti- 
mismo sobre las posibilidades de atenuar este terrible flagelo, 
puesto que otros países han hecho la experiencia en materia 
de prevención. De este modo lograron mejorar sensiblemente 
los índices de este siniestro”. 


El doctor Barbagelata también destacó una serie de facto- 
res que hacen particularmente peligrosa la actividad e inhi- 
ben la posibilidad de controlar en forma debida la siniestrali- 
dad. Se refirió a la significación cuantitativa de las pequeñas 
empresas que no siempre dedican la atención y el dinero 
necesarios a la prevención, a la diversidad, diseminación y 
temporalidad de estas obras, así como a la errónea aprecia- 
ción del riesgo en los costos del empresario. Dijo también: 
“Las empresas no tienen en cuenta la ventaja económica que 
esto representa. La movilidad de mano de obra es un factor 
que ocurre en nuestro país en un doble sentido: por un lado, 
inmigrantes del medio rural que ingresan a la construcción 
sin capacitación alguna y, por otro, los migrantes del exterior 
que son golondrinas, pues ni siquiera tienen un asiento per- 
manente en el país y les falta una ínfima preparación para 
esta o cualquier otra actividad. Todo este conjunto de facto- 
res determina que exista una dificultad para impartir forma- 
ción profesional y, desde luego, información en el campo de 
la prevención. Todos estos factores hacen que sea difícil la 
lucha contra este tipo de siniestros”. 


A esto nosotros agregamos la multiplicidad de empleado- 
res en una misma obra -contratistas, subcontratistas- y la va- 
riación contínua de los riesgos a que están expuestos los 
trabajadores, que se modifican a medida que se suceden las 
diferentes etapas de la obra. Todas estas características parti- 
culares de la industria de la construcción la hacen diferente a 
las demás actividades productivas e inciden, muy especial- 
mente, en la configuración de las condiciones de trabajo y de 
los riesgos que éstas generan. 


Todo ello ha llevado a que esta industria fuera contempla- 
da mediante una normativa específica y a través de acciones 
concretas. 
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La protección efectiva de la salud ocupacional se rige por 
determinados principios básicos que hemos plasmado y con- 
templado en las acciones adoptadas en la industria de la cons- 
trucción. 


Estos principios básicos están establecidos en el Convenio 
Internacional N” 155 de la Organización Internacional del 
Trabajo. El primero de ellos es la corresponsabilidad del Es- 
tado y de Jos actores sociales. Los recursos del Estado siem- 
pre son escasos y los problemas que se plantean son cada vez 
más complejos. Es impensable que hoy en día el Estado pue- 
da concentrar todas las funciones inherentes a la salud ocupa- 
cional. Es imposible que en Uruguay, y en cualquier otro país 
del mundo, exista un inspector de trabajo presente en cada 
una de las obras, en sus diferentes etapas, y pueda prever 
todos y cada uno de los cambiantes riesgos a que están ex- 
puestos los trabajadores. Por ello, el Estado debe compartir 
con los interlocutores sociales, empleadores y trabajadores, 
la responsabilidad en el tratamiento y la solución de los pro- 
blemas que atañien a la prevención de los riesgos profesiona- 
les, trasladando parte de la acción preventiva del macronivel 
del Estado al micronivel de la empresa. 


Esto no significa que pretendamos eludir la responsabili- 
dad que nos compete; procuramos compartirla para hacer más 
efectivo el cumplimiento de un objetivo que todos, sin ex- 
cepciones, perseguimos. 


Por estos motivos, en 1995 -apenas iniciadas nuestras ta- 
reas- el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través 
del Programa OPP-FAS-BID, se planteó la necesidad ineludi- 
ble de reprogramar los cometidos de la Inspección General 
del Trabajo y la Seguridad Social, intentando modernizarla, 
tecnificarla y hacerla más eficiente. 


Este trabajo se encuentra en trámite ya que fue necesaria 
una previa labor de diagnóstico con la participación de con- 
sultores del Programa de Fortalecimiento de Areas Sociales 
con los directamente involucrados por sus tareas de inspec- 
ción. Gracias al Programa OPP-FAS-BID se ha informatizado 
la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social, he- 
cho que, aunque parezca curioso, no había ocurrido hasta 
ahora. Por otra parte, se ha contratado a un consultor -que ya 
está trabajando- a efectos de asesorar en los planes de media- 
no y largo plazo. Se trata de un especialista con experiencia 
reconocida en este tema, quien actuará fuera del área especí- 
tica de la capacitación. Paralelamente, se ha creado la Uni- 
dad de Capacitación, encargada de delinear todos los cur- 
sos -sobre los que abundaremos más adelante en nuestra ex- 
posición- en coordinación con otras instituciones públicas y 
privadas y con el apoyo de la Organización Internacional del 
Trahajo, como veremos más adelante, también. 


Se ha dispuesto la adquisición de equipamiento técnico 
para el laboratorio de higiene industrial de la Inspección Ge- 
neral del Trabajo y la Seguridad Social, División de Condi- 
ciones Ambientales de Trabajo. A través de una resolución 
del Poder Ejecutivo, en acuerdo con los Ministerios de Tra- 
bajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas, se va a 
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adquirir dicho material en el extranjero mediante importa- 
ción directa, ya que se trata de útiles necesarios para ejercer 
la función pública de policía de trabajo. 


Durante 1995 la Inspección General del Trabajo y ta Se- 
guridad Social ha privilegiado las inspecciones en materia de 
seguridad e higiene en la industria de la construcción, sin 
descuidar el control en otros sectores de la actividad. Esta 
acción apuntó -y lo sigue haciendo- a dos objetivos funda- 
mentales. Uno de ellos consiste en extender la acción inspec- 
tiva al interior del país, priorizando los departamentos de 
Colonia, San José, Canelones y Maldonado. De los estudios 
realizados surge que los accidentes fatales verificados en la 
industria de la construcción, desde el 1? de enero de 1994 al 
presente, el 86% de los casos se produjo en esos departamen- 
tos y en Montevideo. El otro objetivo apunta a priorizar en 
Montevideo aquellas zonas donde existe mayor concentra- 
ción de obras y riesgos. Inclusive, para este año se preveía 
incrementar las inspecciones en la industria de la construc- 
ción, fundamentalmente en el primer semestre, pues del aná- 
lisis de los años 1994 y 1995 hemos concluido que aproxima- 
damente el 75% de tos siniestros con resultados fatales se 
registran en los seis primeros meses del año, aun cuando en 
ese lapso se encuentra el período de licencia más extenso. 
Las circunstancias nos obligaron a poner en práctica un plan 
de emergencia, por lo que este último extremo no se conside- 
ró, excepto durante el mes de enero y parte de febrero. 


De los datos acerca de los actos inspectivos de seguridad 
e higiene, con excepción de lo solicitado dentro del plan de 
emergencia y teniendo en cuenta que la construcción repre- 
senta el 65% del total de inspecciones de condiciones am- 
bientales, surge lo siguiente: en términos porcentuales, los 
actos inspectivos aumentaron un 12% respecto a los verifica- 
dos en 1994; los de enero de 1996 se incrementaron en un 
298% con respecto a los realizados en enero de 1994, y en un 
108% respecto a enero de 1995, 


Esta estadística no incluye las inspecciones que se reali- 
zan para la autorización del trabajo en andamios. El número 
de inspecciones en andamios en el año 1995 fue de 268, y la 
cantidad de clausuras de andamios dispuestas en dichas ac 
tuaciones fue de 169. 


La detección de obras a inspeccionar se realiza por dife- 
rentes vías: denuncias presentadas por los trabajadores o por 
el sindicato; inspecciones planificadas de oficio por la Ins- 
pección; inspecciones originadas en las memorias descripti- 
vas de andamios presentadas por aquellas empresas que utifi- 
zarán estos elementos de trabajo para realizar tareas a más de 
tres metros de altura, y coordinaciones iniciadas con el Ban 
co de Seguros del Estado y por el Banco de Previsión Social 
a efectos de que proporcionen la información contenida en 
sus propios registros. Asimismo, se está instrumentando la 
posibilidad de habilitar un número telefónico especial a los 
efectos de recepcionar denuncias. Si bien esto resulta muy 
práctico, la publicidad necesaria del número telefónico segu- 
ramente nos acarreará problemas. 
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Otros de los medios para acceder a la inspección de la 
empresa es la investigación de accidentes de trabajo. Se han 
establecido los debidos mecanismos de coordinación con el 
Banco de Seguros del Estado y con la Policía Técnica a fin 
de que brinden de inmediato a la Inspección la información 
respecto a los accidentes de trabajo para que ésta pueda cul- 
minar con celeridad los trámites de investigación del acci- 
dente. Esta Administración ha impartido la orden de investi- 
gar todos los accidentes mortales, cosa que no se hacía siem- 
pre con anterioridad. La meta a mediano plazo es la investi- 
gación de todos los accidentes que ocasionan baja laboral de 
tres o más días. Esto resulta de vital importancia porque 
permite ir perfeccionando los mecanismos de prevención. 


En la investigación de accidentes se analizan las causas 
humanas y técnicas que los determinaron. De ese análisis 
surge la resolución sancionatoria o no para la empresa. Pero 
contemporáneamente a la investigación del accidente se rea- 
liza una inspección de seguridad e higiene que puede culmi- 
nar con la intimación al cumplimiento de las normas de segu- 
ridad vigentes o con la clausura parcial o total de la obra o de 
la actividad industrial de que se trate. 


Mucho se ha hablado en estos días de la escasez de ins- 
pectores especializados en seguridad e higiene. La Inspec- 
ción General del Trabajo cuenta con noventa y seis inspecto- 
res en todo el país, de los cuales doce están especializados en 
condiciones ambientales de trabajo, y tiene actualmente vein- 
tidós vacantes a cubrir justamente en esa área. 


La escasez de inspectores es un hecho cierto, como tam- 
bién lo es que se trata de un problema que no se circunscribe 
a la actual Administración. La primera medida que se tomó 
fue incorporar al cuerpo inspectivo a los inspectores que no 
estaban cumpliendo dicha función. El Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social ha tenido dificultades para cubrir sus va- 
cantes. El 5 de setiembre de 1994, el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo anuló un concurso realizado para llenar 
las vacantes de ingreso al Escalafón D -Inspectores de Traba- 
jo- realizado en 1989. Algunos de los funcionarios que ingre- 
saron al escalafón especializado no tenían el perfil requerido. 
Comunicada la sentencia -reitero, del 5 de setiembre de 1994- 
se solicitó asesoramiento a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil a fin de proceder a rehacer el acto anulado. En julio de 
1995 se convocó a concurso de oposición y méritos entre 
quienes hubieran rendido las pruebas de suficiencia oportuna- 
mente. El tribunal del concurso designado notificó a los fun- 
cionarios involucrados para que se inscribieran y reconocie- 
ran las pruebas realizadas. De los treinta y cinco funcionarios 
habilitados para concursar, veintitrés reconocieron las prue- 
bas realizadas y diecinueve se inscribieron para el concurso. 
Los demás actores en el juicio de anulación ni reconocieron 
sus pruebas ni se inscribieron para el concurso, pero interpu- 
sieron recursos contra la resolución ministerial que convoca- 
ba al concurso y el acta del tribunal que citaba a reconocer 


las pruebas. 


En virtud de las circunstancias antes mencionadas, no se 
han realizado los concursos para cubrir las demás vacantes, 
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puesto que algunos de los funcionarios que ocupan los cargos 
de inspector, en virtud del concurso anulado, estarían en con- 
diciones de acceder a las vacantes existentes. Por estas razo- 
nes, se incluyeron en el Presupuesto dos normas: el inciso 2* 
del artículo 416, a efectos de transformar los cargos de ins- 
pector de aquellos que se venían desempeñando como tales 
como consecuencia del concurso anulado, sin reunir el perfil 
requerido para ello, y el artículo 426, que exceptúa de la 
supresión de vacantes establecida por el artículo 11 de la Ley 
N?* 16.462 a los cargos de inspector de condiciones generales 
y ambientales de trabajo de la Inspección General del Traba- 
jo y la Seguridad Social, a los efectos de contemplar el futuro 
llamado a concurso. Por otra parte, la inminente resolución 
de los recursos interpuestos nos permitirá llamar a concurso 
rápidamente. 


Durante el año pasado se iniciaron gestiones ante la Ofici- 
na Nacional del Servicio Civil para obtener, por la vía de la 
redistribución, el reforzamiento del cuerpo inspectivo. El pro- 
blema que se nos planteaba era que las personas a redistribuir 
debían contar con el perfil adecuado para ser capacitadas, es 
decir, para adquirir conocimientos en materia de seguridad y 
salud en el trabajo y una especial sensibilización en el tema. 


Finalmente, de acuerdo con lo conversado con PLUNA y 
su sindicato, se llegó a la conclusión de que esta empresa 
contaría con personal capacitado previamente en seguridad a 
fin de ser redistribuido y al que sólo sería necesario comple- 
mentarle su formación por parte del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. PLUNA y su sindicato, que han estado en 
estrecho contacto con nuestro Ministerio, están seleccionan- 
do el personal adecuado y elaborando un currículum detaila- 
do de cada uno de los candidatos. Posteriormente, se hará la 
selección definitiva para solicitar su redistribución urgente a 
través de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Conforme a 
las entrevistas realizadas hasta la fecha, podrían obtenerse 
alrededor de seis personas con el perfil adecuado, aunque es 
posible que aparezcan más. 


Asimismo, se ha solicitado a PLUNA y a su sindicato la 
posibilidad de obtener la redistribución de un técnico con 
formación en ingeniería para suministrar apoyo al área de 
condiciones ambientales de trabajo. 


Paralelamente, y dado que la Ley de Presupuesto nos ha- 
bilita a contratar hasta diez pasantes, se han remitido las 
solicitudes a UTU para que realice el llamado y seleccione, 
según sus méritos, a egresados de la carrera de Técnico Pre- 
vencionista para ser contratados, los que aspiramos sirvan de 
apoyo a la labor del cuerpo inspectivo ya que, por no ser 
funcionarios públicos, no pueden realizar inspecciones. 


Por último, luego de una larga discusión que involucra 
inclusive a los propios integrantes del cuerpo inspectivo, esta 
Administración ha legado a la conclusión de que todos los 
inspectores de trabajo, aun los de condiciones generales de 
trabajo, pueden realizar controles inspectivos respecto a con- 
diciones ambientales de trabajo. Esto es sin perjuicio del 
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beneficio que significa que los controles específicos sobre 
riesgos de seguridad y salud en el trabajo los realice quien 
tiene mayor idoneidad y experiencia en esa tarea, Por ello, 
previamente a la incorporación de los inspectores de condi- 
ciones generales a tareas de esa naturaleza, será necesaria su 
capacitación. Los cursos a estos efectos ya están planifica- 
dos. 


Sin perjuicio de la capacitación prevista en el plan en 
ejecución que veremos más adelante, se ha celebrado con 
AUSPA un acuerdo marco de cooperación. El 8 de abril co- 
mienzan los cursos de capacitación de inspectores de trabajo 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en materia de 
seguridad en la industria de la construcción, con una carga 
horaria de quince horas. Este curso de capacitación apunta a 
ta actualización de los inspectores que ahora se desempeñan 
en el área de condiciones ambientales y a la formación de los 
inspectores que revistan en el área de condiciones generales 
de trabajo. 


Es de destacar la participación de inspectores en una serie 
de actividades durante el año 1995, como por ejemplo el 
grupo de trabajo creado por resolución de setiembre de 1995 
con la finalidad de proyectar la reglamentación del Convenio 
N? 174, sobre la prevención de accidentes mayores, y que 
estaba integrado por sectores empresariales, de trabajadores y 
del Banco de Seguros del Estado; y también en el grupo de 
trabajo creado a fin de considerar las posibles modificaciones 
a la reglamentación del trabajo rural, que estaba integrado 
por representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, del Banco de Previsión Social y de los sectores empresa- 
riales. 


Esta Comisión fue creada a los efectos de ir delineando 
un perfeccionamiento de la normativa que rige el trabajo 
rural y la documentación que se le exige al empleador rural, 
y de ir trazando un mecanismo que nos permita ser efectivos 
en las inspecciones en el área rural. Las experiencias que se 
vivieron en la anterior Administración como consecuencia de 
las inspecciones en el medio rural han sido absolutamente 
negativas, no sólo por el hecho de que los inspectores concu- 
rrían apoyados por la locomoción del Ejército sino porque 
enfrentaban una resistencia muy fuerte al ingresar a los esta- 
blecimientos rurales. 


Por lo tanto, la tarea inspectiva en el sector rural debe ser 
precedida por un trabajo como el que está desarrollando el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social conjuntamente con 
el Banco de Previsión Social y el sector empresarial. 


Los inspectores también participaron del grupo de trabajo 
integrado por el Banco de Seguros del Estado, la Inspección 
General del Trabajo y el Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca a fin de considerar la problemática planteada por 
la brucelosis suina, y de una Comisión tripartita sobre la 
seguridad e higiene en la construcción, creada por el Decreto 
111/90 con la finalidad de establecer normas técnicas en la 
materia. Los inspectores de trabajo colaboran en el dictado 
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de cursos y cursillos dirigidos a mandos medios de la cons- 
trucción, como los que se hicieron en Maldonado el 7 de 
diciembre de 1995 y el 22 de enero de este año, patrocinados 
por el Banco de Previsión Social, en talleres de educación 
para la salud y en jornadas de educación en salud para los 
trabajadores y prevención de accidentalidad en el gremio de 
la construcción. También participaron en la jornada de capa- 
citación destinada a mandos medios que se realizó el 9 de 
marzo último, organizada por SACEEM, con participación 
del Banco de Previsión Social, el Banco de Seguros del Esta- 
do y la Unidad Coronaria Móvil. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURI- 
DAD SOCIAL. - ¿Me permite una interrupción, señora Mi- 
nistra? 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Sí, con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sub- 
secretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURI- 
DAD SOCIAL. - Creo que es irmportante destacar el trata- 
miento que tienen los funcionarios inspectores en el Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social. En materia salarial todos 
los inspectores pertenecen al escalafón especializado, O sea, 
al Escalafón D, y tienen una retribución superior a la de los 
otros funcionarios del Ministerio que revistan en el mismo 
escalafón y en el mismo grado. La diferencia entre ellos es 
de aproximadamente un 40%, es decir que un funcionario 
especializado inspector gana un 40% más que aquel especia- 
lizado que está destinado a otras tareas dentro del Ministerio. 


Los funcionarios inspectores ganan un 26% más que los 
profesionales universitarios -Abogados- que están en ¡igual 
grado en el Ministerio y en la propia Inspección General del 
Trabajo. En la Ley de Presupuesto recientemente aprobada 
se obtuvo una serie de incrementos de carácter salarial presu- 
puestales y extrapresupuestales que, en el caso de los inspec- 
tores, significan promedialmente un 15% de aumento. En 
esta Ley también se ha conseguido un aumento del orden del 
73% para los gastos de funcionamiento del Ministerio: la 
Inspección participa en un 25% del total. El Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social cuenta con seis Unidades Ejecu- 
toras, siendo una de ellas la Inspección General del Trabajo. 
Por lo tanto, ese aumento le significará U$S 210.000 más de 
dotación presupuestal, en relación a lo que tenía en 1995, Por 
transferencia de otras Unidades Ejecutoras tenemos proyecta- 
do destinar a la Inspección U$S 100,000 más para el año 
1996, totalizando una cifra para gastos de aproximadamente 
U$S 600.000. También tenemos aumentos en la parte de 
inversiones del orden de un 25%, a fin de reforzar la Inspec- 
ción. 


Independientemente de estas conquistas presupuestales, 
existe el Programa OPP/FAS/BID que mencionara la seño- 
ra Ministra, que aporta una dotación anual cercana a los 
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U$S 500.000, que pensamos destinar en el año 1996 a la 
Inspección para equipamiento, consultoría, capacitación y, 
especialmente, informática. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar la señora Mi- 
nistra de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - La Inspección General del Trabajo ha establecido 
coordinaciones con otros organismos del Estado. 


Nuestra Cartera ha instrumentado con el Banco de Segu- 
ros del Estado un mecanismo de intercambio recíproco de 
información sobre inspecciones realizadas por una y otra ins- 
titución. El Banco de Seguros del Estado comunica la infor- 
mación en tres formularios diferentes según el caso: urgente, 
obras observadas por el Banco en forma reiterada y que no 
han cumplido con lo aconsejado, y obras observadas simple- 
mente, que están en tiempo hábil para cumplir las observa- 
ciones. En estos casos, la Inspección General del Trabajo 
practica las inspecciones según la premura emergente del 
comunicado y dispone las intimaciones que corresponden y/o 
clausuras parciales o totales, medidas que el Banco no puede 
adoptar. Por esta vía se aumenta en forma indirecta el núme- 
ro de inspectores del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial en la medida en que se actúa directamente sobre obras 
con riesgo detectado que en forma eventual podrían no haber 
sido inspeccionadas por nuestra Cartera. Además, se dispuso 
que para el caso de accidentes graves quien primero tome 
conocimiento proceda a la comunicación inmediata a la otra 
institución. 


Por otra parte, con el Banco de Previsión Social se acordó 
la comunicación a la Inspección General del Trabajo de las 
obras que se registren ante él, a fin de que la citada Inspec- 
ción conozca desde el principio la existencia, ubicación y 
demás datos de la obra para proceder a su posterior inspec- 
ción. 


También se establecieron coordinaciones con la Policía 
Técnica y demás dependencias del Ministerio del Interior. La 
Policía Técnica al recibir aviso de la necesidad de su presen- 
cia en el lugar del accidente lo comunicará inmediatamente 
al Ministerio a efectos de concurrir, en caso de ser posible, 
en forma conjunta con el inspector de trabajo. De esta forma, 
por la suma de ambos se enriquecerán los perfiles con que 
cada uno de los servicios enfoca la investigación del acciden- 
te. Dicha dependencia proporcionará -como lo viene hacien- 
do- a solicitud de la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social, la carpeta que informa con los elementos 
de la investigación. Las seccionales policiales comunicarán 
los accidentes con consecuencias graves al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social, dado que no siempre se requiere la 
intervención de la Policía Técnica. Estas mismas dependen- 
cias evaluarán la posibilidad de proporcionar, en caso de que 
concurra la Policía Técnica, un funcionario policial que per- 
manezca en el lugar del accidente hasta que se haga presente 
la Inspección General del Trabajo para evitar que se altere el 
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escenario del accidente. En el interior, las Jefaturas de Poli- 
cía comunicarán en forma inmediata la ocurrencia de acci- 
dentes en su jurisdicción al Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social. 


En el caso de la Dirección Nacional de Bomberos, si bien 
siempre ha colaborado proporcionando sus informes técnicos 
cuando se los solicita, actualmente se le pide que se agilite el 
intercambio de dicha información. 


Por otra parte y como resultado del trabajo de una 
Comisión tripartita, en febrero de 1995 se dicta el Decre- 
to 89/95 que regula la prevención de los riesgos en la indus- 
tria de la construcción. 


Este decreto crea la figura de los servicios de seguridad 
en el trabajo. Toda empresa que ejecute obras de construc- 
ción o realice etapas de las mismas, que ocupe cien o más 
trabajadores en un centro de trabajo o en varios, o que ejecu- 
te obras o trabajos a más de ocho metros de altura y/o exca- 
vaciones con una profundidad mayor de un metro cincuenta, 
deberá contar con servicios de seguridad en el trabajo de 
carácter interno. Toda empresa que ejecute obras de cons- 
trucción, O que realice etapas de las mismas, que ocupe entre 
cinco y noventa y nueve trabajadores, deberá contar con ser- 
vicios de seguridad en el trabajo externos o interempresas. 
Estos servicios deben contar, como mínimo, con un asesor en 
materia de seguridad con título habilitante y registrado en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Soctal, el cual será res- 
ponsable del servicio. Sólo pueden ser responsables de los 
servicios de seguridad los técnicos prevencionistas con título 
expedido u homologado por UTU y los egresados universita- 
rios, arquitectos e ingenieros, que acrediten idoneidad. Se 
estableció que las disposiciones relacionadas con los servi- 
cios de seguridad en el trabajo y las obligaciones del emplea- 
dor y del trabajador -Capítulo VIM del mencionado Decreto- 
regirían con posterioridad a los treinta días contados a partir 
de la fecha de la instrumentación del Registro, y cuando se 
cuente con el número suficiente de profesionales inscriptos, a 
juicio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, previo 
pronunciamiento de una Comisión tripartita que el mismo 
decreto crea. En realidad, esta Comisión es la continuación 
de una que había sido creada en el año 1990, 


El Registro se instrumentó en junio de 1995. La obligato- 
riedad de las normas referidas en el Capítulo VIII del decreto 
-exclusivamente esas normas- comenzó a regir recién el 4 de 
marzo último. Tanto trabajadores como empresarios enten- 
dían, y aún entienden, que el número de técnicos inscriptos 
en el Registro era y es insuficiente. No obstante, ante la 
insistencia de los representantes del Ministerio en la triparti- 
ta, a partir del 4 de marzo las normas que describimos son 
obligatorias. Ello ha ayudado de alguna manera al incremen- 
to de inscripciones en el Registro de técnicos prevencionis- 
tas; desde que rige la obligatoriedad por parte de las empre- 
sas de contar con este servicio se ha incrementado notoria- 
mente el número de técnicos inscriptos. 
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A efectos de conseguir un mayor número de técnicos pre- 
vencionistas, se coordinó con UTU el continuar la homologa- 
ción por competencia notoria de aquellos técnicos que no 
tienen título pero sí poseen los conocimientos adecuados para 
desempeñarse como asesores en seguridad en las empresas de 
la construcción, Este fue un procedimiento que ya había sido 
seguido con anterioridad. A tales efectos, se creó un tribunal 
integrado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la 
UTU, el Banco de Seguros del Estado, AUSPA y el Colegio 
de Técnicos, con el objetivo de establecer las condiciones y 
plazos para una prueba de aptitud que certifique la idoneidad 
como técnico prevencionista. 


Por Decretos de 14 de febrero y 1” de marzo se ha plas- 
mado la participación y colaboración del sector trabajador en 
la prevención de los riesgos laborales en la construcción, 
creándose la figura del delegado de obra en seguridad e hi- 
giene y reglamentándose las condiciones que éste debe reunir 
para ejercer tal calidad, tendiendo a que posea una razonable 
experiencia y conocimiento de la actividad de que se trata y 
de sus riesgos. 


A través de esta regulación hemos buscado establecer una 
política preventiva de riesgos laborales en la industria de la 
construcción, técnica y participativa, que comprometa a los 
interlocutores sociales y que modifique componentes cultura- 
les que inciden negativamente en el mantenimiento de condi- 
ciones adecuadas de seguridad. 


Hasta aquí nos hemos referido al primer principio básico 
que rige la protección efectiva de la salud ocupacional, según 
el Convenio N* 155 ratificado por Uruguay, es decir, la co- 
rresponsabilidad del Estado y de los actores sociales. 


El segundo principio básico que plasmamos en nuestro 
accionar es la tecnificación de la acción preventiva. Los ade- 
lantos tecnológicos, la aparición de nuevos riesgos cuya de- 
tección es cada vez más compleja, exigen conocimientos téc- 
nicos especializados para su prevención. La tecnificación va 
muy ligada a un tercer principio básico, que es la formación 
de los recursos humanos. A los encargados de los servicios 
de seguridad en el trabajo se le exige un título habilitante. A 
los delegados de obra en seguridad e higiene se les exige dos 
años de actividad continua o discontinua en la industria, una 
antigiiedad mínima de noventa días en la empresa y que se 
desempeñen en la categoría de oficial. Por otra parte, se ha 
establecido expresamente su concurrencia obligatoria a cur- 
sos de capacitación en materia de seguridad e higiene impar- 
tidos o avalados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, y ese tiempo será considerado como trabajo efectivo. 
El primer curso para delegados de obra comienza el 18 de 
marzo, durará hasta el 22 y se realizará con la colaboración 
del Banco de Seguros del Estado. Estará dirigido a delegados 
de obra, capataces y trabajadores en general. 


A continuación paso a detallar lo que es el plan en ejecu- 
ción en materia de actividades de capacitación. El objetivo 
general de este plan en materia de capacitación es contribuir 
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al mejoramiento de la seguridad y salud de los trabajadores 
de la construcción, a fin de prevenir los accidentes y enfer- 
medades de trabajo. La primera etapa está prevista entre marzo 
y agosto de 1996. Las actividades previstas de formación 
externa son los cursos sobre seguridad y salud en el trabajo. 
Los beneficiarios son los delegados de seguridad y los capa- 
taces. El número de cursos es de seis y los beneficiarios son 
aproximadamente doscientas personas. En cuanto a los talle- 
res de trabajo, podemos decir que los beneficiarios son los 
profesionales arquitectos e ingenieros de obra y operadores 
en las áreas de seguridad y salud en el sector. El número de 
talleres es de uno a dos y los beneficiarios son entre cuarenta 
y setenta personas. En lo que tiene que ver con las jornadas 
técnicas tripartitas, debemos expresar que los beneficiarios 
son los empleadores y trabajadores y sus respectivas asocia- 
ciones. El número de cursos es de dos y el de beneficiarios es 
de doscientas personas. En cuanto al curso de formación de 
formadores, podemos decir que los beneficiarios son los mis- 
mos trabajadores que participaron en los cursos de seguridad 
y salud en la construcción. El número de cursos es de cinco y 
el de beneficiarios de doscientos. En lo relativo a las activi- 
dades de formación interna debemos expresar que se dictarán 
cursos de actualización y perfeccionamiento para inspectores 
de trabajo y cursos de formación de inspectores de seguridad 
y salud para aspirantes a dichos cargos. Los beneficiarios 
serán los actuales inspectores y aspirantes a cargos de inspec- 
tor... 


(Manifestaciones en la Barra. Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - A la Barra no le está permitido 
hacer manifestaciones. 


Teniendo en cuenta que el tema es de interés para todos, 
la Presidencia ruega a los ciudadanos que han concurrido a 
participar de esta reunión que no efectúen más manifestacio- 
nes porque, de lo contrario, se verá en la obligación de des- 
alojarlos. 


(Apoyados) 


-Puede continuar la señora Ministra de Trabajo y Seguri- 
dad Social. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Voy a continuar exponiendo el plan en ejecución 
relativo a actividades de capacitación. Estábamos refiriéndo- 
nos a las actividades de formación interna, a los cursos de 
actualización y perfeccionamiento para inspectores de traba- 
jo y al curso de formación de inspectores de seguridad y 
salud para aspirantes a dichos cargos. Los beneficiarios son 
los actuales inspectores y aspirantes al cargo de inspector, 
que alcanzan a cincuenta. A estos cursos deben agregarse los 
talleres de educación para la salud y las jornadas de educa- 
ción en salud para los trabajadores y prevención de acciden- 
talidad en el gremio de la construcción, patrocinados por el 
Banco de Previsión Social y que se están desarrollando en el 
interior de la República. También hay una serie de cursos 
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que comenzarán a dictarse ahora, patrocinados y llevados a 
cabo por la Facultad de Medicina, a través de su cátedra de 
Salud Ocupacional. Entre ellos se encuentran los cursos de 
epidemiología en la industria de la construcción, financiados 
por varias instituciones públicas tales como el Ministerio de 
Salud Pública, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
mitorial y Medio Ambiente y el Banco Hipotecario del Uru- 
guay, entre otros. 


A continuación me referiré al proyecto de capacitación 
que es fruto de la solicitud de colaboración a la OIT que 
formulara el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el año 
pasado. 


Para el mediano plazo, los trabajadores y empleadores, 
conjuntamente con el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, han apoyado este programa internacional cuyo organis- 
mo de ejecución será la OIT, siendo el organismo guberna- 
mental responsable el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial. A estos efectos, las tres partes hemos suscrito una nota 
dirigida al Director General de la OIT. 


El programa tendría una duración de tres años y comenza- 
ría en un plazo aproximado de seis meses. La estrategia de 
intervención se dirige a dar asistencia directa al Estado, em- 
pleadores y trabajadores, y a fortalecer el desarrollo de los 
organismos públicos con cometidos específicos en materia de 
salud y de seguridad en la construcción. La propuesta pone 
énfasis en el establecimiento de programas de formación en 
materia de salud y de seguridad en la construcción, ofrecien- 
do de esta forma a todas las instituciones involucradas las 
condiciones indispensables para poner en marcha un progra- 
ma nacional de salud y de seguridad en el trabajo de la 
construcción, que será formulado por un organismo tripartito 
que se creará dentro del desarrollo del proyecto. Al mismo 
tiempo, ofrece elementos para que la problemática descripta 
ocupe a toda la población. 


El objetivo de desarrollo es el mejoramiento de las condi- 
ciones de trabajo y de la salud y la seguridad en la industria 
de la construcción y, por ende, la reducción de los accidentes 
de trabajo y de las enfermedades profesionales. 


El primer objetivo inmediato es que, al final del proyecto, 
las instituciones del Estado competentes y las asociaciones 
de empleadores y de trabajadores de la construcción tengan 
una capacidad reforzada para la concepción, desarrollo y man- 
tenimiento de un programa nacional de salud y de seguridad 
en la industria de la construcción. El resultado número uno es 
que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Banco de 
Seguros del Estado y los Gobiernos Departamentales con in- 
terés en la temática cuenten con un grupo de inspectores 
calificados para controlar el cumplimiento de las normas en 
materia de higiene y de seguridad en la construcción, partici- 
pando en programas y acciones coordinadas. El resultado nú- 
mero dos es que el SUNCA y su Comisión de Higiene y 
Seguridad... 
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(Manifestaciones de la Barra. Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Barra, que llegó regimenta- 
da y se va de igual manera, nos permite continuar la sesión. 


(Manifestaciones de la Barra. Campana de orden) 
-Puede continuar la señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Me estaba refiriendo a este proyecto muy intere- 
sante de la OIT y que, reitero, ha sido solicitado en primera 
instancia por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
pero también avalado con su firma por el SUNCA y los 
empresarios de la construcción, 


Como decía, el resultado número dos de este objetivo es 
que el SUNCA y su Comisión de Higiene y Seguridad cuente 
con noventa delegados sindicales preparados para intervenir 
positivamente en el mejoramiento de las condiciones de tra- 
bajo de la industria de la construcción y en la formulación de 
planes y programas de intervención. El resultado número tres 
es que las asociaciones representativas de los empleadores 
cuenten con sesenta técnicos prevencionistas en condiciones 
de intervenir positivamente en la prevención de riesgos en la 
industria de la construcción y en la formulación de progra- 
mas de prevención a nivel nacional y de las obras en cons- 
trucción. El resultado número cuatro será que los represen- 
tantes del Estado, de los empleadores y de los trabajadores 
hayan tomado conocimiento de las técnicas de que dispone la 
ergonomía para disminuir la carga de trabajo en la construc- 
ción, El resultado número cinco será que en el seno del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social se habrá constituido 
un grupo interinstitucional y tripartito, con capacidad de for- 
mular, poner en marcha y evaluar programas permanentes de 
seguridad y de salud en la construcción. El resultado número 
seis será que los trabajadores de la construcción de Uruguay 
y sus asociaciones representativas habrán compartido sus ex- 
periencias con colegas de Latinoamérica, habrán recogido 
información útil y habrán establecido canales de comunica- 
ción permanente con sus pares de cinco países latinoamerica- 
nos. El resultado número siete será que los representantes del 
Estado, de empleadores y de trabajadores y de las organiza- 
ciones no gubernamentales interesadas, tendrán un adecuado 
reconocimiento de las normas de la OIT. Por el resultado 
número ocho, se habrá alcanzado un Proyecto de Ley sobre 
seguridad y salud en el trabajo y una norma específica sobre 
salud y seguridad en la construcción. 


El objetivo inmediato número dos es que, al final del 
proyecto, todos los trabajadores, los empleadores, los profe- 
sionales y los técnicos actuantes en la industria de la cons- 
trucción y en la prevención de dolencias profesionales habrán 
recibido información en lo que hace a la prevención de los 
accidentes y enfermedades profesionales en la construcción. 
El país dispondrá de cien capacitadores formados para entre- 
nar a trabajadores en la misma materia; las carreras técnicas 
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profesionales ligadas a la actividad, habrán incorporado en su 
currículum los aspectos atinentes a los riesgos laborales, y 
cinco mil trabajadores de la construcción habrán recibido 
capacitación directa. 


Los primeros resultados de este objetivo serán el estable- 
cimiento de un programa de enseñanza en materia de salud y 
de seguridad en la industria de la construcción, la formación 
profesional de trabajadores de la construcción -impartida por 
la universidad tecnológica del Uruguay- así como la forma- 
ción de arquitectos y de ingenieros por parte de las Universi- 
dades del país. Por su parte, cien representantes de los orga- 
nismos del Estado competentes y de las asociaciones repre- 
sentativas de trabajadores y de empleadores habrán recibido 
información y estarán en condiciones de impartir programas 
de enseñanza de salud y de seguridad en la construcción. Se 
habrá alcanzado, con actividades de educación, al menos a 
cinco mil trabajadores de la construcción y a doscientos em- 
presarios, jefes de obra y capataces de todo el país. Se habrá 
alcanzado, con cursos sobre salud y seguridad en la construc- 
ción, a todos los técnicos prevencionistas que desarrollen sus 
tareas en esa industria y se habrá llegado a la mayor parte de 
la población uruguaya, en especial aquella interesada en la 
actividad de la constucción, a través de campañas de sensibi- 
lización, anuncios radiales y televisivos. 


El tercer objetivo es que al finalizar el proyecto el país 
contará con una información actualizada sobre salud y segu- 
ridad en la construcción, estará en capacidad de dar respuesta 
a las necesidades de intervención y habrá iniciado procedi- 
mientos de investigación para el mejor conocimiento de la 
realidad uruguaya en la materia. Los resultados de este obje- 
tivo serán que se habrá perfeccionado el sistema de notifica- 
ción y registro de los accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales en la industria de la construcción; se habrá creado 
un centro de documentación sobre salud y seguridad en la 
construcción, de libre acceso a los usuarios potenciales, y se 
habrán realizado dos investigaciones dirigidas a comprender 
mejor Jas consecuencias sobre la salud de las inadecuadas 
condiciones de trabajo, identificando las causas que las moti- 
van. 


Paralelamente, y siempre vinculado a la formación de re- 
cursos humanos, cabe acotar que en el transcurso del año 
pasado la Junta Nacional de Empleo consideró conveniente 
iniciar contactos con el Banco de Seguros del Estado y con la 
Facultad de Medicina, a través de la cátedra de Salud Ocupa- 
cional, a fin de incluir, en la capacitación que se estaba brin- 
dando a los trabajadores amparados al seguro de desempleo, 
módulos de salud ocupacional. En tal sentido, se concretó 
una coordinación entre el COCAP y la Facultad de Medicina 
para implementar el diseño de dichos módulos. Sin perjuicio 
de lo expuesto, los cursos que se han contratado con el CO- 
CAP hasta el presente referidos al sector construcción ya 
contenían módulos relacionados con la capacitación en el 
tema: cursos de medio oficial albañil, albañilería y construc- 
ción y lectura de planos. Las actividades de capacitación que 
se desarrollarán a través del COCAP este año, solicitadas por 
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la Junta Nacional de Empleo, contemplarán la salud ocupa- 
cional, obedeciendo a un convenio que se suscribirá entre el 
COCAP y la Facultad de Medicina, 


Por esta vía se potenciarán los actuales módulos que inte- 
gran la capacitación en el sector de la construcción y se 
incorporarán paulatinamente nuevos módulos a los demás cur- 
sos, inclusive el de operario informático. 


Actualmente, atendiendo al nuevo marco legal que regula 
la Dirección Nacional de Empleo, la Junta Nacional de Em- 
pleo y el Fondo de Reconversión Laboral -marco legal que 
propusimos y fue aprobado en la Ley de Presupuesto- se ha 
presentado a la Junta Nacional de Empleo una propuesta para 
capacitar a ciento cincuenta trabajadores de la construcción 
en actividad, de acuerdo con lo acordado oportunamente en- 
tre la Asociación de Promotores Privados de la Construcción, 
el SUNCA y la UTU. 


Dicha propuesta responde a un convenio suscrito entre las 
tres partes y prevé la incorporación de la salud ocupacional 
en los cursos de oficial herrero, oficial albañil y oficial enco- 
frador, a implementarse. 


Cabe destacar que luego de la modificación de las normas 
que regulan el Fondo de Reconversión Laboral -que, repito, 
promovimos y fue aprobado en la Ley de Presupuesto- se ha 
incluido la posibilidad de afectarlo para el financiamiento de 
actividades tendientes a mejorar la salud ocupacional y las 
condiciones ambientales de trabajo. La intención del Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social es implementar líneas de 
carácter preventivo, en coordinación con la capacitación am- 
parada en esta disposición. 


La formación de recursos humanos pasa también por la 
formación en materia de seguridad de los profesionales arqui- 
tectos e ingenieros. 


En 1994, el Decano de la Facultad de Arquitectura dijo en 
la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes, luego de describir de qué forma se abordara 
el tema de la seguridad e higiene laboral en el sector: “Quizá 
esto se realice sin el grado de profundización que nos permi- 
tiera colaborar de otra manera en la superación de estos pro- 
blemas, dada la responsabilidad que tenemos”. 


Por su parte, el responsable del área de prevención del 
Banco de Seguros del Estado expresó en el Parlamento que 
cuando hablamos de causas de un accidente en general nos 
referimos a las causas inmediatas o elementales, falta de pro- 
tección, actos inadecuados del trabajador en el cumplimiento 
de su tarea, etcétera, pero detrás de ese flagelo se encuentran 
las causas básicas, es decir, los factores causales previos que 
explican la posibilidad del accidente o lesión. Afirmó que las 
causas básicas de este problema son culturales. Se trata de un 
problema de educación que afecta a toda la sociedad en su 
conjunto y que se extiende a todos los riesgos laborales y 
profesionales del país. 
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Trazó un posible paralelismo entre las actividades que 
realiza el Banco de Seguros del Estado en materia de preven- 
ción de accidentes de tránsito y en las fábricas, y lo que 
podría hacerse en la industria de la construcción. 


Terminó sugiriendo la sensibilización de los jóvenes a 
través de programas insertos en la enseñanza básica, media, 
superior y técnica. En ese sentido -sostuvo- aunque el resul- 
tado se verá en el largo plazo, es imprescindible solicitar a la 
Universidad de la República la reformulación de los progra- 
mas de aquellas carreras afines a los procesos industriales o a 
desarrollarse dentro del sector productivo y de construcción, 
para que incluyan dentro de su formación un componente 
importante en materia de seguridad en el trabajo, que esté 
integrado a todas las materias curriculares. 


A su entender, habría que realizar idénticas acciones con 
las formaciones técnicas que imparte la UTU y efectuar ges- 
tiones ante las autoridades de la enseñanza preescolar, esco- 
lar y secundaria, a efectos de que se incluyan en la educación 
formal nociones básicas de seguridad en el trabajo y en la 
vida diaria, que desarrollen desde la niñez pautas culturales, 
actitudes y conductas de respeto por un trabajo seguro y 
sano. 


Esto apunta en el largo plazo a modificar determinados 
comportamientos típicos de nuestra sociedad que dificultan la 
acción preventiva en materia de accidentes de trabajo. 


La formación de recursos humanos a nuestro juicio debe 
ser complementada con una campaña masiva para la preven- 
ción de accidentes de trabajo. Dentro de ese plan, se prevén 
dos actividades inmediatas. Por un lado, la de folletería, que 
supone la edición de tres tipos de folletos: actitudinal, infor- 
mativo y educativo. En este nivel se inicia el plan con un 
folleto actitudinal, coherente con un “spot” para la televisión 
para el día 18 de marzo. A través de los medios masivos el 
plan se propone la producción de tres “spots” televisivos, así 
como menciones en radio y prensa escrita. 


El primer “spot” -actualmente en producción y que se 
prevé lanzarlo el 15 de marzo- estará basado en una apela- 
ción a los trabajadores de la construcción en lo que refiere a 
la seguridad en el trabajo. De este modo, se busca impactar al 
trabajador de la construcción, generando una reflexión sobre 
su actitud frente a la prevención de accidentes de trabajo, así 
como una mayor sensibilidad del entorno social sobre el tema, 


Los siguientes “spots” serán de carácter informativo y 
educativo y están planificados para fines de abril de este año. 


Hasta ahora, en materia de formación y educación -que 
son un elemento crucial en la tarea de prevención- se ha 
actuado casi siempre -no digo siempre- en forma espasmódi- 
ca, como respuesta a situaciones como las que estamos vi- 
viendo este año, y de manera descoordinada. En definitiva, 
de lo que se trata es de instrumentar políticas permanentes, 
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que apunten a la prevención de los riesgos, cosa que hasta 
ahora no hemos tenido. Es eso lo que estamos haciendo. 


Cabe mencionar dos normas reglamentarias más, que han 
sido dictadas por el Poder Ejecutivo a instancias del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social. 


En primer lugar, la reglamentación del Libro Unico de 
Trabajo, establecido por los Decretos 89/95 y 53/96. Allí se 
establecen las características que debe tener dicho Libro y las 
anotaciones que tanto el asesor responsable de los servicios 
de seguridad en el trabajo como los empresarios y el delega- 
do de obra deben asentar. 


En segundo lugar, se ha dictado un decreto que determina 
la obligatoriedad de las normas técnicas emanadas de UNIT. 
El Instituto Uruguayo de Normas Técnicas es un organismo 
que elabora normas técnicas referidas a una amplia variedad 
de elementos, máquinas, equipos de protección, andamios, 
envases, etiquetados, señalizaciones, etcétera. Se elaboran en 
forma multidisciplinaria, con la participación de los organis- 
mos del Estado, universidades, institutos privados y Cámaras 
empresariales con competencia o interés en la materia a que 
hace referencia la norma en cuestión. 


En el tema de seguridad e higiene en el trabajo tiene 
elaboradas infinidad de normas técnicas, de las cuales muy 
pocas han sido recogidas en normas jurídicas que las decla- 
ren obligatorias. Uno de estos ejemplos es precisamente el 
Decreto 89/95, que establece la obligación de construir y 
armar andamios de acuerdo con las especificaciones de las 
normas técnicas de UNIT. 


El nuevo decreto declara la obligatoriedad de determina- 
das normas referidas a protecciones con respecto a determi- 
nadas máquinas especialmente peligrosas y a los equipos de 
protección personal que se entregan a los trabajadores. Esa 
obligatoriedad tiene carácter general. 


En el mismo decreto se establece un plazo de ciento ochen- 
ta días para que la Comisión tripartita de la construcción 
analice las normas UNIT relacionadas con ese sector de acti- 
vidad, a efectos de proceder de igual manera. En especial, se 
entiende adecuado dar prioridad a aquellas que establecen 
especificaciones en materia de redes de seguridad, cinturones 
de seguridad, etcétera, dado que entre las causas que provo- 
can mayores accidentes graves están las caídas de altura. 


En cuanto a las acciones futuras, podemos enumerar va- 
rias. 


Una es la incorporación de planes de seguridad a nivel de 
la empresa. Una prevención efectiva de los riesgos laborales 
-además de la acción del Estado- requiere que se realice en 
forma continua, técnica, sistemática y dentro del microclima 
de la empresa, es decir, desde adentro de ésta e integrada a 
los procesos productivos. De lo contrario resulta siempre in- 
suficiente e ineficaz. 


66 -C.P. 


La industria de la construcción necesita un tratamiento 
especial, fundamentado precisamente en la especialidad de 
los riesgos que supone. 


En un establecimiento industrial estable la labor inspecti- 
va es mucho más eficaz. El inspector de trabajo inspecciona, 
controla las condiciones de seguridad y vigila luego las regu- 
larizaciones de las situaciones de riesgo y que las condicio- 
nes de relativa seguridad permanezcan incambiadas por un 
período de tiempo prolongado. 


En la construcción, en cambio, a medida que avanza la 
obra los riesgos varían. En cada etapa los riesgos laborales 
son diferentes y una situación de relativa seguridad constata- 
da hoy, mañana desapareció y fue sustituida por otra. 


Ello vuelve más difícil la labor inspectiva. Para que fuera 
eficaz sería necesario un control prácticamente diario en cada 
obra, lo cual resulta imposible en cualquier lugar del mundo. 


Para lograr seguridad en el trabajo deben establecerse me- 
canismos de prevención dentro de la empresa con personal 
calificado -técnicos prevencionistas- y con la colaboración de 
los trabajadores delegados de obra. Pero esa prevención debe 
ser sistemática e integrada al proceso constructivo para posi- 
bilitar y además facilitar la actuación del técnico y del dele- 
gado de obra. 


Estamos estudiando el mecanismo para exigir a las em- 
presas, antes de iniciarse las obras, la presentación de un plan 
de seguridad integrado al cronograma de las diferentes etapas 
de la obra proyectada. A tales efectos, hemos iniciado coor- 
dinaciones con el Banco de Previsión Social y las Intenden- 
cias -donde se registran las obras antes de iniciarse- para 
encontrar un mecanismo ágil, que no entorpezca la actividad 
empresarial pero que a la vez sea efectivo para lograr los 
objetivos alcanzados. 


Hay infinidad de detalles de implementación que se están 
analizando: dónde se presenta el plan, quién es el responsable 
técnico, quién lo controla, cómo se realiza el control de modo 
tal que no retarde el inicio de la obra, cómo se informa a los 
trabajadores, en qué casos se requerirá el plan de seguridad, 
qué grado de minuciosidad se le debe exigir, etcétera. 


En cuanto a licitaciones públicas debo decir que, como 
entendemos que el ejemplo empieza por casa, estamos ini- 
ciando los contactos para que el Estado, siempre que licite 
una obra pública, establezca en las bases de cada licitación la 
obligatoriedad para todos los que se presenten de establecer 
un plan de seguridad adaptado a las diferentes etapas de la 
obra. 


Asimismo, estamos pensando establecer en las licitacio- 
nes mecanismos punitivos indirectos; por ejemplo, porcentaje 
de rebaja del precio pactado para aquellas empresas que lue- 
go no cumplen el plan de seguridad o tienen trabajadores sin 
equipo de protección. 
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Nos vamos a referir a la negociación salarial. El sector de 
la construcción regula sus salarios y condiciones de trabajo 
por convenios colectivos que luego son homologados por el 
Poder Ejecutivo, haciéndolos obligatorios para toda la rama 
de actividad. En este momento está vigente un convenio que 
vence el 28 de febrero de 1997. En general, esos convenios 
sólo incorporan exigencias que guardan relación con la ropa 
de trabajo, pero no precisiones concretas en materia de segu- 
ridad. Cuando se inicien las negociaciones para la firma del 
próximo convenio colectivo para la rama, esta Secretaría, 
respetando la autonomía colectiva de las organizaciones sin- 
dicales y empresariales, propondrá mecanismos de estímulo 
para aquellos trabajadores que usen siempre y en forma co- 
rrecta los equipos de protección personal proporcionados por 
la empresa y para aquellos que voluntariamente adquieran 
formación en materia de seguridad e higiene en el trabajo. 
Además, impulsará cláusulas en el convenio que refieran más 
concreta y profundamente a la materia de seguridad y salud 
ocupacional. 


En materia de incentivos a las empresas, hemos iniciado 
el estudio de mecanismos que las estimulen a invertir en 
seguridad en el trabajo. Dado que no es competencia exclusi- 
va de esta Secretaría de Estado, debe ser objeto de consultas 
previas. 


Del mismo modo, exhorto a los señores Legisladores a 
que estudien, analicen y propongan medidas en ese sentido, 
que puedan requerir un marco legal. 


Es importante abrir un capítulo aparte para referirnos al 
tema de seguros de accidentes de trabajo en la industria de la 
construcción, lo que está directamente vinculado por el apor- 
te unificado de la construcción. El sistema de seguros por 
accidentes de trabajo funciona sobre la base de un seguro 
individual que cubre todas las ramas de actividad, con dos 
excepciones: los trabajadores rurales y los de la industria de 
la construcción, que se regulan a través de un aporte unifica- 
do a la seguridad social, estableciendo un sistema para la 
fijación de las primas. El Poder Ejecutivo fija un porcentaje 
de la tasa de impuesto que se debe abonar por trimestre 
vencido. Esto no permite cubrir el costo, que en esta activi- 
dad puede resultar deficitario o a pérdida. Pero lo más rele- 
vante para el tema que nos convoca es que no permite incen- 
tivar o estimular la prevención ni calcular la prima con un 
criterio de promoción o estímulo al cumplimiento de las nor- 
mas de prevención, en virtud de que la tasa es fija para todos 
los contribuyentes. Esto ya fue manifestado en la Comisión 
de Legislación del Trabajo de la Cámara de Diputados en 
1994. 


En lo que a nosotros respecta, entendemos que la solu- 
ción es volver al seguro individual por el riesgo específico, 
regulado por la Ley N” 16.074, e incentivar mediante el 
cálculo técnico y finalista de las primas y con las bonifica- 
ciones correspondientes, al empresario prudente. A la vez, se 
debe desestimular el ahorro y la imprevisión. Ello permitiría 
catalogar la prevención como una inversión y no como un 
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costo, y estimular a la empresa y al trabajador para el cum- 
plimiento de las normas de prevención en beneficio de la 
propia actividad, , 

El Banco de Seguros del Estado ha trabajado en este tema 
y en la tarde de ayer nos ha hecho llegar un Proyecto de Ley 
que se encuentra a consideración del Poder Ejecutivo, en el 
cual se vuelve a incluir en el régimen general lo relativo a la 
actividad de los trabajadores de la industria de la construc- 
ción y rurales. Se trata de un proyecto más amplio, que mere- 
ce ser considerado con atención ya que incorpora situaciones 
que no son típicamente de subordinación laboral, tales como 
empresas unipersonales, trabajadores independientes, pasan- 
tías, etcétera, que constituyen modalidades nuevas de presta- 
ción de servicios personales no comprendidos en el régimen 
tuitivo vigente. Lo que se procura es evitar la evasión y la 
desprotección del prestador de servicios. 


Por otra parte, estimamos necesaria la aprobación de un 
Proyecto de Ley que tiene media sanción de la Cámara de 
Diputados y que, a nuestro juicio, refiere a dos aspectos esen- 
ciales: la responsabilidad solidaria de contratistas y subcon- 
tratistas, y la responsabilidad civil cuando haya mediado in- 
cumplimiento de normas sobre seguridad, y éste sea imputa- 
ble aj empleador. 


Sería importante anotar la observación realizada al artícu- 
lo 69 de la Ley N” 16.074 sobre accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales por parte del doctor Barbagelata, 
en cuanto a que la solución que esta norma plantea puede 
conducir a que sea más atractivo no reintegrar al trabajador 
enfermo. Asimismo, señala que este artículo no ha estableci- 
do un sistema que los jueces interpreten de manera regular y 
constante. 


En octubre de 1995, el SUNCA presentó al Grupo Coordi- 
nador en Materia de Condiciones y Medio Ambiente de Tra- 
bajo un proyecto cuyo objetivo es la preservación de la salud, 
la integridad física y la vida de los trabajadores. En ese ámbi- 
to se propuso a los patrocinantes del proyecto remitirlo a la 
Comisión Jurídica del SUNCA para sistematizarlo y darle 
verdadera forma de proyecto de ley. 


En noviembre de 1995, se me hizo llegar esa propuesta, la 
que entendí constituía un excelente aporte en la materia y 
una muy buena base para trabajar, por lo que manifesté mi 
voluntad política de considerarlo e impulsarlo luego del pro- 
nunciamiento del Grupo Coordinador, que estaba trabajando 
en la materia. 


Actualmente, y dado que ha sido creado el Consejo Na- 
cional de Seguridad y Salud en el Trabajo, me parece que la 
propuesta del SUNCA debería continuar discutiéndose en ese 
ámbito, que constituye la institucionalización de aquel Grupo 
Coordinador. 


Este mismo proyecto puede constituir una buena base para 
el trabajo parlamentario. Se nos ha manifestado que fue pre- 
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sentado ante la Comisión de Legislación del Trabajo de la 
Cámara de Diputados, aunque allí no figura entre los proyec- 
tos ingresados, según los datos que tenemos a nuestra dispo- 
sición. 


Antes de pasar a otro tema voy a hacer una breve referen- 
cia al operativo de emergencia que dispuso el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social cuando comenzaron a sucederse 
los accidentes fatales en la construcción. Este operativo, co- 
yuntural, no significó más que un adelantamiento de algunas 
medidas que se estaban implementando para el curso del 
presente año. El mismo implicó un reforzamiento de la infra- 
estructura del Departamento de Condiciones Ambientales de 
Trabajo, del Departamento Jurídico y del Departamento Ad- 
ministrativo de la Inspección General del Trabajo. 


Se efectuó un relevamiento de la ciudad de Montevideo a 
fin de detectar obras en construcción a ser inspeccionadas y, 
en base a él, se están realizando inspecciones en zona. En el 
marco de dicho operativo, el SUNCA ha proporcionado un 
listado de obras a inspeccionar, algunas urgentes y otras no, 
procediéndose a la inspección inmediata de aquellas urgentes 
y realizando en zona las que no lo son. A efectos de realizar 
las denuncias se proporcionó al SUNCA formularios que con- 
tienen la solicitud de datos necesarios para proceder a la 
inspección. 


En el interior se ha venido actuando en base a las priori- 
dades sugeridas por el SUNCA y a las establecidas por la 
propia Inspección General del Trabajo en función de releva- 
mientos ya efectuados el año pasado y los que están comple- 
mentando los inspectores radicados en el interior, Dicho ope- 
rativo ha venido siendo evaluado en el seno de grupo triparti- 
to integrado por la Inspección General del Trabajo, el SUN- 
CA, la Cámara de la Construcción y APPCU. 


Durante el período que va desde el 26 de febrero hasta el 
12 de marzo, es decir, diez días laborables -excluidos los días 
de paro y feriados, y contabilizando además que, en la prime- 
ra fase del programa de emergencia, durante una semana se 
realizaron los relevamientos- tenemos que informar que se 
realizaron cuatrocientas cincuenta y dos inspecciones. 


A raíz de esas inspecciones se realizaron diecisiete clau- 
suras parciales y trece totales. Como resultado de esta eva- 
luación -cabe precisar que estamos hablando de Montevideo 
y del interior- surge que de cada seis obras inspeccionadas, 
una fue clausurada parcial o totalmente, constituyendo las 
primeras el 60% del total. 


Me parece del caso hacer alguna referencia a la posible 
ratificación del Convenio Internacional del Trabajo N” 167. 
Cada vez que se ha planteado el tema de la siniestralidad en 
la construcción o de la seguridad e higiene en el trabajo en 
dicha industria, se exige la ratificación de este Convenio. 
Desde 1989 el Grupo Tripartito de Normas Internacionales se 
estuvo reuniendo a fin de evaluar la posibilidad de ratificar el 
Convenio Internacional N* 167. En esa instancia el sector 
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empleador se opuso desde el inicio a ratificar el citado Con- 
venio, objetando especialmente los artículos 10, 12 y 31. 


En mayo de 1991 el Poder Ejecutivo remitió a la Asam- 
blea General una información sobre el Convenio N” 167, que 
fuera adoptado por la Conferencia General de la Organiza- 
ción Internacional del Trabajo, en su 75a. reunión, en junio 
de 1988, señalando las objeciones planteadas por el sector 
empleador y sometiéndolo a su consideración, sin solicitar su 
ratificación. No obstante lo señalado, corresponde establecer 
que la normativa sustancial de la que trata el Convenio Inter- 
nacional del Trabajo N” 167 ya en ese entonces estaba cu- 
bierta por el Decreto N” 678/67, reglamentario del Convenio 
Internacional del Trabajo N* 62, de prevención de accidentes 
de trabajo en la industria de la construcción, ratificado por la 
Ley N” 12.030, de 27 de noviembre de 1953. 


Posteriormente se dictó el Decreto N” 111/90, del 21 de 
febrero de 1990, que establece disposiciones pormenorizadas 
sobre seguridad e higiene en la construcción. En la actuali- 
dad, y en virtud de que el artículo 175 del Decreto N” 111/90 
preveía la creación y funcionamiento de una Comisión tripar- 
tita, para adecuar la referida normativa, esta tripartita, luego 
de un extenso análisis y diagnóstico de la situación de la 
construcción elaboró el hoy vigente Decreto N” 89/95, que 
perfecciona y amplía las disposiciones ya implantadas, esta- 
bleciendo, entre otras cosas, los servicios de seguridad en el 
trabajo y la creación de una Comisión tripartita permanente 
para el tratamiento de los temas de seguridad e higiene en la 
industria de la construcción. La citada Comisión se encuentra 
sesionando en forma regular en el ámbito de la Inspección 
General del Trabajo. 


Por otra parte, el Convenio Internacional del Trabajo 
N” 167 fue objeto de tratamiento en el ámbito del Subgrupo 
de Trabajo N” 11 del MERCOSUR -actual SGT N” 10 de 
Relaciones Laborales, Seguridad Social y Empleo- y especí- 
ficamente a través de su Comisión N” 8, de Principios. En la 
segunda reunión del Subgrupo, conforme al compromiso asu- 
mido por la representación de Uruguay, de carácter tripartito, 
se incluyó entre los convenios a consensuar entre los cuatro 
países el Convenio Internacional del Trabajo N* 167, Actual- 
mente, el referido Convenio integra una lista consensuada 
por los cuatro países para su ratificación. Esta lista ya fue 
aprobada por los órganos competentes del MERCOSUR. Es 
de mencionar que en lo que refiere a Convenios internaciona- 
les del Trabajo existe un principio establecido en las actas de 
las distintas reuniones, que es el compromiso de poner en 
práctica la vigencia efectiva interna de tales normas. 


En resumen: si bien aún no se ha ratificado el Convenio 
Internacional del Trabajo N* 167, la política del Poder Ejecu- 
tivo fue la de hacerlo. Tanto es así que uno de los mecanis- 
mos para conseguir tal finalidad fue incluirlo en la primera 
lista tendiente a lograr una base mínima para un marco nor- 
mativo de seguridad en la región. 


Por otra parte, a nivel interno, existe el Decreto N* 89/95, 
así como los que se han dictado recientemente para comple- 
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mentarlo, como por ejemplo el Decreto N” 53/96 -referente a 
la creación de la figura del delegado de obra- el Decreto 
complementario de 1* de marzo de 1996, que determina sus 
requisitos, el Decreto relativo al Libro de Obra, y el de 7 de 
marzo de 1996, relativo a la creación del Consejo Nacional 
de Seguridad y Salud en el Trabajo, que cubren suficiente- 
mente la materia objeto del Convenio N* 167. 


La disposición del artículo 12 de dicho Convenio Interna- 
cional, que fuera rechazada por los empleadores y que habili- 
ta al trabajador a retirarse inmediatamente del lugar de peli- 
gro, dando cuenta del hecho y explicando las razones del 
caso, en parte se encuentra prevista por el decreto que crea la 
figura del delegado de obra y también por el Convenio Inter- 
nacional N? 155, ratificado por la Ley N* 15.965, que en su 
artículo 3” establece que deberá protegerse de consecuencias 
injustificadas a todo trabajador que juzgue necesario inte- 
rrumpir una situación de trabajo por creer, por motivos raza- 
nables, que ésta entraña un peligro inminente o grave para su 
vida o su salud. 


Durante el último año se ha planteado por parte del PIT- 
CNT el hecho de que habría un aumento en la violación de 
las libertades sindicales por parte de los empresarios, en per- 
juicio de los trabajadores. Esta denuncia ha sido reiterada por 
el SUNCA en las sucesivas reuniones que hemos tenido du- 
rante este año. 


En la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara 
de Diputados, en setiembre del año pasado, informábamos 
que el número de denuncias que se tramitaban en la Inspec- 
ción General del Trabajo no variaba sustancialmente respec- 
to de las del año anterior. Actualmente en dicha Inspección 
se tramitan doce expedientes por denuncias de represión sin- 
dical, de las cuales una se inició en 1994, nueve en 1995 y 
dos en 1996. 


No obstante esto, ha habido una preocupación constante 
del Ministerio por contar con medidas efectivas para evitar 
los actos de discriminación sindical. Existen dos proyectos 
de tey que apuntan a la protección de la actividad sindical: 
uno en la órbita del Senado, presentado por el Frente Am- 
plio, y otro en la Cámara de Diputados, que corresponde a la 
iniciativa del Nuevo Espacio. En sustancia, ambos declaran 
la nulidad de los actos violatorios del artículo 1” del Conve- 
nio Internacional N? 98, ratificado por la Ley N” 12,030, de 
27 de noviembre de 1953. El proyecto del Nuevo Espacio 
reglamenta, además, un procedimiento judicial sumarísimo, 
por el cual, según se dice en la exposición de motivos, se 
intenta equilibrar las garantías del debido proceso con la 
necesaria rapidez que debe tener el proceso, a fin de proteger 
adecuadamente el goce de los bienes jurídicos tutelados. 


El Ministerio comparte el espíritu que inspira a estos pro- 
yectos, pero no la solución que plantean. Siempre hemos 
pensado que la solución pasa, aunque no únicamente, por la 
implementación de un régimen de sanciones severas y de 
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ágil concreción, con fuerte poder disuasivo. La Ley N” 15.903, 
en su artículo 289, estableció que las infracciones a los Con- 
venios Internacionales del Trabajo son sancionables con amo- 
nestación, multa de uno a cincuenta jornales -convirtiendo la 
cifra a unidades reajustables- o clausura del establecimiento 
hasta por seis días. Por su parte, el artículo 290 facultó a la 
Inspección General dei Trabajo y la Seguridad Social para 
que en los juicios ejecutivos por cobro de multas se pueda 
trabar embargo sobre las cuentas bancarias, en un procedi- 
miento muy abreviado y de carácter excepcional. 


El poder disuasivo que el Estado ha propiciado para las 
sanciones por infracción a la normativa laboral se vio debili- 
tado, en su momento, por la sentencia del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, de 16 de setiembre de 1992. 
Tratándose de actos de discriminación antisindical, violato- 
rios del Convenio Internacional del Trabajo N” 98, el criterio 
del Ministerio para la fijación del monto de las multas era el 
de tomar como base de cálculo el total de los trabajadores de 
la empresa infractora, porque se entendía que todos estaban 
involucrados, al tratarse de la libertad sindical. El Tribunal 
entendió que dicho criterio aparecía como un exceso, aun con 
un pretendido criterio de razonabilidad en el ámbito de la 
potestad discrecional a que aludía la Administración. 


En virtud de esta situación -que, repito, debilitaba la po- 
testad disuasiva y sancionatoria del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social- se incluyó el artículo 412 de la Ley de 
Presupuesto, que modifica el monto de las sanciones a apli- 
car. Las multas se graduarán, según la gravedad de la infrac- 
ción, entre los importes de uno a ciento cincuenta jornales o 
días de sueldo de cada trabajador, los que se convertirán a 
unidades reajustables. 


Se establece, asimismo, que en Jos casos en que la san- 
ción a imponer surja de la infracción a los Convenios Inter- 
nacionales del Trabajo Nos. 87 y 98, sobre libertad sindical, 
la base de cálculo se determinará de acuerdo con el número 
total de trabajadores del infractor. 


No obstante, atendiendo a que el Comité de Libertad Sin- 
dical de la OIT ha estimado que la práctica de la legislación 
uruguaya “no concede protección suficiente contra los actos 
de discriminación antisindicales mencionados en el Convenio 
N* 98”, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, durante 
la actual Administración, se ha abocado a la búsqueda de 
fórmulas de amparo, además de reforzar los mecanismos san- 
cionatorios, tal como ya hemos visto. 


Entendemos que la anulación de una medida discrimina- 
toria, antisindical, que supone el restablecimiento de la rela- 
ción laboral en idénticas condiciones a las anteriores, tropie- 
za con la inevitable y con frecuencia insuperable dificultad 
sociológica de resistencia del empleador a aceptar las conse- 
cuencias prácticas de la anulación, es decir, a comportarse 
como si nada hubiera ocurrido, con las consiguientes conse- 
cuencias negativas para el trabajador. 
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En la Comisión Tripartita, a la que hemos denominado de 
agenda abierta, el año pasado propusimos la creación de una 
Comisión Nacional de Libertad Sindical -también de integra- 
ción tripartita- que tendría intervención preceptiva en la dilu- 
cidación de las denuncias que se presentaran ante la Inspec- 
ción General del Trabajo. Paralelamente, se instrumentaría un 
procedimiento sumarísimo para la tramitación de las denun- 
cias. La propuesta está siendo estudiada por empresarios y 
trabajadores. La Comisión Tripartita de agenda abierta tenía 
previsto reunirse en estos días, pero el encuentro ha sido 
postergado a pedido del PIT-CNT. No obstante, en la próxi- 
ma reunión los representantes del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social presentarán la redacción del texto de dos 
decretos que instrumentan esta propuesta. 


Quiero referirme a tres denuncias formuladas por el SUN- 
CA y que considero pueden ser de interés para los señores 
Legistadores. 


Una de ellas está relacionada con la empresa Lamaro S.A, 
En este caso, la primera audiencia fue solicitada por los tra- 
bajadores el día 15 de enero y se concreta en la Dirección 
Nacional de Trabajo el día 16 de enero. El SUNCA denuncia 
un conflicto provocado por la empresa al despedir arbitraria- 
mente a los delegados sindicales. Se llevan a cabo dos au- 
diencias más: la primera había sido el 16 de enero, la segunda 
el 17 de enero y la tercera el día 24 del mismo mes. No 
habiendo acuerdo en las reuniones anteriores, y a solicitud 
del SUNCA, se citó a la Comisión de Conciliación estableci- 
da en el Decreto N” 357 de 1995, cuya primera sesión se 
efectuó el 3 de febrero. Allí se negocia una solución transac- 
cional que se trasladaría a la asamblea, fórmula que se consi- 
deró viable por lo que se otorgó una prórroga hasta el día 9 
de febrero. En esa fecha se reúne por segunda vez la Comi- 
sión de Conciliación y la fórmula negociada es rechazada por 
parte de los trabajadores. Finalmente, et 9 de febrero se con- 
fecciona el acta de desacuerdo en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


En cuanto a la empresa TEYMA, el 7 de marzo el SUN- 
CA denuncia que se realizó una asamblea en la cuadrilla de 
montaje de la empresa, eligiéndose delegado de obra. Al otro 
día a la persona electa se le comunica un cambio de cuadrilla, 
pasando a trabajar en subterráneo. Esto se denuncia como 
represión sindical. Se ha iniciado un expediente en la inspec- 
ción General del Trabajo y, paralelamente, la empresa ha 
sido citada por la Dirección Nacional de Trabajo. 


El 7 de marzo de 1996 el SUNCA denuncia que el día 21 
de febrero de este año, en la empresa Lambretch de la ciudad 
de Colonia se realiza una asamblea con presencia de repre- 
sentantes del SUNCA. Allí los trabajadores nombran al señor 
Pablo Suárez como delegado de seguridad. El 22 de febrero 
de 1996 se lo registra en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Ese mismo día es despedido por la empresa. El 11 de 
marzo la empresa comparece, previa citación, ante la Direc- 
ción Nacional de Trabajo. Allí se reúnen el representante de 
la empresa, el Director Nacional de Trabajo y un delegado 
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del SUNCA. Los tres suscriben un acta en la que se expresa 
brevemente que la obra en la que se sucedieron los hechos 
está a pocos días de su finalización y que, por lo tanto, se 
está procediendo al cese de personal; que el citado trabajador 
no fue despedido sino suspendido en virtud de esta causa y 
está en condiciones de acogerse al seguro de desempleo, tal 
como surge del formulario que ya ha sido elaborado. Se agre- 
ga que la empresa manifiesta su voluntad de convocarlo cuan- 
do se requiera un trabajador de esa categoría y, por último, 
las partes expresaron su voluntad de un diálogo que propenda 
a la mejora de las relaciones laborales. 


Finalmente, deseo referirme a la circulación de mano de 
obra en el Uruguay. El tema de los trabajadores migrantes, 
sin perjuicio de su carácter general, se ha vinculado específi- 
camente con la industria de la construcción y con el sector 
rural. La temática de las migraciones laborales constituye, 
sin duda, un aspecto de enorme interés para el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y ha estado presente, en forma 
constante, en la agenda de trabajo de esta Secretaría de Esta- 
do. Si bien las corrientes migratorias han acompañado al país 
a lo largo de su historia, resulta fundamental adecuar las 
acciones y las políticas migratorias a la realidad actual, ca- 
racterizada por fenómenos de globalización de la economía 
mundial e intensificación de la integración regional. Se ha 
detectado un notorio cambio en el perfil de los inmigrantes, 
ya que cada vez se trata más de personas activas del área 
subregional que se desplazan por factores socioeconómicos, 
coyunturales o por la creciente interrelación que genera la 
existencia de los mercados ampliados. De esta forma, el país 
comienza a recibir un nuevo tipo de población activa: los 
trabajadores temporales. Son personas que no pretenden radi- 
carse en el país por un período prolongado y generalmente no 
traen consigo a sus familias, que conservan su residencia en 
los países de origen, ni pretenden trasladarlas en el futuro. 


Asimismo, se observa con frecuencia la presencia de in- 
migrantes zafrales que llegan al país en los períodos pico de 
alguna actividad económica: cosecha de arroz o el turismo en 
el verano. Por su parte, a medida que avanza el proceso de 
integración en la región se evidencia una mayor circulación 
de capitales y las grandes empresas aplican estrategias y rea- 
lizan actividades que superan las fronteras nacionales. Esta 
circulación implica, frecuentemente, el traslado del personal 
de confianza y de técnicos y obreros que tienen experiencia 
en el manejo de las tecnologías que específicamente utiliza 
cada empresa. Un ejemplo ilustrativo lo constituyen las em- 
presas constructoras. Las grandes obras públicas son finan- 
ciadas por préstamos extranjeros que exigen licitaciones in- 
ternacionales, lo cual abre espacios propicios para la circula- 
ción de mano de obra en la región. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no ha perma- 
necido ajeno a los procesos y cambios señalados. Es evidente 
que la circulación de mano de obra incide en forma directa 
en el mercado de trabajo del país y, en tal sentido, se han 
adoptado medidas tendientes a lograr la adecuada aplicación 
y efectivización de las normas vigentes en la materia, así 
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como a procurar la coordinación entre los organismos con 
competencia en el tema, como la Dirección Naciona! de Mi- 
gración, el Banco de Previsión Social, el Banco de Seguros 
del Estado y las Intendencias Municipales. 


El Uruguay se ha caracterizado por ser un país de puertas 
abiertas. Tanto en las normas internas como en los Conve- 
nios Internacionales ratificados por el país existe la obliga- 
ción de otorgar un tratamiento igualitario a los nacionales y 
extranjeros, así como se consagran facilidades accesorias para 
el traslado desde el país de origen. 


Ei Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha imple- 
mentado una serie de medidas de control. En primer término, 
debe establecerse que toda persona proveniente del exterior 
que se presente solicitando su residencia y cumpla con el 
trámite legalmente previsto para su radicación, está jurídica- 
mente protegida para insertarse en el mercado laboral nacio- 
nal. Sin embargo, se debe combatir la presencia de extranje- 
ros que ingresen clandestinamente al territorio de la Repúbli- 
ca y este hecho debe ser objeto de severos controles. 


La Inspección General del Trabajo ha intensificado los 
controles inspectivos buscando detectar, en aquellas zonas 
donde el fenómeno se ha vuelto más frecuente, las irregulari- 
dades señaladas, determinando, en la medida de lo posible, 
un seguimiento con la realización de inspecciones permanen- 
tes en ámbitos tales como el departamento de Maldonado 
que, dadas sus condiciones turísticas y el mantenimiento de 
la industria de la construcción, se ha tornado en un polo de 
atracción para la mano de obra extranjera. Así, con la partici- 
pación y colaboración del gremio que representa a los traba- 
jadores y de los empleadores, se ha suscrito un convenio de 
cooperación con la Intendencia Municipal de Maldonado que 
posibilita la radicación de personal inspectivo del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social en ese departamento. En el 
marco de la situación descrita, se han mantenido contactos 
tendientes a unificar medidas con los organismos vinculados 
al tema para asegurar al trabajador extranjero la aplicación 
de las normas laborales a su respecto, así como para dismi- 
nuir el impacto negativo que pueda significar el ingreso clan- 
destino de mano de obra al mercado nacional. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tomó la ini- 
ciativa de contactarse con autoridades de la Dirección Nacio- 
nal de Migración, del Banco de Previsión Social y del Banco 
de Seguros del Estado, intentando promover medidas conjun- 
tas que reduzcan las consecuencias señaladas. 


Uno de los problemas fundamentales detectados en el mar- 
co de la nueva realidad es la contratación por parte de las 
empresas de personal extranjero con carácter temporario. so- 
licitando, a efectos fiscales, la aplicación de los Convenios 
Internacionales de Seguridad Social que nos vinculan con 
todos los socios del MERCOSUR y con otros países del mun- 
do. Al ingresar amparados en los mencionados Acuerdos In- 
ternacionales, los trabajadores siguen aportando en su país de 
origen quedando, por tanto, exonerados de hacerlo a la segu- 
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ridad social nacional. Ello genera problemas en cuanto a la 
cobertura del trabajador en lo que respecta a los accidentes 
de trabajo y a enfermedades profesionales. Se ha acordado 
con las autoridades nacionales que el Banco de Previsión 
Social no extenderá el certificado que establecen los acuer- 
dos administrativos de seguridad social mientras el emplea- 
dor no acredite haber asegurado al trabajador ante el organis- 
mo competente. Asimismo, se acordó que el Banco de Previ- 
sión Social remita a la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social listados de los trabajadores que ingresan al 
país en calidad de temporarios al amparo de los Convenios 
señalados. 


Por su parte, la Dirección Nacional de Migración continúa 
denunciando al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la 
situación de aquellos extranjeros que al inicio de su trámite 
de radicación están en infracción de acuerdo con el Decreto 
del Poder Ejecutivo de 6 de diciembre de 1960 y con el 
Decreto N” 392/80. Frente a las denuncias formuladas en el 
sentido indicado, la Inspección General del Trabajo y la Se- 
guridad Social no ha asumido una marcada posición sancio- 
natoria hasta la regularización operada una vez que el traba- 
jador extranjero comparece a la Dirección Nacional de Mi- 
gración a solicitar su residencia, aun luego de haber iniciado 
la relación laboral en infracción de lo que disponen los de- 
cretos mencionados. Ello se explica con un razonamiento 
lógico: si bien la legislación habilita a sancionar a la empresa 
infractora, resulta preferible incentivar la regularización y el 
registro -aun tardío- del personal extranjero que fomentar su 
permanencia clandestina ante la aplicación directa de sancio- 
nes pecuniarias. 


En relación con otras acciones desarrolladas en el Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social, podemos decir que se 
están realizando estudios a nivel de la Dirección Nacional de 
Empleo con miras a determinar el real impacto que tiene la 
mano de obra extranjera en el mercado de trabajo local, in- 
tentando delinear una nueva política respecto a la informa- 
ción solicitada por la Dirección Nacional de Migración, por- 
que el otorgamiento masivo de residencias puede llegar a 
afectar la mano de obra nacional. Asimismo, se ha propicia- 
do la ejecución de un proyecto binacional entre Argentina y 
Uruguay para identificar los principales sectores de actividad 
afectados por la circulación de mano de obra, así como para 
delinear las políticas migratorias más adecuadas dentro del 
contexto económico y social del país. 


En el ámbito interinstitucional del MERCOSUR también 
hemos tenido una participación activa en el tratamiento de 
las políticas migratorias. Todos sabemos que a nivel del Mer- 
cado Común del Sur la labor desarrollada por los Ministros 
de Trabajo de los cuatro países fue decisiva en el campo 
socio-laboral, impulsándose la creación del SGT N” 11 -hoy 
SGT N* 10- único ámbito de integración tripartita donde se 
plantean cuestiones de carácter social, habiendo cobrado es- 
pecial relevancia el tema de la circulación de mano de obra. 
Es a nivel de la Comisión N” 3 del actual Subgrupo de Traba- 
jo N” 10 donde se trata específicamente el tema de las migra- 
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ciones laborales, planteándose problemas concretos y posi- 
bles soluciones para la libre circulación de trabajadores den- 
tro del MERCOSUR. 


Es de destacar que, a instancias de la referida Comisión, se 
ha impulsado la elaboración de proyectos sobre el tema que 
nos ocupa, a saber: migraciones laborales y armonización de 
normas para la libre circulación de trabajadores. Los resulta- 
dos que arrojen los estudios de referencia serán fundamenta- 
les para adoptar políticas migratorias determinadas, así como 
para definir la posibilidad de establecer eventuales límites al 
principio de la libre circulación de mano de obra en el MER- 
COSUR. 


Respecto al tema de la seguridad social, se ha elaborado 
un proyecto de Convenio multilateral impulsado por los cua- 
tro Ministros de Trabajo del MERCOSUR -que regirá en 
cada uno de los pafses- como así también un Acuerdo Admi- 
nistrativo reglamentario del Convenio, que debe ser conside- 
rado por los respectivos Parlamentos para su aprobación. 


A modo de conclusión, corresponde puntualizar que la fi- 
jación de políticas migratorias debe establecerse como prin- 
cipio fundamental en la conducción de la política general de 
cada país y que a tales efectos debe disponerse de la informa- 
ción objetiva que se requiere para la aplicación de medidas 
adecuadas ante situaciones concretas. Así, la inserción de 
mano de obra inmigrante puede tener diferentes funciones en 
las estructuras sociales del trabajo de los mercados laborales; 
estos elementos no pueden ignorarse en el momento de adop- 
tar decisiones al respecto. 


Somos conscientes de que no merece el mismo tratamiento 
la situación que se configura en las zonas de frontera, ni 
ameritan igual solución los diversos tipos de inserción migra- 
toria, ya que la misma puede revertir un carácter supletorio, 
complementario, adicional o competitivo. 


Señor Presidente: he finalizado mi exposición; espero que 
haya sido lo suficientemente completa como para haber ins- 
truido a la Comisión Permanente sobre lo que en este mo- 
mento estamos haciendo en el Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, fundamentalmente en materia de seguridad y 
salud en el trabajo. Estoy abierta a responder las preguntas 
que los señores Legisladores deseen formular. 


SEÑOR BAYARD!I. - Pido la palabra para una consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BAYARDI. - Quisiera saber cuál será el criterio 
que aplicará la Mesa -con el que seguramente discreparé- 
antes de que el señor Presidente otorgue el uso de la palabra. 
Seguramente se empleará el mismo criterio que se utilizó 
cuando concurrió a la Comisión Permanente el señor Minis- 
tro del Interior, doctor Didier Opertti, es decir, conceder quince 
minutos al orador para hacer uso de la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se otorgaron cuarenta y cinco 
minutos más quince, y con la liberalidad con que, se sabe, la 
Mesa actuó en la sesión pasada. 


SEÑOR BAYARDI. - En oportunidad de la comparecen- 
cia del señor Ministro del Interior, nuestra Bancada había 
solicitado su presencia en Sala. El señor Presidente otorgó 
cuarenta y cinco minutos, con las prórrogas, al señor Legisla- 
dor Gargano; posteriormente, el resto de los Legisladores 
contamos con quince minutos, criterio con el que discrepé 
porque entendí que se debió haber aplicado la norma estable- 
cida en el escueto Reglamento de la Comisión Permanente. 
En este caso estamos respondiendo a una solicitud de compa- 
recencia de parte de la señora Ministra de Trabajo y Seguri- 
dad Social, quien cuenta con todo el tiempo necesario. 


Quisiera saber de parte de la Mesa cuál será el tiempo de 
que dispondremos cada uno de los Legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se aplicará el artículo 52 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes. 


Asimismo, la Mesa le hace saber al señor Legislador Ba- 
yardi que en otras oportunidades el medidor de tiempo no ha 
funcionado, y seguiremos trabajando sin él. 


SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: en primer lugar 
quiero agradecer a la señora Ministra de Trabajo y Seguridad 
Social por haber concurrido a esta Comisión Permanente del 
Poder Legislativo a efectos de brindar esta larga exposición 
que, creo, a todos ha instruido. 


También quiero agradecer al señor Presidente por la dili- 
gencia en la convocatoria de este órgano, poniéndonos en 
actividad para lo que tenemos por delante. 


Asimismo, deseo resaltar la sensibilidad de la señora Mi- 
nistra por este tema que, creo, despierta igual preocupación 
en todos los integrantes del sistema político, en la sociedad 
civil, en tos sindicatos de trabajadores y en las cámaras em- 
presariales. Evidentemente, el tema de la seguridad laboral y 
de las condiciones de trabajo es enormemente complejo; in- 
clusive, pasa por aspectos culturales y elementos de práctica 
que agravan y aumentan las situaciones de riesgo. 


Esta cantidad de muertes que se ha producido en los últi- 
mos tiempos y la visión que podemos tener en cuanto a que 
son hechos gravísimos cuyo número no va a disminuir, a 
veces hace esconder otra parte del problema que no es tapa 
de los diarios. Me refiero a la cantidad de accidentes labora- 
les que se producen no solamente en la construcción sino 
también en diversas ramas de la actividad. Naturalmente, los 
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fallecimientos nos generan a todos una reacción de impoten- 
cia, pero la política de Estado en materia de seguridad labo- 
ral que el Nuevo Espacio está reclamando no tiende sola- 
mente a evitar estos hechos fatales, sino también a solucionar 
la situación en general. 


En un artículo de prensa -que aparentemente no fue des- 
mentido- se habla de que hay unos trescientos o cuatrocien- 
tos accidentes que no producen la muerte pero que determi- 
nan una incapacidad prácticamente absoluta para todo traba- 
jo en personas que, generalmente, son jefes de familia. Esto 
agrava aún más la situación, pues al sentimiento de angustia 
por el padecimiento que origina una incapacidad cast absolu- 
ta para el trabajo, se suma el impacto que ello significa para 
el bienestar de la familia. 


Pero la complejidad del tema no necesariamente debe 
hacernos bajar los brazos y rehuir nuestras responsabilidades. 
La señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social tiene res- 
ponsabilidades constitucionales, legales, reglamentarias y, fun- 
damentalmente, políticas; los Legisladores de todos los parti- 
dos también tenemos responsabilidades constitucionales y po- 
líticas. Es por ello que el Nuevo Espacio ha planteado en esta 
oportunidad la necesidad de mantener un debate franco y 
abierto que abra caminos de entendimiento hacia un objetivo 
común a todas las fuerzas políticas, que es mejorar sustan- 
cialmente las condiciones de seguridad en el trabajo. A ese 
debate franco y abierto el Nuevo Espacio ha incorporado a 
uno de sus mejores compañeros de Bancada, el señor Diputa- 
do Courtoisie, aquí presente -por razones estrictamente regla- 
mentarias solamente puede hacer acto de presencia- a quien 
quiero agradecer por su ayuda en la preparación de esta ex- 
posición. 


Asumiendo que es un tema complejo, creemos que las 
soluciones no son sencillas, pero tenemos la firme convic- 
ción de que hay algunos aspectos en los que el Poder Ejecuti- 
vo y la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social deben 
dar una respuesta muy concreta que demuestre su voluntad 
política. En algunas cosas estaremos de acuerdo y en otras 
no, pero los temas concretos los dejaré para el final de mi 
exposición. Ahora deseo formular algunas preguntas que creo 
hacen a la implementación de la normativa vigente y a las 
leyes y convenios de la OIT que han sido ratificados por 
nuestro país. El Uruguay de alguna manera sufre una infla- 
ción legislativa, y las leyes que se aprueban y los decretos 
que se dictan muchas veces no tienen vigencia en la realidad. 


Tengo en mi poder un memorándum del Sindicato Unico 
Nacional de la Construcción y Anexos que detalla todos es- 
tos hechos lamentables. Luego de tantas muertes, la pregunta 
que uno se hace es si el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social investigó las causas concretas de los fallecimientos. 
¿Cotejó si se debían concretamente a la violación de las 
normas reglamentarias vigentes? ¿Qué sanciones aplicó? Es 
cierto que el personal inspectivo es insuficiente, pero cuando 
se producen estos hechos gravísimos, el mensaje político y la 
respuesta jurídica del Ministerio deben ser realmente enérgi- 
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cas y se deben aplicar las sanciones correspondientes para 
que este tipo de cosas no suceda más. 


Además, quisiera saber qué pasa con los otros accidentes, 
es decir, con los que no tienen como resultado la muerte. ¿Se 
investiga? ¿El Ministerio se entera? ¿Existen los mecanismos 
por los que se obligue a las empresas a notificar a la Inspec- 
ción General del Trabajo y la Seguridad Social sobre estos 
accidentes? ¿Se verifica sistemáticamente el libro de obra o 
el libro único de trabajo? Pregunto esto porque podría esta- 
blecerse -no sé cómo se implementaría- que la empresa lo 
presente mensualmente a los efectos de que, ya que no hay 
inspectores, alguien pueda darle una lectura rápida para saber 
qué está pasando en la obra. 


Por otra parte, consideramos que es buena la idea de la 
creación, por medio de un decreto, de la Comisión Nacional 
de Seguridad en el Trabajo, pero ¿ya se ha implementado? 
¿El Ministerio ha fijado cuáles son los objetivos que quiere 
impulsar en este organismo tripartito? Además, no nos queda 
claro por qué en el decreto del 1” de marzo de este año se 
establece que el delegado de obra debe tener noventa días de 
antigiedad en la empresa. Consideramos que, de alguna ma- 
nera, con este requisito se está promoviendo que se creen 
empresas fantasmas o nuevas para que aquellas que no quie- 
ren tener control] o delegado de obra puedan obviar esta me- 
dida. Quisiéramos saber también cómo se ha aplicado el De- 
creto N” 53 del 14 de febrero de este año en el marco del plan 
de emergencia, que en principio nos parecía una respuesta 
correcta. ¿Se ha verificado? ¿Se está logrando que los sujetos 
o las empresas obligadas a tener estos delegados de obra los 
tengan o, de alguna forma, se está aumentando la persecu- 
ción sindical? Sobre este tema el Nuevo Espacio tiene una 
visión muy concreta, 


La señora Ministra nos informa en el día de hoy. -si 
no entendí mal- que el Registro de Expertos del Decreto 
N” 89/95 recién se habilitó hace unos pocos días y nosotros 
preguntamos si no habrá otras iniciativas que demoren meses 
en implementarse O concretarse. 


Nos preocupa también el tema de la obra informal que, de 
alguna forma, no está en la órbita de las empresas más esta- 
blecidas o grandes y no tiene posibilidad de control o verifi- 
cación por el sindicato de trabajadores, porque allí trabajan 
siete u ocho obreros que no tienen relación con el gremio. 
¿Se está inspeccionando la obra informal? ¿Se sabe siquiera 
si funciona? ¿Se combina el trabajo con los Gobiernos De- 
partamentales, que otorgan los permisos de construcción, a 
los efectos de llegar a ese tipo de obras, o hay alguna forma 
de hacerlo? Podemos pensar que los Gobiernos Departamen- 
tales no controlan, porque basta ver las volquetas en las ca- 
lles, sin permiso de construcción alguno, que tampoco con- 
trola el Ministerio. 


Para nosotros es necesario una política de Estado en esta 
materia que integre y englobe a trabajadores, a empresarios, 
a la Administración Central, a los Gobiernos Departamenta- 
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les, al Banco de Seguros del Estado y al Banco de Previsión 
Social. Se nos dice que existe una coordinación, pero, since- 
ramente, tenemos dudas de que ésta se exprese fuertemente. 


El señor Méndez, Inspector General del Trabajo, decía en 
la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes que había pocos inspectores porque existía 
una competencia desleal con otros organismos del Estado que 
se los llevaban. Entonces, nos preguntamos cómo puede exis- 
tir una política global de Estado si un organismo como el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -que tiene la res- 
ponsabilidad primaria de coordinar y de implementar las po- 
líticas- forma inspectores y éstos terminan en otros organis- 
mos. Allí hay un problema de política general que, evidente- 
mente, debería ajustarse para que esto no suceda. 


Vemos con satisfacción que existen algunas ideas a dos 
efectos de cambiar el sistema de tributación y de que, de 
alguna manera, la sociedad uruguaya empiece a castigar a 
aquellos empresarios o grupos económicos que no cumplen 
con las normas de seguridad. Esto es un aspecto central. Si 
tener condiciones de seguridad o no tenerlas da lo mismo, 
por más inspectores que pongamos y por más campañas de 
difusión o sensibilización de la opinión pública que se hagan, 
no vamos a tener resultados. Creemos en la voluntad de la 
señora Ministra, que expresa que a través de la obra pública 
se empezarían a mandar señales concretas, pero nos gustaría 
verlas en forma inmediata, no sólo para las próximas licita- 
ciones sino para las obras públicas existentes, buscando me- 
canismos que las incluyan. No parece razonable que el Esta- 
do les plantee exigencias al conjunto de los empresarios, a 
los trabajadores y a los otros organismos del Estado, y no sea 
capaz de implementar las medidas de seguridad fundamenta- 
les en las obras públicas que dirige. 


Estas son las dudas que nos surgen de la exposición de la 
señora Ministra y que deberían ser objeto de análisis. 


Antes de plantear algunas propuestas que tiene el Nuevo 
Espacio -que está convencido de que algunas de ellas contie- 
nen soluciones a esta problemática- queremos expresar una 
preocupación que surge de la lectura de un artículo de la 
prensa, El 3 de marzo de este año, en “El Observador”, se 
publican expresiones del doctor Méndez, Inspector General 
del Trabajo -que no he podido verificar, pero no han sido 
desmentidas- que establecen que en materia de seguridad el 
Ministerio transa o es flexible e, inclusive, a los efectos de 
arreglar algún tipo de conflicto salarial, la Cartera incorpora 
una inspección a los efectos de empujar a una de las partes. 
Nos gustaría que la señora Ministra exprese si es cierto o no, 
porque si esta práctica ha existido en el Ministerio debe ser 
desterrada. No nos parece una buena política que la seguri- 
dad e higiene sean utilizadas como elementos de negociación 
en un conflicto salarial. Tuvimos una enorme sorpresa al 
encontrar este artículo; no sabemos si es cierto O no, pero, 
evidentemente, esto debe aclararse. No se puede ser flexible 
en materia de seguridad e higiene en el trabajo porque no 
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sólo hay vidas en juego, sino porque se afecta a la familia 
uruguaya en forma muy importante. 


Consideramos que es fundamental que la señora Ministra 
-aunque trasciende su persona y reconozco la decisión perso- 
nal y su convicción fntima- el Poder Ejecutivo y, en última 
instancia, la coalición de Gobierno -porque de eso aquí se 
trata- definan algunos aspectos con precisión. 


En primer lugar, nos referimos a la ratificación o no del 
Convenio N” 167 de la OIT. Estamos convencidos de que 
este Convenio es bueno para el país, pero queremos saber 
cuál es la posición del Gobierno. Si ésta es negativa, que asf 
lo exprese, pero si es positiva, tienen los votos, los Legisla- 
dores y los instrumentos para ratificarlo, Consideramos que 
no es suficiente decir que alcanza con que el Convenio se 
aplique en forma indirecta. No estamos convencidos de esa 
tesitura, sino de la contraria. 


El segundo punto que consideramos importante es la im- 
plementación y, en última instancia, la aprobación del Pro- 
yecto de Ley sobre protección de la actividad sindical. Para 
nosotros esto es central: no habrá una política que mejore en 
términos razonables las condiciones de seguridad taboral si 
no se cuenta con los trabajadores. Para ello es necesario dar 
ciertas garantías que hoy los trabajadores no tienen. Todos 
sabemos -es un secreto a voces- que hay una cantidad de 
empresas en las que se da una persecución y la utilización de 
ciertos mecanismos -indirectamente en algunos casos, pero 
directamente en muchísimos otros- sin que exista una protec- 
ción al trabajador que tiene actividad sindical. 


Estamos convencidos de esto; si la coalición de Gobierno 
piensa otra cosa, que lo diga, pero aquí no hay medias tintas. 
Si están de acuerdo en que haya protección sindical, deben 
implementarla, porque tienen los votos y la voluntad política 
para hacerlo. Hemos aportado una solución, que puede ser 
discutida a nivel de las Comisiones respectivas de cada Cá- 
mara, pero creemos que poca vida tendrá un proyecto de 
seguridad global en el trabajo si se intenta entusiasmar a los 
trabajadores y después el Estado no es capaz de protegerlos 
de esos factores de inseguridad que se están indicando. 


Por otra parte, creemos que la sanción, a priori, no es 
justa porque, en última instancia, está dirigida al trabajador y 
al sindicato. 


El tercer aspecto que nos interesa subrayar refiere a la 
instrumentación de normas muy concretas para el control de 
la seguridad en el ámbito de la obra pública. La señora Mi- 
nistra adelantó que se estaba estudiando esa posibilidad, lo 
que nos alegra, pero para el Nuevo Espacio esto es esencial y 
no puede demorarse. Á nuestro juicio, se cuenta con los ins- 
trumentos jurídicos y lo que queremos ver es la voluntad 
política de concretarto. 


No parece razonable que las instituciones públicas, que 
supuestamente son las principales interesadas, no sean capa- 
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ces de instrumentar mecanismos de seguridad y de establecer 
claramente en los lineamientos de los procesos licitatorios 
que los elementos de seguridad son centrales para cualquier 
proyecto constructivo. 


Otro punto que nos parece central es el presupuestario. 
Estamos convencidos de que el número de inspectores de 
trabajo existente no es suficiente, y basta con analizar las 
cifras. Aquí se habla de noventa funcionarios, pero en reali- 
dad sabemos que son muchísimos menos los dedicados a esta 
materia. La señora Ministra sabe más que nadie que con los 
medios con que cuentan los inspectores para cumplir con su 
trabajo, evidentemente no se puede pensar en un sistema de 
inspección efectivo, ágil y en profundidad. 


Reitero que la coalición de Gobierno tiene los mecanis- 
mos para fortalecer estos rubros, si es que le interesa, lo que 
descuento, y también descuento su preocupación y sensibili- 
dad por el tema. Desde nuestra humilde posición de Bancada 
poco numerosa, estamos exigiendo que haya voluntad políti- 
ca para que dentro de tres o cuatro meses o inclusive un año 
no tengamos que escuchar los mismos argumentos. 


Señor Presidente: estos son los comentarios que quería- 
mos formular con respecto a la exposición de la señora Mi- 
nistra y a los temas que nos preocupan. Creemos en el diálo- 
go y en la resolución de los problemas por consenso cuando 
es posible, pero debe quedar claro que tenemos responsabili- 
dades concretas frente a nuestros electores, a la ciudadanía y 
a nuestros principios, por lo que vamos a utilizar todos y 
cada uno de los mecanismos a nuestro alcance para que se 
implemente una política nacional o de Estado en materia de 
seguridad en las condiciones laborales. Es nuestra aspiración 
que los trabajadores uruguayos tengan la conciencia y la con- 
vicción de que se recorrerán todos los caminos para que 
puedan volver a su casa luego de la jornada laboral sin haber 
sufrido un riesgo o una mutilación, cuando no la muerte. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: el tema que con- 
voca en el día de hoy a los integrantes de la Comisión Per- 
manente ha llegado a la opinión pública por la conmoción 
que en ella ha provocado la reiteración de espectaculares 
accidentes de trabajo. Esa espectacularidad se da, específica- 
mente, en el área de la construcción, y lo que ha trascendido 
públicamente son las muertes reiteradas: ocho muertes en las 
ocho primeras semanas del año. 


Sin embargo, como aquí se ha dicho -creo que hay razo- 
nes para ello- el problema de la seguridad laboral es mucho 
más amplio y va más allá del ámbito de la construcción, 
aunque es preciso decir también que en este sector se produ- 
ce el 20% de los accidentes de trabajo. 
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No he escuchado que se hayan aportado datos, por lo que 
voy a hacerlo porque me parece que debe quedar registrado 
lo que sucede. Hablamos de ocho muertes en la construcción 
en las ocho primeras semanas del año, pero es necesario que 
se difunda a la opinión pública algunos datos que han sido 
proporcionados por organismos como el Banco de Seguros 
del Estado, que han sido publicados en la prensa y que reco- 
gen las estadísticas llevadas a cabo en esa materia. 


Por un Jado, existe una estadística de los siniestros entre 
los años 1985 y 1995, cuyas cifras superan los 31.000 casos 
por año y que llegan a picos como el registrado en el año 
1994 de 36.192 siniestros. También figuran las muertes que 
se han producido en cada uno de estos años: 73 en 1985; 61 
en 1986; 52 en 1987; 72 en 1988; 49 en 1989; 66 en 1990; 76 
en 1991; 52 en 1992; 86 en 1993; 64 en 1994 y 87 en 1995. 
Además, como se ha afirmado aquí, no debemos tener en 
cuenta sólo los fallecimientos. Los datos estadísticos mues- 
tran que en todos estos años la cantidad de incapacitados 
permanentes superan las quinientas personas, llegando a si- 
tuaciones como las del año 1989, en las que se produjeron 
accidentes laborales que tuvieron como consecuencia 910 le- 
sionados permanentes. 


Como se advertirá, esta es una situación muy grave. Aquí 
se ha hablado de la realidad de la industria de la construcción 
y yo voy a dar un dato que nos ha sido proporcionado: el 
Departamento de Accidentes de Trabajo del Banco de Segu- 
ros del Estado ha estimado que entre 1993 y 1994 se han 
producido 12.868 accidentes de trabajo en la industria de la 
construcción. 


No sé el porcentaje o tanto por mil que esta cifra signifi- 
ca, pero la situación es enormemente grave. 


Si no estoy equivocado, en 1993 había 45.000 obreros de 
la construcción y se produjeron, a ojo de buen cubero -es 
decir, dividiendo 12.868 en dos años- 6.000 accidentes de 
trabajo en esa área. Ya en 1994 el número total de obreros 
había descendido a alrededor de 30.000, mientras que en la 
actualidad alcanza a 25.000, porque la industria de la cons- 
trucción sufre una crisis muy grave. Según el Presidente de la 
Liga de la Construcción -a quien escuché el año pasado en 
una intervención pública- este sector perdió 18.000 trabaja- 
dores entre los años 1993 y 1995. Sin embargo, la siniestrali- 
dad no parece reducirse, 


Reitero que es muy grave lo que está ocurriendo no sólo 
desde el punto de vista de lo que sucede a los trabajadores, 
aunque la principal preocupación sea preservar la vida y la 
integridad física dando seguridad en el trabajo. Este grado de 
siniestralidad, que supera los 36.000 accidentes de trabajo al 
año, implica una carga enorme para el Estado y fundamental- 
mente para la empresa estatal que tiene que asumir sus con- 
secuencias a través de las pensiones y la asistencia médica 
que presta el Departamento de Accidentes de Trabajo del 
Banco de Seguros del Estado. Sin duda, ese es uno de los 
negocios menos brillantes del organismo. 
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Aquí están presentes ex Directores del Banco, que saben 
que no existe ninguna preocupación del sector privado por 
encargarse del rubro accidentes de trabajo en materia de se- 
guros, a pesar de la desmonopolización introducida por una 
iniciativa. Esa parte se ha excluido, pero ello se debe a la 
falta de interés del sector privado por incidir, ya que es un 
negocio deficitario, porque las normas que existen desde hace 
décadas cada vez se aplican menos. En algunos casos -se me 
ha proporcionado un dato que quisiera fuese ratificado o rec- 
tificado por la señora Ministra- por ejemplo en el accidente 
de trabajo producido en la construcción de la terminal de 
Tres Cruces -que a la vez cuenta con establecimientos comer- 
ciales- ta multa impuesta a la empresa responsable fue de 500 
unidades reajustables, a pesar de que se comprobó su respon- 
sabilidad. ¡Eso vale la muerte de un obrero! 


No sé cuál es el criterio o nivel de racionalidad de esto, 
pero objetivamente me parece que no hay correspondencia 
entre la gravedad del accidente de trabajo y la sanción que se 
impone a la empresa que incumple. 


Creo que hay que preguntarse en voz alta en qué consiste 
la responsabilidad en torno a los accidentes de trabajo. El año 
pasado observé una campaña televisiva centrada en el hecho 
de que los obreros de la construcción no tomaran vino. En 
ese sentido, se sugería que en caso de hacerlo no sería posi- 
ble manejar bien la máquina o podría producirse una caída 
del andamio. El alcoholismo de los trabajadores era presenta- 
do como la causa de los accidentes. 


Pido que se diga cuántas de estas veinte muertes ocurridas 
desde el 1? de enero de 1995 a la fecha se deben a responsa- 
bilidad de los trabajadores y cuántas a responsabilidad de las 
empresas. 


He sido testigo presencial de al menos tres accidentes de 
trabajo en los últimos tres meses, ocurridos en algunas de las 
obras más importantes que se realizan en Montevideo. En 
todos los casos estas situaciones se debían a falta de apunta- 
lamiento de las paredes laterales, a aperturas de pozos o a 
ausencias de barreras de tránsito; en este último caso, auto- 
movilistas confundidos pueden llevarse por delante a los tra- 
bajadores por no existir medidas preventivas que garanticen 
el desempeño de la labor. También se observa falta de equi- 
pamiento adecuado, por ejemplo botas para quienes desem- 
peñan un trabajo que pone en riesgo los miembros inferiores. 


Es posible que haya un déficit educativo -que hay que 
corregir- en cuanto a la capacidad de los trabajadores para 
ensayar mecanismos de autoprotección, ya sea en el manejo 
del instrumental o en el desarrollo de su oficio. La compañe- 
ra Diputada Tourné me decía que dadas las características de 
los obreros de la construcción, el ciclo que cumplen desde la 
condición de peón a la de oficial ahora es mucho más veloz 
que hace veinte años. Ello no se debe a una modificación de 
las técnicas sino a que el traslado desde una obra a otra los 
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califica mínimamente para desempeñar determinadas funcio- 
nes. Como no hay obreros calificados en cantidad suficiente, 
algunos se ven enfrentados a responsabilidades para las cua- 
les no cuentan con el grado de especialización que obtenían 
antes, en un ciclo mucho más prolongado. 


Es obvio, y hay que decirlo en voz alta -tengo la convic- 
ción de que así es- que la siniestralidad se debe en una medi- 
da muy importante a la responsabilidad de: los empresarios. 
La seguridad tiene costos, porque hay que invertir tiempo y 
trabajo para impedir que se derrumben las paredes o se pro- 
duzcan otros hechos como el que le sucedió al capataz chile- 
no en la obra de Piriápolis. No se le puede caer un bloque de 
granito encima, ya que éste no se mueve espontáneamente, 
sino que se debió a que no se invirtió lo necesario para evitar 
su desplazamiento. 


Los siniestros en la construcción normalmente se deben a 
que no se toman las medidas necesarias para proteger a los 
trabajadores por ejemplo en los andamios cuando desempe- 
fian funciones en alturas peligrosas. Tampoco hay una ins- 
pección que garantice que cada uno de quienes trabajan en 
esas áreas adopten todas las medidas de seguridad, incluido 
el uso del cinturón de seguridad, además del casco. Normal- 
mente, en las alturas el casco ayuda muy poco; lo que sí sirve 
es la colocación de un andamio adecuado y el uso de cintu- 
rón de seguridad. 


Es posible tener menos costos en una empresa si estos 
implementos no están previstos, Comparto algo que escuché 
en la reunión de hoy. Aquí hay un problema muy serio. Hay 
empresas que cumplen con todas las reglamentaciones y que 
por lo tanto, tienen costos más altos. Muchas veces no pue- 
den competir con empresas que dejan de lado todos los meca- 
nismos de prevención o una gran parte de ellos y, lógicamen- 
te, Hegan al mercado con costos más bajos. Pero quienes 
pagan las consecuencias de esta falta de inversión o estos 
costos más bajos son los trabajadores. Esta es una parte de la 
cuestión. 


No me extenderé mucho más y trataré de ser lo más breve 
posible. 


Dada la gravedad del tema y la trascendencia que tiene 
para la sociedad, habíamos planteado que este asunto fuera 
examinado en un ámbito distinto como la Cámara de Repre- 
sentantes y en el marco de una interpelación que, como diji- 
mos desde un principio, no tenía como objetivo obtener la 
censura de ningún Ministro. Se trataba de establecer en un 
debate público el alcance de las medidas del Gobierno y el 
compromiso que asumiría para resolver los problemas exis- 
tentes. 


Este planteamiento fue formalizado en nuestra Bancada 
por la señora Diputada Tourné y fue aprobado, pero en la 
Cámara de Representantes contamos sólo con treinta y un 
votos y se necesitan treinta y tres para hacer una interpela- 
ción. No hubo acuerdo con otros sectores políticos para lle- 
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varla adelante. De todas maneras, nos parece muy importante 
la realización de esta reunión. Agradezco la deferencia que 
se tuvo al tomar la iniciativa de venir aquí, pero creo que hay 
que analizar responsabilidades en cuanto a lo que está ocu- 
riendo. De nada serviría que no miráramos para atrás y sólo 
viéramos hacia el futuro, porque hay que saber qué es nece- 
sario corregir. 


Tengo la convicción -por los datos que hemos manejado 
y que no han sido desmentidos- de que la sección de inspec- 
ción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha sido 
desguazada. ¡No puede ser que para todo el país haya doce 
inspectores en materia de seguridad laboral! ¡No pueden ins- 
peccionar nada; no tienen capacidad para controlar nada! Es 
un dato que, si estoy equivocado, solicito que se desmienta: 
pero ha sido reiteradamente publicitado. Algunas versiones 
periodísticas dicen también que hay un solo auto para reco- 
rrer el interior del país. 


Nadie puede cumplir una función de control con esta can- 
tidad de funcionarios especializados y con los recursos que 
se tienen. Se ha dicho aquí que ganan un salario mejor que el 
de algunos profesionales. Estoy de acuerdo con que ganen un 
buen salario -no sé si es el justo y si les alcanza o no para 
cubrir sus necesidades- pero me parece que tiene que haber 
un cuerpo inspectivo mucho más numeroso. 


No he visto en la Ley de Presupuesto -lo digo con absolu- 
ta franqueza; puedo equivocarme porque la Ley tiene sete- 
cientos y tantos artículos y puedo no haber encontrado una 
disposición al respecto- que se votaran recursos para que el 
Ministerio pudiera tener la posibilidad de ampliar el cuerpo 
inspectivo y llevar adelante una política mucho más intensa 
en materia de control de la seguridad laboral y aplicación de 
las normas existentes. 


Se dice también -y quisiera que se dijera que no es así. 
que en otras áreas que tienen que ver con la seguridad indus- 
trial y en el trabajo ha habido una operación de desguaza- 
miento en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, diría 
que en los últimos seis años. Por ejemplo, actualmente no 
existe funcionando un laboratorio que pueda determinar si 
los ruidos en la industria o los gases que se emiten están en 
los niveles adecuados para protección y seguridad de los 
trabajadores. 


Conozco un caso específico a través de la documentación 
que me han aportado los trabajadores. Se trata del caso de los 
trabajadores de Cristalerías del Uruguay, en el que la Comi- 
sión Honoraria de Actividades Insalubres, que tiene que de- 
terminar qué actividad es insalubre, estableció que el trabajo 
en los hornos, y creo que en el primer proceso de elaboración 
del vidrio, es insalubre. La empresa apeló esta resolución 
ante el Ministerio. Este, que cuenta con esa Comisión como 
la única que puede dictaminar acerca del tema, ¿qué resol- 
vió? Suspender la aplicación de la resolución. y desde hace 
un año no se cumple. 
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Eso tiene que ver con la seguridad en el trabajo. El hecho 
de que en una actividad insalubre de esta naturaleza no se 
cumplan durante un año o un año y medio las normas que 
establece la Ley para prevenir las consecuencias de la insalu- 
bridad, puede determinar que un trabajador adquiera una en- 
fermedad profesional que lo afecte de por vida o que tenga 
un accidente porque la inhalación de gases u otras causas 
conducen a que se pierda el control del propio físico. 


Digo esto aportando un dato que conozco, por lo que me 
pregunto cómo es posible que teniendo un asesor como la 
Comisión Honoraria de Actividades Insalubres el Ministerio 
suspenda una resolución de su propio organismo. ¿A quién va 
a recurrir para que le explique si estuvo bien o mal adoptada 
si allí, justamente, es donde están los técnicos, los que son 
competentes y los que establece la Ley para determinar qué 
actividad es insalubre? 


He escuchado a la señora Ministra, quien en su exposi- 
ción explicó todas las medidas que se están adoptando en el 
Ministerio para tratar de dar un vuelco respecto a esta 
situación. Nos habló del plan de emergencia, de las prime- 
ras medidas tomadas el 13 de febrero de 1996 y del Decre- 
to 53/96, que apuntan a que se inspeccionen todas las obras 
en construcción, que se designen delegados de obra y la con- 
currencia obligatoria a cursos de capacitación y formación en 
horarios de trabajo de los trabajadores que estén destinados a 
desempeñarse en esas funciones. 


He leído el decreto, que me parece un adelanto en cuanto 
a que se designe un delegado por obra. Pero quiero decir 
también que su reglamentación -cuyo texto tengo en mi po- 
der- dictada el 1? de marzo, prácticamente vuelve muy difícil 
la aplicación de lo resuelto, Dicha reglamentación dice: “Que 
resulta necesario determinar las condiciones que debe reunir 
el trabajador a ser designado como delegado de obra, a fin de 
garantizar una razonable experiencia y conocimiento de la 
actividad de que se trata y de sus riesgos”. En función de ello 
establece: “La designación del Delegado de Obra en Seguri- 
dad e Higiene deberá recaer en un trabajador de la obra” -lo 
que parece obvio- “que reúna las siguientes condiciones: a) 
desempeñarse en la categoría de oficial, en cualquiera de las 
especialidades inherentes al sector”. Me pregunto por qué 
necesariamente tiene que ser oficial, será porque se prevé que 
tenga más competencia que otro, pero no es algo que pueda 
ser demostrado. 


Las otras condiciones son: “b) Tener dos años de activi- 
dad en el ramo en forma contínua o discontínua” -éste puede 
ser un planteo plausible- y “c) Tener una antigúedad mínima 
de 90 días en la empresa”. 


En la construcción, de acuerdo con los datos que propor- 
ciona el sindicato -que seguramente los debe tener también la 
Liga de la Construcción- el 80% de los trabajadores de una 
empresa, cuando termina la obra, pasa a otra. Es decir que 
sólo hay un 20% de trabajadores que permanecen en la mis- 
ma empresa y, por lo tanto, exigir una antigiedad mínima de 
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90 días haría que en muchas obras sólo después de tres meses 
de comenzadas pudiera conseguirse que algún trabajador fue- 
ra electo como delegado. 


Esto que menciono son elementos de análisis que podrían 
contribuir a mejorar la reglamentación. Lo que me preocupa 
sustancialmente es lo que dice el artículo 2”, que establece: 
“Las actividades que realice el Delegado de Obra se cumpli- 
rán sin perjuicio de las tareas para las cuales fuera contratado 
por la empresa”. Quiere decir que el trabajador -en lenguaje 
poético, como decía Antonio Machado- tiene que cumplir 
con todas las actividades para las que fue contratado y, ade- 
más, realizar las tareas propias de delegado. Es obvio que 
esto no puede ser así. Además, ¿quién determina si lo que 
hace como delegado de obra es en perjuicio de la empresa o 
no? 


Me parece que esta reglamentación, de hecho, genera si- 
tuaciones que vuelven imposible que lo que se ha adelantado 
en el decreto sea cumplido, porque la empresa, naturalmente, 
puede argumentar en todos los casos que si un oficial finalis- 
ta tiene que estar en la obra, no puede ocuparse de los proble- 
mas de seguridad laboral, aunque existan. 


Comparto aquí una opinión que nos han trasmitido nues- 
tros compañeros que han trabajado en la Comisión de Legis- 
lación del Trabajo en los dos períodos anteriores y que han 
planteado reiteradamente la necesidad de legislar en materia 
de fuero sindical. 


Es imprescindible dar garantías para que los trabajadores 
que asuman responsabilidad como delegados de obra nv pon- 
gan en juego su puesto de trabajo. Es cierto que existen 
disposiciones legales que permiten al trabajador negarse a 
desempeñar determinadas labores si no cuenta con garantías 
de seguridad eficientes. Sin embargo, nadie que tenga necesi- 
dad de trabajar y que se vea amenazado por la desocupación, 
se va a plantear levantarse como un Quijote y dejar de traba- 
jar porque no hay garantías de seguridad. Entonces, es nece- 
sario que exista un marco que permita al delegado de obra 
cumplir la función de denunciante que no puede efectuar el 
trabajador común, y eso no está garantizado por norma legal 
alguna, aunque desde 1985 se han presentado varios proyec- 
tos de ley que apuntan a dar las garantías del fuero sindical a 
quienes desempeñan esta actividad. 


En este sentido, deseo saber si existe voluntad política en 
relación al planteo que formula el sindicato, de revisión del 
decreto reglamentario, y para el caso de que la Tripartita que 
está actuando pueda llegar a un acuerdo sobre los contenidos 
de la reglamentación. Ello constituiría un paso sustancial, 
porque si se consigue el consenso entre los trabajadores, los 
patronos y el Ministerio para el establecimiento de una nueva 
reglamentación que dé reales garantías, podemos estar de 
acuerdo con que habrá un marco legal y reglamentario que 
haría posible conseguir lo que el decreto prevé como objetivo 
final. 
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También deseo preguntar -aunque creo que la respuesta 
está dada- por qué no ha existido voluntad política para rati- 
ficar el Convenio Internacional N” 167, Se trata de una nor- 
ma de 1988, que fuera firmada por nuestra representación 
ante la Organización Internacional del Trabajo, lo que quiere 
decir que existía la voluntad política de llevarla adelante. Sin 
embargo, estamos en 1996 y aún no ha sido ratificada. 


Dicho Convenio, que contiene disposiciones sobre seguri- 
dad laboral e higiene en la construcción, además de los as- 
pectos a los que ha hecho referencia la señora Ministra -que 
ella señalaba que podían ejecutarse a través de otras disposi- 
ciones legales existentes en el país- prevé el mecanismo de 
las comisiones paritarias en las obras. Considero que ésa es la 
forma en que debe llevarse adelante la política de control de 
la seguridad laboral, y voy a explicar por qué. En el país 
existen ejemplos de que la aplicación de ese criterio garanti- 
za la disminución de la siniestralidad. Uno es el de la obra, 
todavía en construcción, del Hotel Victoria Plaza, donde en 
un principio se produjeron muy graves problemas de sinies- 
tralidad, con sucesivos accidentes de trabajo, en los que, in- 
clusive, creo que un trabajador perdió la vida. En esa obra, a 
través de un convenio entre el sindicato y la empresa, se 
constituyó una comisión paritaria, lo que permitió que en 
estos dos últimos años la siniestralidad cayera verticalmente, 
ya que existe un compromiso asumido por empresarios y 
trabajadores para prevenir los accidentes a través de mecanis- 
mos que garanticen la seguridad laboral. 


El Convenio Internacional N” 167 establece como norma 
jurídica que ese sistema se aplique en todas las obras que 
cuenten con determinada cantidad de trabajadores y que tam- 
bién cumplan con otras características. Por consiguiente, no 
me explico por qué no existe voluntad política para ratificar- 
lo. En ese sentido, creo que la respuesta está dada y que la 
señora Ministra ha dicho que no hay voluntad política de 
ratificar el Convenio. Por lo menos, eso fue lo que entendí. 
La señora Ministra me hace gestos indicando que no es así, y 
me alegro. De todas formas, si la señora Ministra señala que 
esto se está haciendo por la vía de determinados decretos, en 
definitiva está expresando su convicción de que el Convenio 
Internacional N? 167 está vacío de contenido. 


La verdad es que la norma vertebral de ese convenio no 
se aplica. Y la señora Ministra nos ha dicho por qué: porque 
los empresarios se oponen. Registré esas palabras de la seño- 
ra Ministra, que creo fue muy clara al señalar que el sector 
empresarial se opone a la ratificación del mencionado Con- 
venio. Bueno, es una opinión; no es necesario que siempre, 
en el ciento por ciento de los casos, la opinión del Gobierno 
tenga que coincidir con la del sector empresarial. Puede exis- 
tir un dos por ciento de excepciones, y ésta puede ser una. 


Si existiera voluntad política y se planteara la ratifica- 
ción, los votos estarían, ya que se contaría no sólo con los 
que aporta la coalición de Gobierno sino también con los 
nuestros, ya que queremos que el problema se sotucione. 
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Por otra parte, deseo consultar a la señora Ministra res- 
pecto a si existe voluntad política para que a través de la 
Comisión tripartita se pueda establecer un acuerdo para sus- 
pender la vigencia de la actual reglamentación del Decreto 
53/96, del mes de febrero, y hacer otra nueva en un plazo de 
noventa días, 


También quisiéramos saber qué planes efectivos existen 
para llevar adelante la transformación del cuerpo inspectivo. 
La señora Ministra ha señalado que existe la posibilidad de 
que una parte del personal excedentario de PLUNA pueda 
pasar a desempeñarse en dicho cuerpo, después de un perío- 
do de reciclaje y de preparación, lo que permitiría que se 
incorporaran seis nuevos inspectores al elenco actual. Creo 
que esto no va a solucionar el problema y que es necesario 
plantear un aumento mucho más importante del número de 
inspectores, de forma que puedan cubrir todo el país, regio- 
nalizando la inspección y dotándola de los medios necesarios 
para el cumplimiento de su función. 


También entiendo necesario modificar el régimen de san- 
ciones. En la exposición de la señora Ministra no me quedó 
claro si existe discrecionalidad en el Poder Ejecutivo para 
fijar la sanción o si existen topes o límites. Me pareció escu- 
char que la señora Ministra pretende una legislación que le 
permita adecuar el tipo de sanción a la naturaleza de cada 
siniestro. Me parece bien que eso sea así, pero creo que ello 
requiere normas; no puede ser la voluntad política del Poder 
Ejecutivo, el humor en cada circunstancia o el juicio parcial 
de cada titular de la Cartera, lo que determine el nivel de las 
sanciones, el monto de la multa para el caso de un accidente 
que signifique la pérdida de un brazo de un obrero o la 
pérdida de una vida. Dichos criterios no pueden cambiar con 
cada titular sino que deben estar determinados en disposicio- 
nes reglamentarias o legales. 


Creo que esto también forma parte de la manera de ver y 
entender al país, así como de la voluntad de generar un mar- 
co de desregulación total de tas normas laborales, lo que se 
refleja en algunos casos concretos como, por ejemplo, en el 
tema de la seguridad en el trabajo, en el que los trabajadores 
de la construcción son los más penalizados ya que tienen un 
20% de los accidentes, aunque no son los únicos. Y no sólo 
hay que controlar la seguridad en la construcción -ojalá lo 
hagamos un poco más de lo que lo hacemos actualmente- 
sino en todo el ámbito laboral. 


SEÑOR BAYARDI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BAYARDI. - Señor Presidente: con fecha 14 de 
febrero este Cuerpo se reunió a efectos de recibir al señor 
Ministro del Interior, doctor Didier Opertti, y en la oportuni- 
dad planteamos -seguramente la señora Ministra está al tanto 
de esa exposición realizada en la media hora previa- algunas 
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preocupaciones que tenfamos en la esfera del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y más precisamente con referen- 
cia a la accidentalidad en el trabajo. 


En primer lugar, deseo expresar que hoy hemos concurri- 
do a la Comisión Permanente a solicitud de la señora Minis- 
tra, quien ha demostrado una sensibilidad en el tema que no 
escapa a la que se produce en el conjunto de la sociedad, una 
semana sí y otra también, al ver los informativos de la televi- 
sión y encontrarse con que falleció un trabajador del área de 
la construcción. Quiero dejar claro en esta primera interven- 
ción que comparto las aseveraciones del señor Legislador 
Gargano en el sentido de que este Cuerpo integrado por siete 
señores Diputados y cuatro señores Senadores, está a dos días 
de cesar en sus funciones, como lo indica la Constitución, al 
terminar el receso parlamentario. Debo señalar que este he- 
cho determinó una discusión interna sobre cuál era el mejor 
ámbito para realizar la reunión. Más allá de la voluntad de 
recibir a la señora Ministra cuando ella lo entienda conve- 
niente, pensamos que por estar a 13 de marzo, es decir a tan 
sólo dos días del levantamiento del receso, éste no sería el 
mejor ámbito para ello, siendo que se trata de un tema sobre 
el que todo hace pensar que ameritará un seguimiento regular 
del trabajo consonante entre el Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social y las Comisiones del Cuerpo. De todos modos, 
creo que éste es un espacio que agrega antecedentes a las 
gestiones que llevaron adelante la señora Ministra y la propia 
Comisión de Legislación del Trabajo. 


Declaro además que me une a la señora Ministra una 
amistad política que supimos construir en la Legislatura ante- 
rior, Me consta su sensibilidad al respecto y la veracidad del 
sentimiento que trasmite cuando dice que está preocupada 
por el tema de la accidentalidad en el trabajo. En realidad, 
más allá de esta constatación que dejo planteada, venimos 
además de poder hacer amigos aquí, a cumplir con compro- 
misos políticos, aun en el carácter de adversarios coyuntura- 
les o circunstanciales que podemos ser. Por lo tanto, ninguna 
de las apreciaciones que formule va a estar dirigida en esta 
oportunidad a pretender endosar a la señora Ministra más 
responsabilidad política de la necesaria. Si así no lo fuera, 
también lo diría, 


Creo que en este Ministerio hay un problema grave. Así 
como cuando en la oportunidad anterior compareció el señor 
Ministro del Interior y dije que se trataba de una Cartera 
difícil -¡y vaya si lo es!- digo hoy que éste también es un 
Ministerio difícil, pero por motivos diferentes, porque este 
Ministerio tiene que compatibilizar las relaciones entre el 
capital y el trabajo. ¡Y vaya si la historia de las relaciones 
entre capital y trabajo ha sido difícil! Yo, que me ubico entre 
los que creen que el Estado tiene mucho que hacer en el 
marco de esas relaciones -y respetando a quienes piensan que 
tiene muy poco que hacer- con toda la confianza política que 
le profeso a la señora Ministra y con toda la imparcialidad 
que le reconozco, quiero en ese Ministerio también un Minis- 
tro que actúe. Y mal haría este Parlamento st pensara que un 
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Ministro sólo actúa por sí y ante sí; también hay responsabili- 
dad política de este Parlamento de respaldar al Ministerio, 
con todo el peso político que emana de este Cuerpo, para que 
pueda actuar. Hay que tener en cuenta que las presiones entre 
capital y trabajo, por lo menos en la forma en que yo leo la 
historia -esto no quiere decir que todos debamos interpretarla 
de la misma manera- indican que el capital, frente al trabajo 
y a los trabajadores termina teniendo una enorme potencia y 
más aún cuando éstos acaban siendo elementos aislados. No 
quiero decir que ésta sea la circunstancia; todos conocemos 
la enorme fuerza de presión de los empresarios de la cons- 
trucción, así como también la fuerza y la presión del 
SUNCA. Me place reconocer ambas fuerzas y presiones e 
identificarme con las prácticas que un sindicato conformado 
por trabajadores terriblemente exigidos en su actividad ha 
aportado a la historia, no sólo económica, de nuestro país. 


Quiero referirme brevemente a dos temas que planteé en 
la oportunidad anterior y que creo que insumen gran parte de 
la actividad de la Cartera que ocupa la señora Ministra. Me 
refiero a la temática del riesgo laboral que condiciona la 
accidentalidad posterior. En virtud de que la señora Ministra 
concurría a hablar del tema de la construcción, más allá de la 
exposición realizada, que analizaremos con más detenimiento 
-nos encontramos ante una exposición de dos horas que segu- 
tamente insumirá trabajo en las Comisiones- voy a plantear 
algunas inquietudes. Si alguna de ellas puede ser contestada, 
recibiré la respuesta; lo contrario también será de recibo, en 
la medida en que esos temas no fueron planteados al comien- 
ZO. 


Muchas veces la conflictividad se plantea por elementos 
que tienen que ver con la seguridad en el trabajo; quienes 
participamos de la Legislatura anterior y ahora de ésta cono- 
cemos perfectamente bien esta situación. Estamos en presen- 
cia de un conflicto en GASEBA Uruguay SA y conocemos la 
larga problemática que ahí se procesó. En un convenio firma- 
do y ratificado por la señora Presidenta de la Comisión de 
Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes -son 
problemas que se generan en el punto de partida de la seguri- 
dad en el trabajo- en relación a los choferes, se planteaba que 
la empresa mantendría la situación vigente al 30 de agosto 
hasta que la Inspección General del Trabajo emitiera un dic- 
tamen sobre las propuestas formuladas. En ese momento, la 
empresa quedaría a lo que el referido dictamen dispusiera. 
Sin perjuicio de ello, también se solicitaría la opinión del 
Ministerio de Salud Pública. 


El 13 de tebrero de 1996, la División Técnica de Condi- 
ciones Ambientales de Trabajo, dice: “Sobre el punto funda- 
mental en discusión, esto es, la compatibilidad de desarrollar 
las tareas de gasista y de conductor del vehículo en una 
misma jornada de trabajo, en todas las actividades que con- 
lleven la potencialidad de exposición al riesgo se reafirma 
que no es compatible”. Y concluye: “Por todo lo expuesto: 
actuales redes de distribución, actuales composición del gas 
suministrado y su elevada toxicidad, actuales metodologías 
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de trabajo, se concluye que no puede en una misma jornada 
de trabajo un operario realizar tareas de gasista y conductor 
de vehículos”. 


En ei mismo sentido se pronuncia la Comisión Honoraria 
de Trabajo Insalubre, la que decidió que los choferes especí- 
ficos para las áreas comprometidas con gas, deban desempe- 
ñar únicamente su función como chofer y no como chofer 
gasista en una jornada de trabajo. 


En consonancia con ambos pronunciamientos y con el 
convenio a que se hizo referencia, la Unión Autónoma de 
Obreros y Empleados de la Compañía del Gas solicitó a la 
empresa que cumpliera con el dictamen emitido, volviendo a 
la situación del 30 de agosto de 1995. 


La empresa -que en realidad leyó el convenio de manera 
diferente a la mía; no sé cómo lo leyó el Ministerio- con 
fecha 21 de febrero responde a la nota del sindicato y con 
respecto al dictamen de la Inspección General del Ministerio 
sobre la tarea de chofer gasista, plantea que el mismo no 
posee validez de decreto, Es cierto que no posee validez de 
decreto. También es cierto que no existe una exigencia en el 
convenio en cuanto a que deba tener validez de Decreto para 
cumplirlo; esto quedaba sujeto a un dictamen. 


Considero que lo expresado en el punto 3 del convenio es 
tan claro que quisiera saber -hago la solicitud a la señora 
Ministra en forma muy benevolente- qué actitud se va a to- 
mar para destrancar un punto dubitativo de una situación 
conflictiva que está basada en problemas de seguridad en el 
trabajo, y no sólo en la seguridad del trabajador porque en 
realidad se trata de la seguridad del empleado y de todos 
quienes se pongan delante del automóvil que maneje el cho- 
fer gasista. Este es un tema que quería plantear. 


Otro tema que tiene que ver con mi intervención del 13 
de febrero -a que hacía referencia el señor Senador Gargano- 
es el de Cristalerías del Uruguay, sobre el que haré una breví- 
sima cronología. 


El 1? de enero de 1994 la Comisión Honoraria de Trabajo 
Insalubre declaró insalubre el trabajo en dos áreas. No voy a 
leer ahora la resolución pero es una declaración de insalubri- 
dad que entiendo que el Ministerio podrá ratificar. El 29 de 
marzo de 1995, el Ministro doctor Solari suspende la declara- 
ción de insalubridad, cuando en realidad no poseía ninguna 
facultad legal para pronunciarse en tal sentido. El 9 de junio 
de 1995, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social suspen- 
de parcialmente por un período las consecuencias de un acto 
por el que se declara insalubre una actividad. El 28 de di- 
ciembre de 1995 -un año después de aquella declaración- la 
Comisión Honoraria de Trabajo Insalubre ratificó la insalu- 
bridad, y el 18 de enero de 1996 el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social volvió a ampliar la suspensión por ciento 
veinte días más. 
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La señora Ministra sabe que no pertenezco al área de su 
profesión, pero es mi intención por lo menos discutir brevemen- 
te las potestades jurídicas que tiene el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social para llevar adelante esa declaración. Hago 
abstracción total de lo realizado por el Ministro doctor Solari, 
pues creo que no tenía ningún tipo de facultades para ello. 


Me baso en que existe un mandato constitucional; concre- 
tamente, me refiero al artículo 54 de la Carta, que establece 
el derecho a la higiene física y oral del trabajador. Este 
derecho sólo puede ser limitado por ley y en aras del interés 
general; no hay ley que en aras del interés general lo limite. 
No voy a hacer referencia a otras normas que serían de apli- 
cación, pero aquí se ha dicho que en razón de las normas 
referidas -esas y otras- el patrón deviene deudor de la seguri- 
dad para el trabajador. ¿Cuál es el alcance jurídico del recur- 
so que interpone Cristalerías del Uruguay contra la resolu- 
ción de la Comisión Honoraria de Trabajo Insalubre? En 
particular, ¿cuál es el alcance y la juricidad de la resolución 
del Ministerio que decretó la suspensión de la declaración de 
la Comisión Honoraria de Trabajo Insalubre basándose en el 
artículo 150 del Decreto N* 500/91? 


En realidad, las facultades de la Comisión Honoraria de 
Trabajo Insalubre surgen de la ley que la constituye. No 
establece que se pueda actuar en ese marco legal con algún 
procedimiento legal suspensivo. Mucho menos -lo digo yo, 
que lo aprendí en esta Casa; otros lo reafirman aquí, pero lo 
aprendieron en otros ámbitos vinculados a la Universidad- se 
puede decir que ese decreto atribuya alguna potestad en tanto 
se anteponga el valor y al rigor de la norma legal que habilita 
a la Comisión Honoraria de Trabajo Insalubre para declarar 
la insalubridad. Declarada la insalubridad en un área, el tra- 
bajador no puede trabajar más de seis horas. Á mi entender, 
la resolución de suspender la declaración de insalubridad es. 
por decir lo menos, ilegal. Digo esto porque el artículo 4” de 
la Ley N” 11,577 determina los derechos de la Comisión 
Honoraria de Trabajo Insalubre. 


Entiendo que no es posible hacer cesar los efectos de esa 
norma especial aplicando una norma de menor nivel jerárqui- 
co, como lo es el Decreto N” 500/91. Entonces, el Ministerio 
no tiene otra posibilidad que respetar la declaración de insa- 
lubridad, en función de las potestades que tiene la Comisión 
que emanan del artículo 4? de la Ley N* 11.577. 


Uno podría quedarse por aquí y decir que con esto alcan- 
za y sobra para que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social tuviera que dar una respuesta. 


En la parte sustantiva del fundamento de aplicabilidad dej 
Decreto N” 500/91, creo que el bien que estamos tutelando 
con esta norma -Cristalería del Uruguay apela en función de 
intereses económicos, que el Ministerio reconoce- es un pro- 
blema de salud en el trabajo. Es la repercusión que se puede 
generar por trabajar en condiciones insalubres. No se trata 
solamente, por ejemplo, de caerse de un andamio o de que 
éste se desprenda brutalmente -con el impacto público que 
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ello tiene- y fallezca en el acto; se trata de las repercusiones 
que pueden existir en los trabajadores a largo plazo por traba- 
jar en condiciones de insalubridad. Yo pregunto: ¿quién va a 
pagar? Digo esto porque quisiera saber cómo en epidemiolo- 
gía médica -tema en el que me comienzo a mover un poco 
mejor con respecto al otro- se constatan las repercusiones de 
un año de trabajo en esas condiciones. Aquí ya hay responsa- 
bilidad de la Administración. ¿Quién mide cuál es el grado 
de repercusión después de haber estado expuesto durante un 
año a condiciones de trabajo inadecuadas cuando hubo una 
declaración de insalubridad? Hoy no existe epidemiólogo que 
me pueda decir que lo que ocurrió tendrá tal grado de reper- 
cusión en cuanto a una enfermedad futura que va a aparecer. 
Desde el punto de vista de la epidemiología clínica no hay 
nadie que me pueda decir que no hubo repercusión en un 
año; es difícil de cuantificar, pero no es imposible determinar 
que el proceso de equilibrio salud-enfermedad se va rompien- 
do a lo largo de la exposición a elementos que agreden la 
salud del trabajador. 


Creo -se lo digo con respeto a la señora Ministra y a la 
Oficina Jurídica del Ministerio- que no tiene potestad legal 
alguna como para declarar la suspensión de la declaración de 
insalubridad establecida por la Comisión Honoraria de Tra- 
bajo Insalubre, que en dos oportunidades la ratificó. Me consta 
la capacidad e idoneidad técnica por lo menos de aquellos 
integrantes de la Comisión que provienen del área de la sa- 
lud, en estos temas. 


Para no extenderme demasiado, entro ahora al tema que 
nos convocó: accidentes laborales en el área de la construc- 
ción. 


Es de absoluto recibo la intervención de la señora Minis- 
tra de Trabajo y Seguridad Social que, de acuerdo con mi 
capacidad, analizaré con más detenimiento. Desde ya descar- 
to el grado de análisis que llevarán adelante mis compañeros 
de bancada, tanto en el Senado como en la Cámara de Repre- 
sentantes, respecto a las consideraciones formuladas por la 
señora Ministra. 


Voy a ser más puntual porque comparto las exposiciones 
realizadas por el señor Senador Gargano sobre algunos de los 
puntos ya planteados. 


La señora Ministra reafirma lo que ha sido su voluntad en 
las esferas del Ministerio, y la de su equipo; me refiero a la 
Secretaría de Estado sin desconocer la presencia del señor 
Subsecretario y de los asesores. Extiendo la cuota de credibi- 
lidad que le tengo a la señora Ministra a sus asesores, a 
quienes no conozco. Eso está fuera de toda discusión. 


Pero por aquello de que de buenas intenciones está lleno 
el camino del infierno... 


(Interrupción del señor Legislador Gargano) 
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-...0, según me corregía el señor Legislador Gargano, “em- 
pedrado”, para esa voluntad que la señora Ministra ha expre- 
sado que posee, puede tener la plena seguridad del respaldo 
de mi sector político para llevar adelante aquellas cosas que 
entendamos que son compartibles. En todo caso, también qui- 
siera que quedara clara la franqueza y la frontalidad con las 
que haremos saber nuestras discrepancias. Más allá de la 
fuerza que puedan tener los sectores sindical y empresarial 
vistos en su conjunto, tenemos la plena seguridad de que 
estamos asistiendo a un tema que nos debe preocupar particu- 
larmente. 


Mucho nos alegramos cuando el 13 de febrero de 1996 se 
aprueba el Decreto 53/996, y no porque supiéramos cómo 
estaban planteadas las cosas en el área de la construcción 
sino porque se nos había comunicado que existía un estado 
de preocupación en cuanto a la accidentalidad que se venía 
registrando desde tiempo atrás, y se veía en esta norma un 
buen instrumento para empezar a caminar por la vía de la 
búsqueda de soluciones. El señor Legislador Gargano hizo 
una referencia -que yo comparto íntegramente- al decreto del 
1% de marzo de 1996. Digo esto con respeto: cuando hablaba 
de presiones, que sé que todo Ministro y todo Poder Ejecuti- 
vo tiene que soportar, no estaba haciendo abstracción de pre- 
siones que pudieran derivar en cambios en la normativa que 
planteaba la voluntad del Decreto 53/996. 


No voy a extenderme con respecto a las formulaciones 
que realizara el señor Legislador Gargano sobre el decreto 
del t” de marzo de 1996, pero sí debo decir que éste reescribe 
un Decreto -tiene todas las potestades legales para reescribir 
otro, no es ese el tema en cuestión- el Decreto 53/996, del 13 
de febrero de 1996. Quiere decir que mientras quince días 
antes se había llevado tranquilidad con esta norma, mediante 
el decreto del 1% de marzo se crea intranquilidad en el sector 
que tiene que subirse a los andamios, en el sector que se 
puede caer de los andamios y se puede morir en su caída. 


Reitero: comparto plenamente las consideraciones que for- 
mulara el señor Legislador Gargano en cuanto a quiénes pue- 
den ser designados. Podríamos extendernos a la casuística y 
decir que un porcentaje mínimo de trabajadores -mínimo en 
relación a la cantidad- estaría en condiciones de poder ser 
delegado de obra. Asimismo, sabemos que desde los profe- 
sionales universitarios hasta el último de los peones, inclui- 
dos los oficiales, carecen de experiencia en el tema de la 
prevención en la industria de la construcción por lo que tene- 
mos entendido que la mayoría de quienes se accidentan y 
fallecen son oficiales. 


Los trabajadores de la construcción me dieron un dato, 
que voy a reproducir literalmente, entre comillas, porque no 
he podido certificarlo con rigor científico. A diferencia de lo 
que yo pensaba, me dijeron que “cuando en la construcción 
cae la oferta de trabajo y se ingresa a una etapa recesiva, 
aumenta la siniestralidad”. En principio mi primer refleja fue 
pensar que era al revés, que al haber mucho trabajo -y consi- 
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guientemente disminuir la capacidad para hacerlo- aumenta- 
ba la siniestralidad. Sin embargo, me encuentro con que es al 
revés. No quiero arriesgar una explicación de algo que no he 
podido probar desde el punto de vista epidemiológico, pero si 
tuviera que pensar algo pensaría que las condiciones de tra- 
bajo a las que se fuerza a los trabajadores en períodos de 
escasez de trabajo son las principales determinantes de la 
siniestralidad. Reitero: no tengo el rigor para probarlo desde 
el punto de vista científico, porque esto requeriría un estudio 
con un método científico, epidemiológico, pero no encuentro 
otra explicación más legítima que decir que son las condicio- 
nes de trabajo a las que se fuerza a los trabajadores en situa- 
ción de falta de oferta de trabajo las que determinan la sinies- 
tralidad. 


¿Por qué? Porque, cuando la industria de la construcción 
está trabajando a pleno, si a un trabajador especializado o 
más o menos especializado se lo somete a condiciones de 
trabajo insoportables o imposibles de resistir, puede facil- 
mente conseguir trabajo en otro lado. Pero cuando no tiene 
esa facilidad aumenta la siniestralidad debido a las condicio- 
nes de trabajo a que se somete al trabajador. Reitero: está 
para probarse; no quiere decir que sea así, pero es una expli- 
cación, aunque puede haber otras. 


Se dice que el 32% son oficiales, pero debemos restar de 
ese porcentaje a quienes trabajan a destajo, porque nadie, a 
no ser que tenga una vocación de servicio muy grande, que 
no descarto, se va a dedicar a ser delegado de obra si trabaja 
a destajo. Es por esto que se reduce aún más la cantidad de 
trabajadores que estarían en esa situación. En este sentido, 
comparto la pregunta formulada por el señor Legislador Gar- 
gano -no quiere decir que esté reformulándola, pero era la 
idea que yo tenía de la pregunta- en cuanto a si el Ministerio 
está en condiciones de admitir o de valorar que este decreto 
del 1% de marzo puede ser derogado o puede ser entendido 
como un decreto transitorio a la espera de que la tripartita y 
el sindicato -que ya manifestó su acuerdo- se avengan a bus- 
car elementos de regulación para el delegado de obra. Esto 
no corregiría lo establecido en el decreto del 1? de marzo de 
1996, pero daría cierta tranquilidad para ir a discutir a ese 
ámbito tripartito con respecto a la forma en que se va a elegir 
el delegado. 


Voy a finalizar, señor Presidente -porque su tolerancia en 
el día de hoy ha sido manifiesta- con dos o tres aclaraciones 
más. 


Aunque no vengo del área del Derecho, reitero, soy de los 
que defienden el hecho de que aquellos convenios que han 
sido ratificados por ley son ley. Independientemente de que 
no se hayan reglamentado, ello no excusa al poder adminis- 
trador de la necesidad de aplicar los principios que contiene 
la ley. Es una de las cosas que he tratado de ver aquí dentro 
como lógicas y que he pasado a defender amparado en los 
preceptos constitucionales del artículo 332. Por esta razón, la 
protección al trabajador contra medidas disciplinarias ya es 
ley en este país. Estoy de acuerdo en que hay que tener 
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preocupación por el trabajo y amparar al trabajador, pero ello 
es ley, porque el Convenio N? 155 de la OTTF, ya ratificado 
-que nos obliga a poner en práctica una política nacional, que 
es sobre lo que está trabajando la señora Ministra- establece 
la protección a los trabajadores contra medidas disciplina- 
rias, previstas en el inciso E) del artículo 5, que no voy a leer 
porque su texto es claro. 


También es claro lo que estipula el artículo 13 del mismo 
Convenio, que establece: “De conformidad con la práctica y 
las condiciones nacionales, deberá protegerse de consecuen- 
cias injustificadas a todo trabajador que juzgue necesario 
interrumpir una situación de trabajo por creer, por motivos 
razonables, que ésta entraña un peligro inminente y grave 
para su vida o salud”. Quiere decir que podremos no tener 
reglamentado esto, pero no podemos dejar de cumplirlo por- 
que ampara al trabajador desde el punto de vista de sus dere- 
chos. 


En ese sentido, visto desde adentro y con preocupación, 
habría que corregir el numeral c) del Decreto 53/996, que 
entre otras cosas establece: “En caso de peligro inminente o 
grave para la salud o vida de los trabajadores deberá comuni- 
carlo en forma fehaciente a la Inspección General del Traba- 
jo y la Seguridad Social dentro del término de las 24 horas. 
La inspección General del Trabajo y la Seguridad Social 
contará con un plazo similar para realizar un control inspec- 
tivo”. 


Digo esto porque si se determina un peligro o riesgo in- 
minente de vida, hay que ser muy firmes para proteger al 
trabajador en ese derecho a no trabajar, si él entiende que 
debe ser así. 


Para que la empresa no sufra consecuencias económicas, 
el mecanismo para hacer estas consultas, tanto en la comuni- 
cación como en la inspección, tiene que ser más acotado 
porque, de lo contrario, la empresa puede protestar con legi- 
timidad diciendo que corremos el plazo de 48 horas para 
dilucidar esa situación desde el punto de vista formal. Esto 
no quiere decir que deba ser así, pero creo que puede ser un 
elemento para tener presente. 


Del mismo modo que el señor Legislador Gargano, qui- 
siera conocer cuál es la posición del Ministerio sobre las 
comisiones paritarias por empresa -que respaldo como meca- 
nismo idóneo- más allá de habilitarlas, porque el Estado po- 
dría plantear alternativas de solución. 


Con respecto al Convenio N? 167, debo manifestar que 
comparto la preocupación planteada por los señores Legisla- 
dores Michelini y Gargano. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Mi- 
nistra. 
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SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Si omito dar respuesta a alguna de las preguntas 
formuladas, pido a los señores Legisladores que me lo hagan 
saber. 


El señor Legislador Michelini preguntaba si el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social investigó la causa de los acci- 
dentes mortales que se han sucedido. En mi exposición mani- 
festé que esta Administración dispuso la obligación de inves- 
tigar todos los accidentes mortales, lo que no se hacía ante- 
riormente. Los accidentes mortales han sido investigados, y 
pongo a disposición de los señores Legisladores los datos que 
tengo en mi poder. 


Además, señalé que dentro de la política que había traza- 
do la Inspección General del Trabajo existía como objetivo la 
investigación paulatina de todos los accidentes que impli- 
guen una baja laboral de hasta tres jornadas. 


Otra de las preguntas consistía en si se habían cotejado 
las causas de los accidentes y si éstos se debían a la violación 
de tas normas reglamentarias vigentes. Desde el punto de 
vista del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social rige la 
responsabilidad objetiva de la empresa, y voy a citar un ejem- 
plo. El 15 de febrero, nuestra Cartera realizó una inspección 
en la obra de Piriápolis en la que se registró el penúltimo 
accidente fatal. Pudimos observar que se contaba con todos 
los elementos de seguridad y que éstos estaban a disposición 
de los trabajadores cuando el Subinspector dei Trabajo llegó 
al lugar del accidente, media hora después de registrado. Los 
trabajadores tenían a su disposición los cinturones de seguri- 
dad para las tareas que estaban desarrollando. Inclusive, sur- 
ge del acta que se levantó en ese momento, que la persona 
que debía instruir a los trabajadores para que usaran el cintu- 
rón de seguridad no se lo había puesto, si bien le había dicho 
a los compañeros que lo usaran. Sucede el accidente fatal, el 
trabajador fallecido no usaba el cinturón de seguridad y el 
Ministerio sanciona a la empresa debido a que, si bien los 
elementos de seguridad estaban a disposición de los trabaja- 
dores, es obligación de aquélla, a través de su capataz, el 
control de su uso. O sea que el criterio que utiliza en todos 
los casos el Ministerio es de responsabilidad objetiva, aunque 
gradúa las multas en función de la entidad de la infracción. 


Todas las empresas tienen la obligación de comunicar al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social los accidentes de 
trabajo, pero esto muchas veces no se cumple. En virtud de 
ello, por resolución ministerial del 26 de junio de 1995 se 
establece que, sin perjuicio de la obligación de comunicar la 
actuación del prevencionista responsable de los servicios de 
seguridad en el trabajo, se deberá comunicar a la Inspección 
General del Trabajo los accidentes graves dentro de las doce 
horas de ocurridos en Montevideo o cuarenta y ocho horas en 
el interior, a los efectos de facilitar la tarea. 


Por otra parte, en mi exposición hice referencia a la coor- 
dinación recíproca que habíamos establecido con el Banco de 
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Seguros del Estado a los efectos de intercambiar la informa- 
ción y estar actualizados sobre los accidentes ocurridos. Tam- 
bién hice mención a la coordinación instrumentada con el 
Ministerio del Interior, con la Policía Técnica, con las sec- 
cionales del interior y con las comisarías de Montevideo, a 
los efectos de contar rápidamente con la información del 
accidente. Esos son los ámbitos donde normalmente llegan 
las denuncias de accidentes y nos pareció conveniente coor- 
dinar esfuerzos con estas instituciones para cubrir toda la 
información. 


En cuanto al Libro Unico de Trabajo, ya existía la obliga- 
ción de registrarlo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Con respecto al Libro Unico de Obra, la obligación 
del Decreto 89/95 comenzó a regir el 4 de marzo de 1996 y 
su vigencia estaba supeditada a la habilitación del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, previa consulta a la Comisión 
Tripartita que sesiona semanalmente en la Cartera. Actual- 
mente se han registrado alrededor de doscientos libros y si no 
existen al comparecer el inspector a la empresa, se levanta un 
acta y se intima a regularizar la situación dentro de determi- 
nado plazo. 


Ahora me voy a centralizar en la reglamentación poste- 
rior, por vía de decreto, de otro decreto que creó la figura del 
delegado de obra, a fin de responder las inquietudes de los 
tres señores Legisladores. La intención que persiguió el Mi- 
nisterio al disponer determinadas condiciones a esta figura, 
fue que la persona que controlara las condiciones de salud e 
higiene de trabajo en la obra tuviera capacitación. El hecho 
de exigir dos años consecutivos en la industria -es decir, 
determinada experiencia- y noventa días en la empresa, le 
permite controlar y conocer a la empresa para la que trabaja 
y quiénes son sus trabajadores, y, además el que sea Oficial 
asegura que esa persona tiene conocimiento de la industria en 
que se mueve y, fundamentalmente, de los riesgos que impli- 
ca ese trabajo y cómo pueden prevenirse. Por eso también se 
estableció que los delegados de obra deben concurrir obliga- 
toriamente a los cursos de capacitación que imparte y avala 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, uno de los cua- 
les comienza en los próximos días. Es decir que el espíritu 
del Ministerio al dictar ese decreto ha sido que el delegado 
de los trabajadores que controla la seguridad laboral esté 
capacitado para hacerlo porque es una forma de garantizar el 
derecho a la salud y a la seguridad de sus compañeros de 
trabajo. 


También es cierto que estas condiciones que se exigen a 
los delegados de obra han sido las acordadas entre empresa- 
rios y trabajadores para el caso de los delegados sindicales. 
Esa información me ha sido proporcionada no solamente por 
parte de los empresarios, sino también de los trabajadores, 
quienes reconocen que esas condiciones -como expresé- han 
sido acordadas con los empresarios en lo que respecta a los 
delegados sindicales. 


No obstante ello, tanto el decreto que crea la figura del 
delegado de obra como el que reglamenta las condiciones 


84 -C.P. 


que debe tener, están siendo estudiados por la Comisión Tri- 
partita. Dicha Comisión -que surgió en el año 1990 y que ha 
sido reinstitucionalizada por el Decreto 89/95- tiene como 
finalidad instrumentar normas técnicas y realizó un segui- 
miento de la aplicación del Decreto 89/95, recibiendo inclu- 
sive sugerencias para su modificación por parte de una de las 
organizaciones empresariales. Allí se decidió, por consenso y 
con la expresa voluntad del SUNCA, que esas normas no 
fueran modificadas. Quiere decir que la Comisión Tripartita 
hizo un seguimiento de la aplicación de las normas vigentes 
y ahora está discutiendo la reglamentación de la figura del 
delegado de obra. 


Para nosotros es importante lograr los consensos necesa- 
rios sobre la normativa en la materia en este aspecto y en 
muchos otros, y por eso decimos que queremos fomentar el 
tripartismo. Por lo tanto, nuestro espíritu al discutirse la apli- 
cación del Decreto 89/95 era que si la Comisión Tripartita 
llegaba a un acuerdo para su modificación, sus sugerencias 
serían recogidas por el Ministerio. Además, la génesis de 
dicho decreto es tripartita, porque ése es el mecanismo que 
nos gusta utilizar. 


Reitero que actualmente se están estudiando estos dos 
decretos, es decir, el del delegado de obra y el que reglamen- 
ta las condiciones que éste debe reunir. La Comisión Tripar- 
tita se reúne semanalmente discutiendo estos temas en pro- 
fundidad, y el Ministerio mantiene la misma voluntad que 
reflejó anteriormente en el sentido de recoger las decisiones 
que se tomen por consenso. Esa es la finalidad de la Comi- 
sión Tripartita, más allá de la filosofía que perseguimos en 
cuanto a conseguir consensos que respalden la normativa que 
regula la materia laboral. 


Por lo tanto, si en algún momento la Comisión Tripartita 
pone de manifiesto la inconveniencia de alguna de las nor- 
mas dictadas en los últimos días y hace sugerencias con res- 
pecto a la modificación de su redacción, asumo el compromi- 
so de recogerlas. 


SEÑOR BAYARDI. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR BAYARDI. - Señor Presidente: creo que no esca- 
pa a las autoridades del Ministerio que las exigencias reque- 
ridas para cumplir la función de delegado sindical no necesa- 
riamente deben corresponder con las que se solicitan para el 
delegado de obra. 


Supongo que la idea es que exista un delegado de obra 
realmente preparado para cumplir con las exigencias impues- 
tas por el Ministerio, capacidad que -reitero- actualmente ni 
siquiera tienen los profesionales de la construcción formados 
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en otros ámbitos. El delegado de obra tiene una función dife- 
rente a la del delegado sindical, pues debería entrar a la obra 
y revisar que se cumplan las condiciones requeridas para que 
sus compañeros comiencen a trabajar, observando que la rea- 
lización de las tareas se lleve a cabo de acuerdo con las 
normas de seguridad con las que han sido educados. 


Por lo tanto, dado el carácter transitorio de este decreto, a 
la espera de un acuerdo de la Comisión Tripartita, creo que 
uno de los aspectos a discutir podría ser el que las activida- 
des que realicen los delegados de obra se cumplirán sin per- 
juicio de las tareas para las cuales hayan sido contratados por 
la empresa. A nadie escapa que gran parte de la función que 
el delegado de obra debería tener es supervisar el desarrollo 
de todas las tareas que se realicen. Considero de recibo la 
explicación de la señora Ministra, pero creo que, indepen- 
dientemente de que hubiera o no acuerdo, la norma genera 
una condición que invalida y menoscaba el carácter del dele- 
gado de obra para cumplir su función. 


En definitiva, entiendo que es necesario esperar el acuer- 
do a nivel de la Comisión Tripartita y mientras tanto el Mi- 
nisterio podría habilitar a que la función que se está cum- 
pliendo -que esa Cartera entiende importante- pueda ser lle- 
vada adelante y se defina claramente la característica que se 
requiere para seleccionar a la persona indicada. Si bien la 
señora Ministra manifiesta su compromiso de aceptar lo que 
surja de la Comisión Tripartita, creo que debería revisarse la 
función del delegado de obra más allá de la existencia o no 
de un acuerdo, porque no quisiera que el Ministerio fuera 
prescindente del conjunto de obligaciones que se van a soli- 
citar a ese delegado de obra y que surgirán de la capacitación 
que se brinde. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar la señora Mi- 
nistra de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Seguramente vamos a volver sobre este tema, 
porque hay otras preguntas relacionadas con el delegado de 
obra, pero prefiero seguir el orden del cuestionario. 


Se preguntaba si se está controlando la existencia del de- 
legado de obra y si ello ha incrementado las acciones de 
represión sindical. Al respecto debo decir que la existencia 
del delegado de obra no está siendo controlada en función de 
que, según datos del SUNCA, todavía se están realizando las 
asambleas a los efectos de su designación. La obligación de 
contar con un delegado de obra empezó a regir el 4 de marzo 
y, Obviamente, no se ha comenzado el control. 


Con respecto al tema de la represión sindical, el Ministe- 
rio ha recibido dos denuncias. Una de ellas -a la que ya hice 
mención- es la que se registró en la Empresa Lambretch. en 
el departamento de Colonia. Debemos decir que del acta sus- 
crita por el delegado del SUNCA, la empresa y el Director 
Nacional de Trabajo, surge que en realidad allí no hubo un 
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despido del delegado de obra sino un pase a seguro de paro 
del trabajador, en función de que la obra estaba en su etapa 
de finalización. Inclusive, en el acta la empresa manifiesta su 
intención de tomar a ese trabajador en caso de requerir perso- 
nal de su categoría en otra obra en construcción. 


La otra denuncia refiere a la empresa TEYMA y está en 
trámite de sustanciación. Hay un expediente abierto en la 
Inspección General del Trabajo y la empresa fue citada en el 
día de ayer por la Dirección Nacional de Trabajo. En este 
caso no se trata de un despido sino del traslado, de una 
cuadrilla a otra, de la persona designada como delegado de 


obra. 


Desde el punto de vista del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, el delegado de obra no realiza una tarea típica- 
mente sindical; su función es la de controlar las condiciones 
de seguridad e higiene en la obra en la que trabajan él y sus 
compañeros. Sin perjuicio de ello, dado que el mismo decre- 
to que crea la figura del delegado de obra establece que el 
empresario debe garantizar que éste pueda cumplir en forma 
correcta su función, en caso de sanciones el Ministerio debe 
controlar el cumplimiento del decreto, corroborando que las 
funciones encomendadas al delegado de obra sean efectiva- 
mente realizadas. 


Por lo tanto, en caso de constatarse un impedimento por 
parte de la empresa al desarrollo de las actividades del dele- 
gado de obra, pondremos en funcionamiento los mecanismos 
sancionatorios utilizados en situaciones de represión sindical, 
a los cuales nos habilita el artículo 289 de la Ley N* 15,903, 
en la redacción dada por la Ley de Presupuesto, que eleva el 
monto de las multas a aplicarse por el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. 


Se habló de la obligatoriedad de contar con técnicos pre- 
vencionistas y de por qué ésta recién empezó a regir el 4 de 
marzo. Ya aclaré esa situación, pero como mi exposición fue 
muy extensa declaro que también yo podría haber perdido 
algunos pasajes. 


La Comisión tripartita, que surge del Decreto 89/95, du- 
rante varios meses entendió que el número de técnicos pre- 
vencionistas que se inscribían en ese registro no era suficien- 
te para cumplir con la obligación de las empresas en cuanto a 
contar con ellos. Por ello, en acuerdo con esa Comisión, la 
obligatoriedad se fue postergando a fin de dar lugar a la 
obtención de un mayor número de técnicos prevencionistas. 


Repito lo que ya dije. Ante la insistencia del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, el 4 de marzo se puso en 
funcionamiento o se volvió obligatoria la norma que prescri- 
be la necesidad de tener técnicos prevencionistas en las obras. 
Esto favoreció una mayor velocidad en la inscripción de los 
técnicos prevencionistas en el registro que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social tiene instrumentado desde el 23 


COMISION PERMANENTE , C.P.- 85 


de junio de 1995. El registro se crea en esa fecha y luego 
comienzan a hacerse llamados por la prensa, con los resulta- 
dos que acabo de detallar. 


De todas formas, reitero que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social era quien debía decir en qué momento co- 
menzaba a regir la obligatoriedad de contar con técnicos pre- 
vencionistas, pero el Decreto 89/95 exige la previa consulta a 
esta Comisión Tripartita. En función de lo decidido en ese 
ámbito, recién a partir de esa fecha rige la obligatoriedad de 
los servicios de seguridad en el trabajo en las empresas de 
construcción. 


En cuanto a las obras informales, en realidad el Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social no tiene facultades para 
inspeccionar ni sancionar a aquellas que no cuentan con per- 
miso de construcción. Puede inspeccionar una obra informal 
ante una denuncia o porque el Ministerio, a través de sus 
relevamientos, constata la existencia de esa obra, lo cual le 
permite acceder a ella para efectuar un control de las condi- 
ciones generales y ambientales de trabajo. 


Estamos pidiendo colaboración al Banco de Previsión So- 
cial -así está acordado- para que nos envíe toda la nómina de 
empresas que se registran en su seno. Ello nos permitirá sa- 
ber desde su inicio dónde están ubicadas las obras, de modo 
de realizar un relevamiento previo que permita una mayor 
agilidad. Es ineludible recorrer este camino a los efectos de 
constatar obras que no estén registradas en el Banco de Previ- 
sión Social. 


En cuanto a si se efectiviza O no una coordinación de la 
actividad del Ministerio con otros organismos del Estado, 
creo que existe una excelente voluntad manifiesta para que 
así sea. Se está obteniendo una sobresaliente respuesta de 
todos ellos. 


Al crear el Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, si se quiere estamos hasta obligando a una coordina- 
ción. Si bien esperamos que ese Consejo trace una política 
nacional en materia de salud ocupacional, también será un 
ámbito importante de coordinación, ya que ello está implíci- 
to. Ese es uno de los temas prioritarios de la política nacional 
a llevar a cabo, precisamente para evitar la superposición de 
esfuerzos y de acciones que pueda estar sucediendo en la 
actualidad. . 


En lo que respecta al número de inspectores -éste fue un 
asunto reiterado en las tres exposiciones de los señores Le- 
gisladores- yo fui la primera en afirmar que los doce inspec- 
tores en el área de condiciones ambientales son insuficientes. 
Es cierto lo que aseveró el Inspector General del Trabajo, en 
la Comisión de Legislación del Trabajo, en cuanto a la com- 
petencia desleal con otros organismos del Estado. No en esta 
Administración, pero sí con anterioridad, hemos perdido ins- 
pectores capacitados por el Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social debido a llamados a concursos realizados por par- 
te de otras instituciones del Estado, Quizá sería bueno -lo 
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planteo a modo de propuesta- pensar en una norma que en el 
futuro evite este tipo de cosas. Ese ámbito de coordinación 
que acabamos de crear será importante para ello. 


Si bien es cierto que afirmé que los inspectores eran po- 
cos, también detallé una serie de acciones que el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social ha adoptado para incrementar 
su cuerpo inspectivo. Señalé que teníamos veintidós vacantes 
de inspectores de condiciones ambientales. Para que esos car- 
gos no se suprimieran, en la Ley de Presupuesto incluimos 
una norma que fue aprobada, pero no hemos podido cubrir 
esas vacantes por una sucesión de recursos que se generaron 
en la anulación de un concurso celebrado en 1989, que fue 
decretada por una sentencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, de setiembre de 1994. A su vez, hemos con- 
vocado a un nuevo concurso. Comenzamos la reelaboración 
de las pruebas para reconstruir el acto anulado y se han enta- 
blado nuevos recursos contra las decisiones que, sí, yo tomé 
en este caso, para llamar a concurso. 


Por lo tanto, si bien éste es un problema, está a punto de 
ser resuelto, dado que el recurso jerárquico culminará en los 
próximos días, lo que nos habilitará a cubrir esas veintidós 
vacantes a través de un llamado a concurso. 


Nuestras acciones no se agotaron allí. El año pasado co- 
menzamos gestiones ante la Oficina Nacional del Servicio 
Civil para detectar la existencia de trabajadores a ser redistri- 
buidos y que reunieran el perfil necesario a fin de ser capaci- 
tados como inspectores de trabajo en seguridad e higiene. 
Luego surgió la idea de recurrir al personal redistribuido de 
PLUNA, por lo cual estamos teniendo contactos personales 
con la empresa y con la Presidenta del sindicato. Debo desta- 
car la buena voluntad de esta última para colaborar con el 
Ministerio en la selección del personal, que ya tiene forma- 
ción en seguridad, por lo que lo único que requerirían sería 
una complementación de capacitación por parte de la Cartera 
en materia de normas laborales. 


Hasta ahora se nos ha dicho que pueden ser seis, pero 
quizá sean más las personas con ese grado de calificación, lo 
que nos permitiría ampliar nuestro cuerpo inspectivo. 


Después de una discusión jurídica que también involucró 
a los integrantes del cuerpo inspectivo, esta Administración 
ha decidido que los inspectores de condiciones generales re- 
ciban capacitación en materia de condiciones ambientales, a 
los efectos de desempeñarse como tales en el futuro. 


Como decía hoy, los inspectores de condiciones generales 
son noventa y seis en todo el país. Quizá no todos tengan el 
perfil adecuado para capacitarse en una materia que requiere 
unas características determinadas. De todas formas, de ese 
cuerpo inspectivo podremos rescatar gente que refuerce al 
equipo de inspectores. 


El plan de seguridad no sólo será exigido para las obras 
públicas actuales, sino para todas aquellas que se inicien. Á 
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partir de esta idea, surgen muchas interrogantes. Por ejemplo 
cómo instrumentar esa medida, quién efectuará el control 
previo, quién constatará si el plan de seguridad es correcto, 
ante quién se registrará. 


Con referencia a la obra pública, estábamos sugiriendo 
que en el pliego de condiciones de la licitación se incluyera 
un componente de seguridad, porque el ejemplo empieza por 
casa. Debo decir que la siniestralidad en las obras de cons- 
trucción pública es mucho más baja que las realizadas en la 
órbita privada, porque el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas cuenta con elementos que permiten prevenir esos 
accidentes. En las obras se distribuyen láminas con instructi- 
vos y hay una cuadrilla de esa Cartera que recorre permanen- 
temente las obras. 


En este punto quisiera hacer una enfática precisión a efec- 
tos de que quede muy claro: la seguridad e higiene nunca han 
sido materia transable en los conflictos. No recuerdo el 
artículo de “El Observador” a que hacía referencia el señor 
Legislador Michelini, pero puede ser que haya habido por 
parte del periodista un error de interpretación de las declara- 
ciones del señor Inspector General del Trabajo. 


Reitero que nunca se transa en matería de seguridad e hi- 
giene. En ese sentido, lo único que el Ministerio dispuso fue 
que cuando existiera conflicto en una empresa, la inspección 
se realizaría previa consulta a la DINATRA. Este es un ámbito 
donde está instaurado el tripartismo; cuando hay conflictos allí 
están permanentemente sesionando mesas tripartitas. Por lo 
tanto, nos pareció importante que se plantearan allí los proble- 


.mas de seguridad a los efectos de constatar si hay riesgos de 


seguridad inminentes a ser inspeccionados por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Además, de esta manera se evita 
que en un determinado momento los problemas de seguridad e 
higiene sean utilizados por una u otra parte para presionar en 
un conflicto. Es decir que la materia de seguridad e higiene 
nunca ha sido transable desde ningún punto de vista; por el 
contrario, se ha buscado que este fenómeno no incida negati- 
vamente en la resolución de un conflicto. 


En cuanto a la ratificación del Convenio Internacional de 
la OIT -también planteado por el señor Legislador Gargano- 
hoy historiaba cuál ha sido el proceso que ha seguido. Todos 
los convenios internacionales de trabajo, previamente a su 
ratificación o no, son sometidos a una mesa tripartita que es 
creada en cumplimiento de otro Convenio Internacional del 
Trabajo donde se sugiere que la ratificación se alcance por 
consenso. Tradicionalmente el país se ha comportado de esa 
manera: a partir de esa tripartita, si hay consenso, el Poder 
Ejecutivo envía el proyecto al Parlamento para luego proce- 
der o no a su ratificación. Y, de hecho, no ha habido consen- 
so en cuanto a la ratificación de este Convenio Internacional. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Sí, señor Legislador. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: deseo que se me 
informe si la disposición de ese Convenio Internacional es 
preceptiva. ¿Hay que atenerse a la opinión de la tripartita o 
se establece como un mecanismo deseable? 


En el caso de que la disposición sea preceptiva se enten- 
dería que el Poder Ejecutivo resolviera no enviar el proyecto 
de ratificación al no haber consenso. Si no lo es, la voluntad 
del Poder Ejecutivo juega en forma decisiva para enviarlo o 
no a efectos de la ratificación en el Parlamento. 


Hago esta consulta porque desconozco el texto del Con- 
venio y la expresión utilizada por la señora Ministra fue que 
éste sugiere establecer una mesa tripartita para tener un con- 
senso. 


> 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar la señora Mi- 
nistra de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - No he dicho que el pronunciamiento de la Comi- 
sión tripartita fuera preceptivo, sino que hay una sugerencia 
de la Organización Internacional del Trabajo para que se 
proceda en ese sentido. 


Por otro lado, si se recoge la opinión del doctor Raúl 
Varela, abogado del PIT-CNT -posición que no compartimos, 
pero consideramos que es una opinión jurídica a tener en 
cuenta por la calidad intelectual de quien la sustenta- el Par- 
lamento podría ratificar el convenio sin necesidad de que el 
Poder Ejecutivo interviniera. Debo decir que tengo objecio- 
nes a esa tesis -avaladas también por posiciones técnicas- 
pero creo que no es el momento de entrar en un debate 
jurídico. De todas maneras, señalo que existe la posición del 
doctor Raúl Varela, que creo es públicamente conocida. 


SEÑOR MICHELINI. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: concretamente, 
deseo saber si el Poder Ejecutivo quiere o no ratificar el 
Convenio. 


La Bancada del Nuevo Espacio posiblemente incursione 
en la teoría del doctor Varela en la medida en que considera- 
mos que éste es un tema fundamental. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar la señora Mi- 
nistra de Trabajo y Seguridad Social. 
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SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Señor Presidente: decía que toda esta historia 
empezó en el año 1989, y el Poder Ejecutivo, a pesar de 
entender que las normas del Convenio Internacional N* 167 
ya están instrumentadas en el país, ha traducido su voluntad 
política de ratificación desde el momento en que ha aceptado 
su inclusión dentro de la nómina de Convenios a ratificar por 
los países integrantes del MERCOSUR. 


Quiero hacer una precisión sobre la normativa contenida 
en el Convenio Internacional N” 167, y es que no hace refe- 
rencia a las comisiones paritarias. Sí establece en su artículo 
6” que deberán tomarse medidas para asegurar la cooperación 
entre empleadores y trabajadores, de conformidad con las 
modalidades que defina la legislación nacional, a fin de fo- 
mentar la seguridad y salud en las obras, Además, el artículo 
10 dice que la legislación nacional deberá prever que en 
cualquier lugar de trabajo los trabajadores tengan el derecho 
y el deber de participar en el establecimiento de condiciones 
seguras de trabajo, en la medida en que controlen el equipo y 
los métodos de trabajo, y de expresar su opinión sobre los 
métodos de trabajo adoptados en cuanto puedan afectar a la 
seguridad y a la salud. 


Por eso es que hoy sostenfamos que la normativa vigente 
estaba cumpliendo, entre otras cosas, gon las disposiciones 
del Convenio Internacional N” 167. Por otro lado, señalába- 
mos -compartiendo la opinión del señor Diputado Bayardi- 
que la negativa a trabajar de los trabajadores cuando advier- 
tan un riesgo razonable es ley en el país, dado que el Conve- 
nio N* 155 está ratificado desde 1988, lo que complementaría 
las normas establecidas por el Convenio Internacional N? 167. 


En cuanto a la implementación y aprobación del proyecto 
sobre amparo a la libertad sindical, creemos que nos extendi- 
mos suficientemente durante nuestra exposición. Resumo di- 
ciendo que al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social le 
preocupa el tema de preservar el ejercicio de la libertad sin- 
dical. Compartimos el espíritu de esos proyectos que fueron 
presentados en el Senado y en la Cámara de Representantes, 
pero no las soluciones. Esta inquietud nos llevó a modificar, 
a través de la Ley de Presupuesto, el monto de las multas a 
imponer y a incluir en dicha ley una norma para subsanar una 
situación que se nos había planteado a raíz de una sentencia 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que entendió 
que era excesivo nuestro criterio para sancionar en materia 
de violación a las libertades sindicales. La norma incluida 
establece que la multa se graduará en función de todos los 
trabajadores de la empresa infractora, porque entendemos que 
la libertad sindical no involucra a los despedidos o sarciona- 
dos por motivos sindicales sino a todos. 


La mesa tripartita de agenda abierta se ha planteado el 
tema y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha pro- 
puesto allí la creación de una Comisión Nacional de la Liber- 
tad Sindical y la abreviación del trámite que se sigue ante las 
denuncias de represión sindical. Eso está plasmado en dos 
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borradores de decreto para ser considerados en la próxima 
reunión de la Comisión de agenda abierta, que este año toda- 
vía no se ha reunido a pedido expreso del PIT-CNT. 


En cuanto al monto de las multas, debo decir que éstas se 
gradúan de acuerdo con la entidad de la infracción. Es cierto 
que éste es un criterio subjetivo, pero es evidente que la 
Administración debe tener la potestad de evaluar la calidad y 
cuantía de esas infracciones. Retomando el ejemplo del pe- 
núltimo accidente fatal, el registrado en Piriápolis, esa em- 
presa tenía todas las medidas de seguridad a disposición de 
sus trabajadores y el accidente se produjo como consecuencia 
de que la víctima no estaba empleando los elementos de 
seguridad. Sin embargo, como a juicio de la Inspección Ge- 
neral del Trabajo la empresa es la responsable de que sus 
trabajadores utilicen los elementos de seguridad, igual se le 
sanciona, aunque no con la misma severidad que en el caso 
de una que no los posee. 


Es necesario señalar que en los accidentes nunca hay una 
única causa, sino que siempre son varias, humanas y técni- 
cas, que también tienen que ser evaluadas a los efectos de 
fijar las multas. Me parece equivocado establecer una multa 
fija para el caso de accidentes fatales, ya que éstos son des- 
encadenados por diversas causas, que se determinan cuando 
se investiga el accidente o conforme a las inspecciones ante- 
riores que se hayan realizado. No es igual el caso de una 
empresa que cuenta con una malla alrededor de la construc- 
ción, en cumplimiento de las condiciones y cargas estableci- 
das por los reglamentos, que el de aquella que no la tiene y 
se genera un siniestro. 


Asimismo, cuando se produce un accidente es necesario 
prestar especial atención a cómo el factor humano incidió en 
su determinación. 


La preocupación por ser más efectivos en cuanto a nues- 
tras potestades sancionatorias nos llevó a elevar el monto de 
las multas, que la Ley de Presupuesto fijó de uno a ciento 
cincuenta jornales de los trabajadores involucrados, lo que 
seguramente será reglamentado de acuerdo con los criterios 
que acabo de mencionar. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, - Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: no comparto la 
opinión de la señora Ministra. El Poder Ejecutivo puede tener 
cierta latitud a los efectos de graduar la multa, de acuerdo 
con el grado de culpabilidad, ya que ésta puede ser total o 
parcial. Lo que no está bien es que tenga poder discrecional 
al respecto. Por ejemplo, ¿por qué se evaluó en 500 Unidades 
Reajustables la muerte del obrero de Tres Cruces? ¿La vida 
de un trabajador vale $ 50.000? 
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Me explico: desde el punto de vista jurídico la graduación 
de la pena puede establecerse en la ley. Comprendo la argu- 
mentación de la señora Ministra y el ejemplo de la empresa 
de Piriápolis que fue penada por parte de culpa que le corres- 
pondía. Sin embargo, la ley o la disposición reglamentaria 
perfectamente pueden establecer esa graduación. Lo que me 
parece es que no todo debe quedar sometido a la libre apre- 
ciación del jerarca correspondiente; pueden existir mecanis- 
mos que establezcan cierto grado de certeza para quien tiene 
que llevar adelante esa tarea. Esto se establece en el Derecho 
Penal en forma regular. Cuando se aplica una pena hay ate- 
nuantes y agravantes. Esto también puede hacerse en el plano 
de la apreciación de la sanción por incumplimiento de las 
normas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar la señora Mi- 
nistra. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Comparto la inquietud del señor Legislador Gar- 
gano, que pienso puede contemplarse por la vía reglamenta- 
ria si los estudios que realicemos concluyen que es viable o 
aplicable. 


En el caso de la obra del Shopping de Tres Cruces, acci- 
dente que no sucedió durante la actual Administración, debo 
decir que en ese momento regía una multa inferior a la que 
se fijó a propuesta nuestra en la Ley de Presupuesto, ya que 
era de uno a cincuenta jornales de los trabajadores afectados. 


Eso determinó que el monto de la sanción aplicada en ese 
caso fuera de esa magnitud. Desconozco cuáles fueron los 
factores que determinaron la imposición de esa multa, pero sí 
sé que los trabajadores afectados eran pocos, en función de 
que la obra se encontraba en la etapa de finalización, siendo 
entregada a los veinte días de ocurrido el accidente. Esto 
también puede haber determinado que el monto de la multa 
haya sido inferior. 


Se me ha preguntado sobre la tarea de inspección en otros 
ámbitos laborales. En otra parte de mi exposición señalé que 
las inspecciones en la industria de la construcción implican 
el 65% del número total de las que realiza el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Esperamos que esa proporción 
pueda variar con el reforzamiento del cuerpo inspectivo a 
corto plazo. 


Ya he señalado que el Ministerio prioriza la industria de 
la construcción porque es una de las actividades que registra 
una de las tasas de siniestralidad más altas y por todas las 
peculiaridades y dificultades que plantea para las tareas de 
prevención. Ello es así porque en la generalidad de las indus- 
trias las condiciones de seguridad permanecen medianamente 
estables; en esos casos, se inspeccionan las máquinas y las 
condiciones de trabajo que ellas generan. Por el contrario. en 
la industria de la construcción las diferentes etapas de las 
obras se suceden en forma muy rápida, generando riesgos de 
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diferente naturaleza en forma muy dinámica, lo que requiere 
una atención permanente, con sucesivas inspecciones y un 
seguimiento de la situación de riesgo en la obra. 


Quiero decir a mi amigo, el señor Legislador Bayardi, que 
yo también creo, que dentro del área de mi competencia el 
Estado tiene mucho para hacer en cuanto a las relaciones 
entre el capital y el trabajo. Comparto esa precisión. 


SEÑOR MICHELINI. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: quisiera saber 
si la exigencia del plan de seguridad contempla las diferentes 
situaciones de riesgo que provoca cada etapa de la obra, 
según lo señalado por la señora Ministra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar la señora Mi- 
nistra. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Precisamente, la idea de incluir la obligatoriedad 
de un plan de seguridad por obra implica facilitar el trabajo 
inspectivo posterior. Además de las sanciones a que el in- 
cumplimiento de dicho plan pudiera dar lugar, se facilitaría 
la labor inspectiva y se regularizaría la frecuencia de las 
inspecciones a desarrollar en una determinada obra. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no puede 
inspeccionar las obras todos los días, pero el plan de segurt- 
dad en la obra le permitiría establecer una cronología de 
inspecciones que, sin duda, facilitaría su trabajo. De allí sur- 
ge la idea de incluir esta obligación en el futuro. 


El señor Legislador Bayardi planteaba dos temas concre- 
tos. Uno de ellos tiene que ver con GASEBA Uruguay y, si 
bien conozco la información que él maneja, posee en Sala 
más elementos que yo en este momento. Es cierto lo que él 
manifiesta en el sentido de que el conflicto en GASEBA 
Uruguay se suscita a través de problemas de seguridad e 
higiene en el trabajo. A la información que él brindó, y ape- 
lando a mi memoria, debo agregar que cuando la empresa se 
hace cargo de la Compañía del Gas, el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social realizó una inspección disponiendo algu- 
nas clausuras parciales. A partir de allí, y en virtud de que la 
empresa recién asumía la conducción, se estableció una mesa 
tripartita en la que se comenzaron a discutir los temas de 
seguridad y, si no recuerdo mal, fruto de ella son estos con- 
venios a que hace mención el señor Legislador Bayardi. 


De hecho en GASEBA Uruguay está planteada una situa- 
ción conflictiva importante. Creo que hace alrededor de cua- 
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renta y ocho horas la empresa ha denunciado todos los con- 
venios celebrados con los trabajadores. También debo decir 
que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está intervi- 
niendo decididamente en este conflicto a tal punto que en la 
tarde de hoy, a la hora 17, el Director Nacional de Trabajo se 
reunirá con representantes de la empresa y el PIT-CNT en el 
local de la central, a efectos de resolver esta situación con- 
flictiva. 


En lo que tiene que ver con Cristalerías del Uruguay, 
debemos recordar que la Constitución de 1967 modificó el 
sistema de recursos. El fallo de la Comisión que entiende en 
los trabajos insalubres es un acto administrativo y como tal el 
Ministerio tiene la facultad de suspender su vigencia, siem- 
pre y cuando le sea solicitado y existan razones de mérito 
para hacerlo. El caso concreto de Cristalerías del Uruguay se 
inicia ya hace bastante tiempo. 


Además, con respecto al tema de la salubridad, la filosofía 
del Ministerio apunta a que haya higiene y no a consolidar 
situaciones insalubres y que, desde nuestro punto de vista, no 


_ hacen más que postergar la enfermedad del trabajador o su 


muerte. Entonces, nuestro objetivo -no siempre alcanzable- 
es que no existan trabajos insalubres y que, con los adelantos 
tecnológicos, cada vez haya menos casos de este tipo. 


Debo señalar que no venía preparada para hablar del tema 
de Cristalerías del Uruguay; simplemente, poseo algunos da- 
tos que he recogido. No obstante, aclaro que la suspensión 
del acto que dictó el Ministerio se debió a que la empresa 
había entablado recursos de revocación y jerárquicos, cuya 
dilucidación me pareció importante antes de que entrara a 
regir la resolución de la Comisión Honoraria de Trabajo Insa- 
lubre. Ello se debió -no tengo en mi poder el contenido de la 
resolución primaria pero sí el de la determinación de conftr- 
mar la decisión impugnada- a que la Comisión Honoraria al 
confirmar la decisión dijo que se iniciaron los estudios preli- 
minares de los trabajos por el Ministerio de Salud Pública. 
También se dice que queda pendiente el estudio ambiental 
sobre el polvo, del cual se encarga el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


El Ministerio creyó que allí existían razones de mérito 
para suspender el acto dado que al confirmar la resolución 
original todavía no se contaba con los suficientes elementos 
técnicos como para determinar la insalubridad. Además, debo 
decir que hasta el momento que llegó el expediente al Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social, cuando se franquea el 
recurso jerárquico, no existían nuevos informes técnicos in- 
corporados por la Comisión a dicho expediente. Estas fueron 
las razones de mérito que hicieron que se tomara la decisión 
de suspender el acto administrativo para realizar una correcta 
evaluación técnica de la decisión. 


Actualmente el expediente se ha franqueado, con el recur- 
so jerárquico, ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial; la Ley N* 11.577 nos impone la obligación de dar una 
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vista a la Facultad de Medicina, lo que hemos hecho. Nuestra 
resolución debe estar avalada por un dictamen previo de la 
Facultad de Medicina, lo que repito, hicimos días pasados. Se 
trata de una resolución reciente que se tomó inmediatamente 
después de recibido el expediente por parte del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Seguramente, dicho expediente 
me brindará muchos más elementos técnicos de los que cons- 
tan allí a efectos de resolver el recurso jerárquico. 


En varias oportunidades he reiterado citas al Convenio 
N? 155 ratificado por Uruguay en el año 1988, muchas veces 
olvidado. Cuando hablamos de seguridad en el trabajo olvi- 
damos disposiciones que están establecidas en ese Convenio 
Internacional de Trabajo y que son ley en el país, muchas de 
"las cuales no necesitan de reglamentación; ¡bueno fuera que 
la ley no pudiera aplicarse por falta de reglamentación! Coin- 
cido con que la negativa del trabajador a trabajar ante situa- 
ciones de riesgo está comprendida dentro de las disposiciones 
del Convenio Internacional del Trabajo N” 155. 


Por otra parte, debo destacar que recojo la inquietud de 
los plazos que se le han impuesto al delegado de obra, es 
decir veinticuatro horas, y veinticuatro horas para que la Ins- 
ección tome medidas. Esta inquietud me parece de recibo en 
cuanto a que los plazos son muy prolongados si la situación 
de riesgo es realmente inminente. Me comprometo a que 
nuestro representante en la Comisión Tripartita, que se en- 
cuentra discutiendo este tema, plantee que este asunto sea 
derivado a la mesa de discusión que está estudiando la imple- 
mentación y aplicación de este decreto. 


Reitero que la transitoriedad del decreto está siendo dis- 
cutida en la mesa tripartita. Todos sabemos que existen dos 
partes y que la figura del delegado de obra no fue bien recibi- 
da por una de ellas, así como la reglamentación tampoco lo 
ha sido por la otra. Se trata de compatibilizar posiciones 
-aguí hay un objetivo superior- y crear los instrumentos para 
que mejoren las condiciones y la prevención de los acciden- 
tes de trabajo. Debemos procurar amalgamar esas posiciones, 
en muchos casos enfrentadas, para que ese instrumento sea 
eficaz y eficiente. 


Insisto en mi voluntad de discutir todos los temas relacio- 
nados con la implementación de estos dos últimos decretos, 
es decir el relativo al delegado de obra y su reglamentación, 
así como de recoger todos los planteos que tengan el aval de 
la Comisión Tripartita que, en definitiva, para ello fue creada. 
Si del ámbito de la Comisión tripartita, en ésta o en la próxima 
semana, surge que es importante suspender por un tiempo la 
vigencia del decreto -como sucedió con una parte del Decreto 
89, que se fue postergando en el tiempo en virtud de que la 
Comisión entendió que no era el momento de ponerlo en vi- 
gencia- el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social va a 
tomar en consideración la decisión que allí se adopte. 


SEÑOR BAYARDI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 
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SEÑOR BAYARDI. - Señor Presidente: quiero dejar una 
constancia, reconociendo desde ya el esfuerzo por parte de la 
señora Ministra por responder a las preguntas que, por lo 
menos en lo que me es personal, he formulado. 


Tenemos un punto de discrepancia, y pido permiso para 
aludir a él, que se refiere a la potestad de suspensión del acto 
por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
caso de Cristalerías del Uruguay. No tengo ninguna duda de 
que se trata de un acto administrativo el que lleva adelante la 
Comisión Honoraria de Trabajo Insalubre. Si no me equivo- 
co, la Ley N” 11.577 establece que la declaración de trabajo 
insalubre determina en forma automática una necesaria re- 
ducción de la carga horaria. Hay un vínculo determinado por 
ley que faculta a la Comisión Honoraria de Trabajo Insalubre 
para establecer, por acto administrativo, que cierta actividad 
es insalubre. Al ser un trabajo insalubre, existe la obligato- 
riedad de preservar un bien: la salud del trabajador. A mi 
criterio, esto obliga -lo digo con mucho respeto- a establecer 
un régimen horario de seis horas. 


La empresa está en su legítimo derecho de apelar el acto 
administrativo; de hecho lo hizo interponiendo el recurso que 
la señora Ministra ha planteado. Entonces, esta parte está 
sustanciada de acuerdo con los hechos: el fallo de la Comi- 
sión y la necesidad del cumplimiento de la ley. Mientras se 
sustancia el fallo, alguien puede decir que si éste se hace 
efectivo y después se revoca el acto, hay que volver al hora- 
rio anterior, con perjuicios que pueden llegar a afectar la 
planificación laboral de la empresa. Esto lo reconozco. El 
asunto radica en que lo que está preservando la ley es la 
salud del trabajador. Para mí, en este caso, en consonancia 
con nuestro marco jurídico y preceptos constitucionales, el 
preservar la salud es el objetivo trascendente en este tea 
que estamos considerando. Reitero que hace un año se dictó 
el fallo y que debido a tas apelaciones no se ha adoptado 
ninguna medida. 


En otro orden de cosas debo decir que son de recibo las 
apreciaciones de la señora Ministra, quien hizo un gran es- 
fuerzo por responer puntualmente el conjunto de las pregun- 
tas formuladas, más allá de los puntos de vista disímiles que 
podamos tener. Entiendo que partimos de la base de que en 
materia de seguridad en el trabajo -no sólo en esta área de 
trabajo sino en cualquier tipo de accidentes, como por ejem- 
plo los de tránsito- lo más importante de todo es la participa- 
ción, que en algunos casos será de la comunidad y en 
otros -como en éste- de los trabajadores. 


Sigo reivindicando el artículo 13 del Convenio N* 155 de 
la OIT -por supuesto que esto significaría hacerlo extensivo 
para usarlo de acuerdo con las conveniencias de cada uno- 
respecto a la cooperación que demanda para cumplir los pre- 
ceptos de los artículos anteriores, y reivindico las comisiones 
paritarias como un mecanismo idóneo para habilitar estos 
aspectos. Entiendo que un marco legal que otorgue un respal- 
do jurídico sería una alternativa válida que para nada violen- 
taría los intereses en pugna. 
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SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR MICHELINLI. - Señor Presidente: aquí se ha di- 
cho que el Convenio N* 155 de la OIT, ratificado por nuestro 
país, es similar al Convenio N? 167, y que ante la situación 
de que un trabajador se niegue a realizar una tarea en situa- 
ción de riesgo ambos Convenios establecen lo mismo. 


Parecería que hay una insistencia por parte del Nuevo 
Espacio -no se sabe por qué- en la necesidad de ratificar este 
Convenio. Creo que la lectura de ambos Convenios permite 
apreciar diferencias sutiles, pero que desde nuestro punto de 
vista son importantísimas. 


A modo de constancia -porque posiblemente no nos pon- 
gamos de acuerdo aunque discutamos todo el día- quiero 
decir que el artículo 13 del Convenio N* 155 de la OIT 
establece que debe protegerse al trabajador de consecuencias 
injustificadas cuando interrumpa su trabajo por creer que está 
en una situación de peligro. El Convenio N* 167 establece el 
derecho de alejarse de una situación de peligro, matiz que es 
sustancialmente distinto. 


Para nosotros la ratificación o no del Convenio de la OIT 
implica una diferencia fundamental en cuanto a la necesidad 
del amparo sindical y esperamos que, en la medida en que se 
susciten debates francos y abiertos, se vayan acercando las 
posiciones. 


SEÑOR BAYARDI. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BAYARDI. - Señor Presidente: cuando hablé de 
las comisiones paritarias invoqué el artículo 13 del Convenio 
N* 155 de la OIT y, en realidad, debí hacer referencia al 
artículo 20, que es el que establece la cooperación. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: quisiera que que- 
dara claro cuál es nuestra expresión de voluntad sobre la 
ratificación del Convenio N* 167. 


Al contestar nuestras apreciaciones, la señora Ministra ex- 
presa que en el Convenio N” 167 no se establece preceptiva- 
mente la existencia de comisiones paritarias. Sin embargo, el 
artículo 6” de este Convenio establece -como la señora Mi- 
nistra planteó-: “Deberán tomarse medidas para asegurar la 
cooperación entre empleadores y trabajadores, de conformi- 
dad con las modalidades que defina la legislación nacional, a 
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fin de fomentar la seguridad y la salud en las obras”. Por su 
parte, el artículo 10 dice: “La legislación nacional deberá 
prever que en cualquier lugar de trabajo los trabajadores ten- 
drán el derecho y el deber de participar en el establecimiento 
de condiciones seguras de trabajo en la medida en que con- 
trolen el equipo y los métodos de trabajo, y de expresar su 
opinión sobre los métodos de trabajo adoptados en cuanto 
puedan afectar a la seguridad y la salud". 


Admito que no hay una norma que diga “deberán estable- 
cerse comisiones paritarias”. Pero ¿de qué forma se pueden 
alcanzar estos objetivos si no es en un ámbito común donde 
los trabajadores y empresarios puedan discutir y llevar ade- 
lante el control de las condiciones de seguridad en materia 
laboral? En ese sentido, he recurrido a la experiencia práctica 
que hay en nuestro país, no sólo en el ámbito de la seguridad 
laboral sino en general, inclusive en lo que refiere a las em- 
presas públicas, respecto a los cuales se establece a través de 
la Constitución de la República que pueden existir comisio- 
nes paritarias para regular las relaciones laborales. De modo 
que si uno combina las disposiciones del convenio con los 
antecedentes y costumbres que hay en el país respecto al 
método de relacionamiento interno, el hecho de que se ratifi- 
que el convenio ambienta la necesidad de que exista una 
articulación permanente en las relaciones entre el trabajador 
y el empleador en el propio lugar en que se desempeñan las 
tareas. Esto sólo se puede hacer a través de una comisión 
paritaria. 


Simplemente quería dejar esta constancia para que no que- 
dara en el aire una afirmación que se había realizado. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Mi- 
nistra. 


SEÑORA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. - Señor Presidente: quiero hacer dos precisiones. 


Reconozco que la sensibilidad que despierta todo el tema 
de la salud y seguridad en el trabajo es difícilmente confron- 
table con la frialdad de la legislación que regula los recursos 
administrativos, pero quiero que quede explícito que si bien 
la Ley N* 11.577 está vigente, no lo está el procedimiento de 
impugnación del acto emanado de la Comisión Honoraria de 
Trabajo Insalubre. Ese régimen fue derogado por la Constitu- 
ción de la República de 1967, por la Ley N” 15.524 -Ley 
Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo- y 
por la Ley N” 16.899, complementaria de la anterior. En uso 
de esas facultades y por las razones que expresé, dispuse la 
suspensión del acto por razones de mérito que ya detallé 
anterjormente. 


Por último, quiero decir que cuando me referí al Conve- 
nio N” 167 de la OIT decía que las formas de participación 
en la empresa en materia de seguridad e higiene estaban 
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contempladas por la creación de la figura del delegado de 
obra y por la figura de los servicios de seguridad en el traba- 
jo, creadas por el decreto del año pasado, que instrumentan 
un mecanismo de participación. Seguramente, la Comisión 
tripartita que está encargada de analizar la aplicación prácti- 
ca de toda esta normativa quiera establecer con carácter pre- 
ceptivo y por vía reglamentaria la necesaria coordinación que 
estas dos figuras deben tener en el ámbito de la obra. Pero los 
mecanismos de participación están creados y quizás sea hora 
de plantear también en esa comisión tripartita cómo se va a 
llevar a cabo la coordinación entre ese técnico prevencionista 
y el delegado de obra, que de hecho se va a dar. Si se entien- 
de que por la vía reglamentaria es necesario complementar 
con una regulación exhaustiva cuáles van a ser esos mecanis- 
mos de coordinación entre estas dos figuras, no tendremos 
inconveniente en hacerlo. 


Quiero agradecer a la Comisión Permanente estas largas 
horas que me han dispensado a los efectos de poder discutir 
este tema que, no tengan dudas, ocupa muchas de las horas 
de nuestro trabajo en el Ministerio y gran parte de nuestras 
preocupaciones cotidianas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Comisión Permanente finali- 
za sus tareas en el día de mañana. Como seguramente no nos 
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reuniremos nuevamente, la Mesa agradece a todos los miem- 
bros la colaboración prestada para poder desarrollar nuestro 
trabajo y expresa su esperanza de que todos quienes hemos 
colaborado nos reencontremos el año que viene. Cerramos 
nuestra actividad con una reunión muy provechosa y produc- 
tiva, que espero sea el inicio de tareas importantes en el tema 
que nos ha convocado. 


7) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 
(Es la hora 14 y 57 minutos) 
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